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L ORIGEN,. ESTRUCTURA Y COIM:PETENCIAS DE LA CORTE

A. Creacién de la Corte

LiI Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante "la Corte" o "el Tribunal") fue establecida
como consecuencia die haber entrado en vigor, el 18 de julio de 1978, la Convención Americana SObI'lE~

Derechos Humanos "Pacto de San José de Cosita Rica" (en adelante "la Convención" o "II,a¡ Convención
Americana"), al ser depositado el undécimo instrumento de ratificación por un Estado Miembro de la
Organización die los Estados Americanos (en adelante "la OEA" o "la Organízacíón''), La Convención
fue adoptada en 'la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos, celebrada del :i'
al 22 noviembre de 11969 en San José, Costa Rica.

Los dos órganos de protección de los derechos humanos previstos P(H el artículo 33 del Pacto de San
Iosé die Costa Rica son 'la Comisión Interarnericana de Derechos Humanos (en adelante "la Comisióno
"la Comisión Interarncricana") y la Corte. Tienen como función asegurar el cumplimiento por los
Estadios de 'las obligacíones impuestas IXH' 'la Convención.

El Estatuto de la Corte (en adelante "el Estatuto"} dispone que ésta es unainstituciónjudicial autónoma
que tiene su sede en San José, Costal Rica, cuyo propósito es el de aplicar e interpretar la Convención.

La Corte está integrada por siete jueces.. nacionales de los Estados Miembros de la OEA Actúan a título
personal y son elegidos "entre juristas de la J~r¡!ás alta autoridad moral, de reconoc¡~da C0111petencü., en :materia de
dl~rechos humanos, que reúnan lascorzdl'ci'ones requeridas para el ejercicio delas más ellevadas [unciones [udiciaíes
confórme a la ¡"~Y del' paí!; del cual sean nacúmales o del Estado que los proponga como Ctllllil'da,tos: " (artícu lo ~¡2

de la Convención). Conforme al artículo 8 del Estatuto, el Secretario General de la OEA solicita a los
Estados Partes en la Convención que presenten una lísta con los nombres de SlIS candidatos para jueces
de la Corte, De acuerdo con el artículo ~¡3.2 de la Convención, calda Estado Parte puede proponer hasta
tres candidatos.

Los jueces son elegidos por los Estadios Partes en la Convención para cumplir un mandato de seis años.
La. elección se realiza en secreto y por mayoría absoluta de votos durante las sesiones de la Asamblea
Ceneral die la OEA inmediatamente anterior a la expiración die] mandato die los jueces salientes. Las
vacantes en la Corte causadas por muerte, incapacidad permanente. renuncia o remoción serán
llenadas en lo posible, en el siguiente período die sesiones de la Asamblea General de la OEA (articulo
6.11 y 6.2 dell Estatuto).

Losjueces que teminan su mandato, siguen conociendo de los casos al que Ylal se hubieren abocado y
que :5":: encuentren en estado de sentencia (artículo S4.3 de la Convención).

Si fuere necesario para pn~se:rv,atr'el quórum de la Corte, los Estados Partes, en 'la Convención podrán
nombrar uno o más jueces interinos (artículo 6.3 del Estatuto).
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"El juez que sea nac:iotlcEl de al'gMno de ¡'os Esfados que Sl~~:n parles en un caso :5mneUdo ~I la Code" conservará su
den~cho ~~! conocer dd caso. Si uno de los fueres lJ'm11!ados a cotwc.e," de un cm::;o fuera de la nacionalidad de UI1:O de
las: Estados que sle~~n p'l't'¡~eS en el' czso. otro Estado J~'[r'i~e el1~ el :mis:mo CI~~'O podrá designar a una persona para que
integre la CI~);rjLe elr¡l calidad de Juez ~~11~:l!n~~. Sl' el1~ tl'f los Jueces Uan!ados a conoce1' del caso minguno .f1,U1'Cl de la
nacionalidad. de ¡los Es,rados Panes en el' mismo" cada uno de éstos podrá designa!' un iucz I!d hoc". (artículo HU,
10.2 Y 10. 3 del Estatuto).

Los Estados son representados en los procesos ante la Corte por agentes designados por ellos (articulo
21 die'! Reglamento),

Los, jll.lE~C:I1':S' están a la disposición de la Corte y celebran dos períodos ordinarios di" sesiones al: a1'10.
También pueden celebrar sesiones extraordinarias, convocadas por el Presidente de la Corte (en
adelante '''12'1 Presidente") o por solicitud die la mayoría de los [ucccs, Aunque no existe el requisito de
residencia para ]OS jueces en la sede de la Corte, el Presidente debe prestar permanentemente sus
servicios (artículo 16 del Estatuto).

El Presidente y el Vicepresidente son elegidos por 110s jueces para un período de dos años y pueden ser
reelegidos (artículo 12 del Estatuto),

EXÍ.i5be una Comisión Permanente de 11,,1 Corte (en adelante "la Comisión Permanente") constituida pDr ,[,1
Presidente, el Vicepresidente y un tercer juez nombrado IX)\' el Presidente, Este podrá designar para
casos específicos o en forma permanente un cuarto juez. La Corte puede nombrar otras comisiones
para tratar temas específicos (artículo 6 del Reglamento).

La Secretada funciona bajo la dirección de un Secretario" elegido por la Corte.

r'"l,,~ .•

La composición de la Corte el 31 die diciembre de 1993, fecha hasta la cual cubre este informe, era la
siguiente en orden de precedencia;

Rafael Nieto Na via (Colombia), Presidente
Sonia Picado Sotela (Costa Rica)!" Vicepresidenta
Héctor Fix-Zamudio (México)
Alejandro Montiel Argüello (Nícaragua)
Máximo Pacheco Cómez (Chile)!
Hernán Salgado Pesantes (Ecuador)
Asdrúbal Aguiar-Arangurcn (Venezuela)

El Secretario de la Corte era Manuel E. Ventura Robles y la Secretaria adjunta Ana María Reina.

DE~ acuerdo con la Convención, la Corte ejerce funciones jurisdiccional y consultiva. La primera se
refiere él la resolución de casos en que se ha alegado qlJe uno de los Estados Partes ha violado
la
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Convención. La :segunda a la facultad que tienen los Estados Miembros de la Organización de
consultar a tal Corte acerca de la interpretación de la Convención o "de orros f¡ra':ados c()nci~nr,tien{es a J't~

,¡r,¡t,(t:,[ci'ón de los d,¡~recho:5 humanos en los Es,tados Ame:rlál1los ". También IXICh<Í111 consultarla, en ]10 que les
compete, los órganos, de la OEA señalados en la Carta die ésta,

El artículo 62 de la Convención, que establece la cornpetencia contenciosa de la Corte dice 110 siguiente:

L Todo Estado Parte puede, en el momento de) depósito de su instrumento de
ratificación () adhesión de esta Convención, o en cualquier mornento posterior, declarar que rI2:(:()nO":E~

corno obligatoria de pleno derecho y sin convención especial, la competencia de la Corte sobre todos
los casos relativos a la iruerpretacíón o aplicación de esta Convención.

2,. La declaración puede ser hecha incondicionalrnente, o bajo condición de
reciprocidad, por un plazo d,elt.ef'l1r1.inado o parra casos específicos. Deberá ser presentada al
Secretario Genera] de' la Organización, quien trasmitirá copias ele la misma a los otros Estados
Miembros de la Organizacíón y al Secretario de la Corte.

J. La Corte tiene competencia par,ai conocer de cualquier caso relativo a la
interpretación y aplicación de' las disposiciones de esta Convención que le sea sometido, siempre Ique
los Estados Partes en el caso hayan reconocido o reconozcan dicha competencia, ora por declaración
especial corno se indica en los incisos anteriores, ora por convención especial.

Como los Estados Partes pueden aceptar la competencia contenciosa de la Corte en cualquier momento,
es posible invitar a un Estadio a hacerlo para un caso concreto.

DI" acuerdo con el, articulo 61.1 de la Convención "[sl6lo los Estados Partes y la Conll'slÓn ti'.men d,¡"echo a
scmwter' Mil caso a I'a deciskírl de la Corte ".

El artículo 63.1 de Ila Convención incluye la siguiente disposición concerniente a los tallos de la Corte:

Cuando decida que hubo violación de un derecho () libertad protegidos en esta Convención, la Corte
dispondra que se garantice al lesionado en el gO<:E! de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá
asimismo, si ello fuera procedente.. que se r1eparen las consecuencias de lamedida o situación qLlE~ ha
configurado la vulneración de esos derechos y e] pago de una justa indemnización a la parte
lesionada.

El inciso 2 del artículo 68 de la Convención dispone que la parte '''dd' fállo qMe disponga Jirrdeml1iizadán
cO'llpel1sat'oria se potirá ejecutar en el res'Jecitivo l~'l~:il:; por el pl'ocedim:ü'nto Üth~1'~1O v¡[gente rmn1 fa eiecucion de
sentencias C01~! t1'a el Estado ".

El artículo 63.2 de la Convención señala que;

En casos de extrema gnnJ"edadl y urgencia, y cuando se haga necesario evitar daños irreparables a las
personm¡.. la Corte" en los asuntos que esté conociendo, podrá tornar las medidas provisionales que
considere pertinentes. Si se tratare de asuntos qUIIE: aún no estén S()111112~tid()s a su conocimiento, podrá
actuar él solicitud de la C0111dsi6n.
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El fallo emitido por la Corte es "deiinitiuo e l:nai~~e'lab¡re"'. Sin embargo, "en caso de deSaC~¡f'f'do sobreelsentido
o l~tlrCal~¡Ce dej' fállo, la Co;rj~e lo iJ1Je¡rp~~etal'á a soñcitud de cualqIÚe1'I~! de las partes¡ s¡:empre que dicha solicitud se
¡~'resen¡'e dentro de lO:5 noventa d¡r,~!:5 a partir de la fecha de ,fa rwlií/icaciól1 del' j\¡'UO" (artículo 6'7 de la
Convención). Los Estados Partes "se conltJ1'on!den a cumpUr la decisiÓn de la Corte en todo caso en ql'.1!f sean
¡~~¡!¡rj'l~s" (artículo 68 die la Convención).

La Corte somete a la Asamblea 12~n cada período ordinario de sesiones un informe sobre su labor" en el
cual "ld]« mlU1,e1'I~t eSJ~lecial Y con j'as J'ecomendadones pe1'tiJ1.eJ11~eS, sóialllrá los casos en ql'le un Estado no haya
dado cump/lmiento ti sus [altos" (artículo 65 de la Convención).

El artículo 6~l de la Convención dice textualmente:

1. Los Estados Miembros de la Organización podrán consultar a la Corte acerca de
la interpretación de esta Convención o de otros tratados concernientes a la protección de los
derechos humanos ·E!T\ los Estados Americanos. Asimismo, podran consultarla en lo q¡ue les
("ornpete, los 6:rganos enumerados IEm el Capitulo X de la Carta de' la Organización de los Estados
Americanos, reformada por el Protocolo de B1..K'rIOS Aires.

2. La Corte, a solicitud die 111:'i Estado Miembro ele la Organización, podrá darle
opíníones acerca d12~ la compatibilidad entre cualquiera de sus leyes internas y los mencionados
instrumentos internacionales.

lEI derecho de solicitar una opinión consultiva no se Iimita a los Estados Partes en la Convención; todo
Estado Miembro de la OEA tiene capacidad de solicitarla.

Igualmente, la competencia consultiva de la Corte fortalece la capacidad de la Organización para
resolver los asuntos que surjan por la aplicación de ]1"1 Convención, lra que permite a los órganos de la
OEA consultar a la Corte, en ]10 que les compete.

Dieciséis Estados Partes han reconocido la competencia contenciosa de la Corte. Ellos son: Costa Rica ..
Perú, Venezuela, Honduras, Ecuedor.Argentína. Uruguay, Colombia, Cuatemala, Surínarnc, Panamá
Chile, Nicaragua.Trinidad y Tobago. Paraguay y Bolivia.

El estado de ratificaciones y adhesiones de la Convención se encuentra al final de este informe (anexo
XVI).

E, Presupuesto

El artículo '72 de la Convención dispone que "la Corte elaborará su pro/JI'O ,¡royecto de presupuesto y 1'0
s,¡~~~retl~r'IÍ a .la llprobaá6n de /'a A:511mbl,~¡¡ Cenenl/, por conducl'o de la Secrel'an,,¡ GenE1'lzl. Esta úttima no podrá
introducide moditiálóorw:5 ". De acuerdo con el artículo 26 de su Estatuto, la Corte administra su propio
presupuesto.
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La Corte está ligada pDr estrechos 1!,lIZOS institucionales con la Comisión. Estos lazos se han fortalecido
por reuniones que, IXII' recomendación de lia Asamblea General, deben llevar a cabo sus miembros. La
Corte mantiene también estrechas relaciones con el Instituto Interamencano de Derechos Humanos"
creado mediante convenio entre el Gobiemo de Cosita Rica y la Corte que entró en vigor el 1:1' die
noviembre de 11980, EIl Instituto es una entidad internacional autónoma, de naturaleza académica,
dedicada a la educación investigación y promoción d'E' 'los derechos humanos con un enfoque
ínterdísclpllnario JIglobal. La Corte celebra periódicamente reuniones de trabajo con la Corte Europea
de Derechos Humanos" establecida por el Consejo de Europa con funciones simitares a las die la Corte
Interamerícana.

1íI. ACTIVIDADES DE LA CORTE

La Corte celebró IE~n su sede en San José! Costa Rica, su )O(Vn Período Ordinario de Sesiones entre el 25
de enero y el 5 die febrero de 1993, La composición fue la siguiente: Héctor Fíx-Zarnudio, Presidente
(México): Sonia Picado Sotela Vicepresidenta (Costa Rica): Rafael Nieto Navia (Colombia): Alejandro
Montíel Argüello (Nicaragua): Máximo Pacheco Córnez (Chile); Hernán S,atlgado Pesantes (Ecuador) y
Asdrúbal Aguiiu-·,Ar,amguren (Venezuela), Para lo pertinente, también tal integraron los jueces ,~Id hoc
Manuel Aguírre Roca (caso Cayara) JI Antonio A., Caneado Trindade (caso Cangaram Panday),
Estuvieron, además, presentes Manuel E. Ventura Robles, Secretario y Ana María Reina, Secretaria
adjunta,

l. Oplnlón Consultiva OC-13

Durante este período de sesiones el Tribunal inició la deliberación sobre la solicitud de Opinión
Consulttva Of'-fS. Esta opinión fue solicitada por los gobiernos de la República Argentina y de la
República Oriental del Uruguay pam que la Corte interpretara los artículos 41!, 42" ,~16, 47" 50 Y51 de la
Convención Americana específicamente sobre ciertas atribuciones que le conceden a la Comisión
Interamericana. El! I de febrero de 1993, se celebró una audiencia pública en la que estuvieron
presentes representantes de los gobiernos de Costal Rica JI de México, de la Comisión Interarnericana y
de organizaclones no gubenrl,élrnentales de carácter internacional.

El Tribunal decidió no dictar las medidas provisionales a que se refiere el artículo 63.2 de la
Convencíón.sotícítades por la Comisión Interamericana contra el Perú, en los casos Chipoco y Penales
Peruanos, pidiendo a la Comisión, en este último, la adopción de las medidas necesarias para
cerciorarse ele la veracidad die los hechos denunciados (anexos I y IJ.).
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El Tribunal dictó el 3 die febrero die 1993 sentencia sobre excepciones preliminares en e] caso Cayara
contra el PIE~rú. La COJ'tE~ acogió algunas excepciones preliminares, ordenó archivar el expediente )f

declaró que la Comisión Interamericana mantiene, para este caso" las facultades que le confiere el
artículo ~j1 de la Convención (anexo UIl.

También analizó la 'Corte el caso Cangaram Panday contra Surinarne. el cual se encuentra pendiente de
que ~~e evacúen ciertas pruebas para dictar sentencia.

El Tribunal modificó 11m; artículos 24A· ji 4S2 del Reglamento de la Corte (en adelante "el Reglamento")
(anexos IV JI '11).

También consideró JI aprobó SlJI Informe Anual a la Asamblea Cenera] de la OEA correspondiente al
año 1992 JIel Proyecto de presupuesto de 11.21 Corte para e] bienio 1994-'199~;, que se sometió después a
consideración de la Asamblea General. Además, analizó otros asuntos administrativos y
presupuestarios.

B. XXVIU Período Ordinario de Sesiones de la Corte

La Corte efectuó SUI )()"VIIII Período Ordinario de Sesiones en la sede del Tribunal del 5 al 16 de julio de
1993.

Durante este período de sesiones, de conformidad con el Estatuto y el RegIarnento se llevaron i3I cabo
elecciones para Presidente y Vicepresidente. El cargo de Presidente recayó en el Juez Rafael Nieto
Navia (Colombia), que había sido Presidente durante los años 1987 a 1989. La Juez Sonia Picado Sotela
{Costa. TUca) fue reelecta Vicepresidenta. Los siguientes jueces también estuvieron presentes durante
este período: Héctor Fix..Zamudio (México): Alejandro Montiel Argüello (Nicaragua): Hcrnán Salgado
Posantes (Ecuador) y Asdrúbal Agutar-Arangurcn (Venezuela), así como Manuel E. Ventura Robles,
Secretario y Ana Maria Reina, Secretaria adjunta. El Juez Máximo Pacheco Cómez (Chille) se excusó de
asistir.

Se evacuó la prueba testimonial y pericial en el caso Neira Alegria y otros contra el Perú. Las partes
presentaron alegatos orales sobre el fondo y se les otorgó un plazo de 60 días para presentar sus
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alegatos JI conclusiones escritas, los que fueron presentados IEd 10 de setiembre de ] 993. La Corte
deberá, entonces, entrar a considerados en próximas sesiones"

El J1JIez ad hoc del Perú, jorge E. Orihuela Ibérico, no obstante haber sido citado de múltiples maneras
no asistió él las sesiones del caso palra el cual fue designado por el: Gobierno del Perú.

En relación con este caso contra Colombia ejerce la Presidencia ]1.21 Juez Sonia Picado Sotela, debido a
qWE~ en virtud del artículo 4.3 del Reglamento ésta le fue cedida por el [uez Rafael Nieto Navia, por
tener nacionalidad colombiana.

El 15 de julio ~~E~ celebró una audiencia pública en su fase de excepciones preliminares, para escuchar 11m,
alegatos de 11121s partes. La Corte deberá entrar en el futuro a considerarlas y a dictar sentencia sobre
ellas.

3.. Opinién Consultiva Oc.·I3/93

El 16 de julio el Tribunal emitió en sesión pública la Opinión Consultiva 0<::-·13/93 denominada
"Ciertas atribuciones de la Comisión Interrnericana de Derechos Humanos (arts. 41) 42, 461, ·Ql7, 5,0 Y 51
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). La Corte decidió por unanimidad lo
siguiente:

1. Que la Comisión es C01rrtpE~tent:e, en los términos de las atribuciones que le confieren los artículos
41 y 42 de la Convención, ¡:::'íHa calificar cualquier norma del derecho interno de un Estado Parte
como violatoria de las obligaciones que éste ha asumido al ratificarla o adherir' a ella, :F'(~r() no lo (~s

para dictaminar si contradice o no el ordenamiento jurídico interno de dicho Estado. En cuanto a la
torminología que la Comisión puede utilizar para calificar normas internas" 'la Corte se remite a lo
dicho en el párrafo 3,:; de esta opinión, (según el cual lulr.a norma interna puede resultar violatoria
de la Convencion por ser irrazonable o porque no resulte "conforme' con ella y" por supuesto, una
J112!Y contraria a las obligaciones de un Estado derivadas de la Convención no puode sor estimada
"razonable" ni "conveniente". La Comisión estaría facultada para emplear esos calificativos en este
contexto. Ciertamente lo está para usarlos en las consideraciones glohalles de los casos. No obstante,
debiendo las flJl1icioJrIl::!s di; la Comisión estar ajustadas a derecho, la terrninologia q¡ue utilice debe ser
cuidadosamente seleccionada )1 evitar conceptos que pudieren resultar arnoiguos, subjetivos o
confusos}" 2. Que, sin menoscabo de las otras, atribuciones que otorga a la Comisión el artículo 41 de
la Convención, declarada inadmisible una petición o cornunicaciún de carácter irdividua! (articulo
41.f en relación con los arnculos 44 y 4:;.1 de la Convención) no caben pronunciamientos sobre E~'I

fondo: 3. Que los artículos 50 y SI de la Convención contemplan dos informes separados. cuyo
contenido puede ser similar, el primero de los ruales 11() puede ser publicado, El s,egt:mdo sí puede
serlo, previa decisión de Ia Comisión adoptada por rnayoría absoluta de "votos después de

transo..irrído el plazo q1..1e ]:'lalya otorgado a] Estado para tornar las medidas adecuadas (anexo VD.

4. Otros asuntos

Se reformaron los artículos 26 y 29 del Reglamento y se filiaron las fechas para los próximos períodos de
sesiones' (anexo VII). La de] XIV Período Extraordinario de Sesiones del éal HJI de setiembre de 1993JI
la del XXIX Período Ordinario del 10,811 21 de enero de 11994.
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Igualmente se trataron los asuntos administrativos de rigor.

Del 15 al 18 de marzo de 11993 se celebró en la sede de la Corte, el XIII Período Extraordinario de
Sesiones con IE~I ñn de que el juez relator en el caso Aloeboetoe y otros contra Surínarne. en su fase die
reparaciones y costas, recabara cierto:" criterios de la Corte q\ll'~ consideraba esenciales para poder
continuar con su relatoría .. Con ellos JI la información que le suministró la Secretada, el relator presentó
su proyecto a consideración del XIV Período Extraordinario de Sesiones que se celebró del (', al 10 de
setiembre de 1993 (;inli',~1 D).

La composición del Tribunal para este caso fue la siguiente: Héctor Fix-Zarnudio {México), Presidente:
Sonia Picado Sotela {Costa Rica), Vicepresidenta; Rafael Nieto Navia (Colombia): Julio A. Barberis
(Argentina): Asdrúbal Ag'llÍ¡u··Aranguren (Venezuela) JI António A. Caneado Trindadc, [uez ,¡d hoc.
También estuvieron presentes Manuel E. Ventura Robles.. Secretario y Ana María Reina, Secretaria
adjunta,

D. XIV Período Extraordínario de Sesicnes de la Corte

L,,1 Corte celebró su XIV Período Extraordinario dE' Sesiones del 6 al ]0 de setiembre de 1993, con el
propósito de deliberar sobre las reparaciones JI costas en el caso Aloeboetoe y otros contra Surmarne,
con base en el reconocimiento de responsabilidad que hiciera ese Estado por los cargos formulados por
la Cormsión Intoramericana.

La composición de la Corte durante este período de sesiones fue la siguiente: Rafael Nieto ,r,javia
(Colombia), Presidente: Sonia Picado Sotela (Costa Rica) Vicepresidenta: Héctor Fix-Zarnudio (México);
Julio A. Barbcris {Argentina} y Asdrúbal Agu:iar··Arangmen (Venezuela). Estuvo también presente ('1
Juez ad hoedesignado por Surinarne, António A, Caneado Trindade.

El ]10 de setiembre de 1993 la Corte leyó en audiencia pública la sentencia sobre reparaciones en el caso
Aloeboetoe y otros, en la cual, por unanimidad, resolvió lo siguiente: 'l ) fijar en US$4~j3,l()2

(cuatrocientos cincuenta y tres mil ciento dos dólares) o su equivalente en florines holandeses el monto
que el Estado de Suriname debe pag;"lr antes del 1 de abril de 1994" en carácter de reparación a las
personas indicadas, en el párrafo 98 ó a sus herederos. en los térrninos indicados en el párrafo 99; 2}

disponer 'el establecimiento die dos fideicomisos l' la creación de una Fundación según lo previsto en los
párrafos ][00 a 1108; 3} que Suriname no podrá restringir o gr,alvar las actividades de la Fundación o la
operación die los fideicomisos más allá de lo actualmente existente" ni modificar las condiciones
vigentes hoy, salvo en 110 que pudiere sedes favorable, ni intervenir en las decisiones de aquélla: 4)
ordenar al Estado de Surmamc que entregue al la Fundación para sus operaciones" dentro de los 30 días
siguientes a su constitución, un aporte único de USS4.000 (cuatro mili dólares) o su equivalente en
moneda local al tipo de cambio vigente en el mercado Libre al momento de efectuarse el pago,; S)
ordenar al Estado de Suríname igualmente, con carácter de reparación, reabrir la escuela sita en Cujaba
y dotarla de personal docente y administrativo para que funcione permanentemente a partir de 1994 y
pon'2:lr en operación en el curso de ese año el dispensario existente en ese 11 II g,a 1',; 6} que supervisará el
cumplimiento de las reparaciones acordadas y que sólo después archivará el expediente: jr:7) que no
hay condena en costas (anexo \lUD.
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"E. Presentación del Informe AJtl1JI,ll a. la Cornisién de Asuntos jurfdiccs JI' Polítícos del Conse]o
Permanente di! Ia (lEA

Del 29 die marzo al 1 de abril de 1993 los jueces Héctor Fíx-Zamudio y Rafael Nieto Navia,
acompañados por el Secretario del Tribunal, Manuel E. Ventura Robles, visitaron la sede de la OEA en
'Washiing¡ton, D. C., con el propósito de presentar el Informe Anual dela Corte a la Comisión die
A!;'LIllltOS [urídícos JI Políticos del Consejo Permanente de la OEA.

Las recomendaciones que la Comisión de Asuntos [urídicos y Políticos sometió al Consejo Permanente
de la OEA, !;()J1¡ las s:iguienltes:

a) Que se exhorte él los Estadios miembros de la OE.~~,¡ que aún no lo hayan hecho, él C11'l.H~ se
ratifiquen o se adhieran a la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de'
Costa Rica)" así corno a la aceptación de competencia de la Corte lnteramcricana de Derechos
Humanos:

b) Que S~E~ dé el. apoyo financiero y funcional necesario a la Corte para qtle pueda cumplir con
las altas funciones que le ha asignado la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y

e) Que se ,e:)¡:prese el reconocimiento a la Corte lnterarncricana de Derechos Humanos por la
labor desarrollada en le] período que comprende este informe, e instarla ,al q1L:le continúe con su
importa nte función.

JI'. Asamblea CenE:.I';¡¡[ eJI.¡' la Organízación de los, Estados Americanos

La Corte estuvo representada durante el XXlll Período Ordinario de Sesiones de ]1.01 Asamblea Genera II
de la OEA qUIE~ se celebró en Managua, Nicaragua, del Z al 11' de junio de 11993" por SIJI Comisión
Permanente integrada por los jueces Héctor Fix..Zamudio, Presidente: Sonia Picado Sctela,
Vicepresidenta y Rafael Nieto Navia. Además asistieron el [uez Alejandro Montiel Argüello y el
Secretario, Manuel K Ventura Robles,

La Asamblea aumentó en un S% el presupuesto de la Corte par,al el año 1994 y, en relación con el
Informe Anual de labores die la Corte...aprobó la siguiente resolución:

1. Tornar nota del informe ill1.U311ele la Corte lnterarncricana de Derechos Humanos.

2. ACO;~;'E~r y transmitir a la Corte Interarnericana de Derechos Humanos las
observaciones y recomendaciones ql..:t'E~ el Consejo Permanente de la Organización hizo al informe
anual,

3. Exhortar a los Estados miembros die la ()EA, que aún no lo hayan hecho, a que
ratifiquen o se adhieran a la Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de: San José",
así corno él la aceptación de competencia de la Corte lnreramericana de Derechos Humanos.

41.
cumpliendo
Humanos.

Asignar a la Corte: el apoyo financiero y funcional necesario para que continúe
con las altas, funciones Ique le confiere la Convención Americana sobre Derechos
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S. Expresar su riE!COnOcil111:iIE!1~lt() a la Corte lntcramerícana de Derechos Humanos por
la Iabor desarrollada en el período qUl;~ comprende este informe, e ínsrarla él qtl(~ continúe con su
importante función.

Durante la celebración de la Asamblea Cencral, los jueces, Fix-Zamudio, Nieto Navia, Montiel Argüello
y el Secretario de la Corte se reunieron con el Presidente dela Comisión Intcramericana, doctor O:S':'H
Luján Fappiano, JI con la Secretariaejecutiva y el Secretario ejecutivo adjunto de dicha entidad,
doctores Edith Márquez y David Padilla. El intercambio de opiniones fue sumamente provechoso para
la marcha de ambas instituciones. que acordaron celebrar una nueva reunión a comienzos de 1994.

El día 9 de j1JlnÍlo de 1993" durante esta reunión de la Asamblea General" sesionó la Comisión
Permanente de la Corte. Se analizaron el proyecto de Opinión Consultiva OC..13" asuntos
admínístratívos y el proyecto de reforma al Reglamento que fue considerado por la Corte en su XXVIII
Perfodo Ordinario de Sesiones qlJ¡I~~ se celebró en julio de 1993..

Mediante escrito de 20 de octubre de 1993, recibido en la Secretaría de la Corte el 8 de noviembre
siguiente, lla Comisión lnteramericana sometió al Tribunal, en virtud de los arttculos 63.2 de la
Convención Americana y 24 del Reglamento, una solicitud de medidas provisionales relativa al caso
10.959 en trámite ante la Comisión, "'COI1: respecl'o a l'tl integridad psú¡uica de los menores Gonza,lo Xavier' y
,MaUíls Angel, [Reg¡;iardo 1'010:,<1]1 ciudadanos argel1l'inos" (anexo IX).

El. [uez Rafael Nieto Navia, Presidente de la Corte, se inhibió de conocer esa solicitud por ser "miembro
y pr,~sidl~,rt,e' del' Tr:ilnllllll' Ar·büral Argel1lrino-'Chüeno ;~'ara la determinación de la ¡¡,.,na del limite entre el Hito 62
y el '~\l1ront'e Fitz Roy". En consecuencia, la Presidencia es ejercida para este asunto por la Juez Sonia
Picado Sotela, Vicepresidenta del Tribunal, la cual mediante resolución de 19 de noviembre de 1993,
requirió

...al Cobierno die la República Argentina a que adopte sin dilación cuantas medidas sean necesarias
pal:ra prolteger la integridad psfquica de 110s menores Gonzalo Xavier Y' María» Angel Regg'Í,ctrd()
Tolosa y evitarles daños irreparables, en estricto curnplimiento de la obligación de respeto y gar,amtfa
de los derechos humanos que tiene contraída en virtud del artículo 1,] de la Convención, con IE:~]

propósito de qUl2~ las medidas provisionales que después la Corte pudiera temar en su próximo
período die sesiones, ql':lIe se celebrará del II () al 21 de enero de 19941 l:engarl los efectos pertinentes.

También, le solicitó al Gobierno de la República Argentina presentar a la Presidencia de la Corte, a más
tardar el 20 de diciembre de 11993., un informe sobre [as medidas que en virtud de esta resolución
hubiere tomado, paral ponerlo en conocimiento del Tribunal (anexo X).

El Cobierno presentó su respuesta en tiempo, la que se transmitió de inmediato a la: Comisión y a los
señores jueces (anexo XD" todo 10 que será sometido a consideración de la Corte durante su X)(JlX
PeríodoOrdinario de Sesiones que se celebrará del 10 al Z'l de enero de 1994.

H. Presentación a la Corte de la snlicitud de Opinión Consultiva OC,·1L4

Mediante escrito de 8 die noviembre de 1993,. recibido en la Secretaría de la Corte al día siguiente, la
Comisión solicitó una opinión consultiva respecto de la interpretación del artículo 4, párrafos ;O y 3" de
la Convención Americana (anexo XID.
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A esta solícitud de opinión consultiva se le dio el trámite de rigor. L3lS observaciones y documentos
relevantes deberían presentarse a, más tardar el 31 de diciembre de 1993. Presentaron observaciones los
gobiernos de Brasil, Costa, TUca, y Perú (anexo XII, .11,. B YC 'l.

La Corte dará consideración a la misma durante su X>OX Perfodo Ordinario de Sesiones en enero de
1994,

Cracias a un aporte de ochenta millones de colones que hizo el Cobierno de Costa Rica, la Corte
compró el inmueble que ha ocupado desde junio de 1980 como su sede en San José, Costa Rica. Con el
aporte antes mencionado ell Cobierno dio cumplimiento al artículo 28 del convenio de sede con la Corte
(Ley No. é,E;89 del 9 de setiembre de 1983}

El Excelentísimo señor Presidente de la República die Costa Rica, Licenciado Rafael Angel Calderón
Fournier, quien corno Ministro de Relaciones Exteriores y Culto solicitara en el año 19'78 que la Corte se
estableciera en Costa Rica, se había comprometido con el Tribunal, siendo ya Presidente de la
República, a dotal' a la Corte de un local adecuado para su funcionamiento. prOlnes,31 a la cual ha dado
estricto cumplimiento, La Corte develará en esa casa una pilaca conmemorativa.

El 5 de noviembre de 11993 el Presidente de la Corte, Juez Rafael Nieto Navia, firmó en la sede del
Tribunalla escritura de adquisición delmrnueble.

EllO de junio de 1993 en la S,E:Clret03ld,31 Genera 11 de la OEA,. el Ilustrado Cobierno de la Commonwealth
de Dominica depositó, con ,allg~Jnas reservas. el instrumento de ratificación a la Convención Americana
con lo cual se completaron veinticinco Estados miembros de la Organización como partes en la
Convención (Costa Rica, Colombia, Venezuela, República Dominicana .. Honduras. Haití, Ecuador..
Cuatemala, Panamá, Ell Salvador" Crenada, Perú, [arnaica, Bolivia, Nicaragua, México. Barbados,
Argentina, Uruguay, Surinarne, Paraguay, Chile, Trinidad y Tobago. Brasil, y Dominica) (anexo XIII).

K.. Reconocimíento de 11.01 competencía de la Corte por el Paraguay y Botívía

El 26 de marzo de 1993 el Ilustrado Cobierno del Paraguay presentó en la Secretaría General de la OEA
",]1 instrumento mediante el cual reconoce' por tiempo indefinido y para aquellos hechos ocurridos con
postertorídad a dicha fecha y sólo para aquellos casos en que exista recíprocídad.Ta competencia
obligatoria de 11031 Corte.

El 2:7 de julio de 11993 el Ilustrado Cobierno de Bolivia, de acuerdo con lo que dispone el artículo 62 de
la Convención, depositó en la Secretaría Ceneral de la Organización el instrumento de reconocimiento
de la competencia die la Corte.

En el párrafo :supra D.3 aparece la lista de los 16 Estados que han aceptado la competencia die la Corte
(anexos )(IV y XV).
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El Presidente de la Corte, Juez. Rafael Nielo Navia, aprovechó una visita particular a Washington, D,C,
y se reunió el 8 de noviembre con la Secretaria Ejecutiva de la Comisión" doctora Edith Márquez
Rodríguez. En ese encuentro se determinó la fecha exacta de la sesión conjunta de algunos jueces de la
Corte JI algunosmiembros de la Comisión, que debería llevarse a cabo en la ciudad de Miami los días
:14 y :1:5 de enero de 1994, aprovechando que los [ueces terminan su sesión ordinaria en San losé y que
losmiembros de La¡ Comisión se dirigen a Washington D.C. a la suya, Igualmenlle, acordaron el temario
que se trataría en la misma,

M. Auditoría de cuentas di! La¡ Corte

El Presidente saliente de la Corte, Juez Héctor Fix-Zarnudio, ordenó la ejecución de una auditoría
externa de las cuentas de la Corte entre el 1 juliio de 1991 y 31 de diciembre de 1993.

Esa audítoría fue verificada por la ñrrna Fernando Fumero ,\" Asociados, S. e, y será enltl'egadal al
principios de eI1,,2:1ro de 1994.

La Secretaria di! la Corte quedó encargada de hacer llegar elresultado a la Secretaria General



AlNEXOI

RES01LUC][ON DIE Il,A CORTlEiINrElfL/\JMlllJR1[CANA
DE DERECHOS HIlJMíANOS

DIE 2~1 DE lENIERO DE 1'5l'5l:~

IVm¡Dl[DAS lf'ROVISIONAL1EiS SO:UCITADASI'OR tA
COM][SION 1[NT1EiRAM]Em~CANADE D1EiRECHOS HUMANOS

RllSl'lECTO DEI. 1"IEIUJ

CASO CHU'OCO

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, integrada die la siguiente manera:

Héctor Fix-Zamudio, Presidente
Sonia Picado Sotela, Vicepresídente
Rafael Nieto Navia, Juez
Alejandro Montiel Argüello, Juez
Hernán Salgado Pesantes, juez
Asdrúbal Agilliar-Aranguren, Juez

presentes además,

Manuel E. Ventura ]Robles,Secretario y
Ana María Reinar Secretaria adjunta

dicta la siguiente resolución:

1. El 23 de noviembre de 1992,. la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante
"la Comisión" o "la Comisión Interamericana") remitió a la Corte Interamerícana die Derechos Humanos
(en adelante ." la Corte"), con fundamento en les artículos 63.2 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos (en adelante "la Convención" o "la Convención Americana") y 24 del Reglamento
de la Corte (en adelante "el Reglamento"), unasolicitud de medidas provisionales relativa al caso n.ml:!
en trámite ante la Comisión y respecto del señor Carlos Chipoco.



2.. Según la citada comunicación, el Cobierno peruano ha denunciado penalmente al señor Carlos
Chipoco ante la 43 Fiscalía Provincial Especial de Lima, por haber realizado supuestas "actividades die
apoyo a la subversión en los Estados Unidos". El expediente No. 1136··9;~ del 43 Juzgado de Instrucción
de Lima fue iniciado como un "[uicio penal contra un grupo de p','JlJlimOS que residen en el exterior o
que han viajado al exterior, por la presunta realización del delito de terrorismo en agravio del estado en
la figura die apología". Este expediente se inició a partir de un Informe elaborado por el Servicio de
Inteligencia Nacional (SIN), en el cual se mencionan los nombres de diversas personas e instituciones
presuntamente involucradas en "actividades die "PO)'O al la subversión en los Estados Unidos" entre las
que :5',' menciona al señor Chipoco. La incriminación se realiza por la ejecución de diversas acciones en
el extranjero corno "mantener contactos con organtzacíones de defensa de los Derechos Humanos, con
información falsa en las que Sl2~ denigra a las Fuerzas Armadas y Policiales y demás instituciones del
Estado relacionadas en la lucha antisubversiva". Este informe fue asumido plenamente pOI' la
Secretaría General, la Dirección General de Asuntos [urídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores y
por la Fiscal Provincial Especial de la 43 Fiscalía. Se dispus-o dentro d'E~1 proceso la identificación E'
individualizaclón de los acusados entre los que se encuentra el señor Carlos Chipoco, con el propósito
de ampliar el "auto apertorio de instrucción" en el proceso penal! Y., una vez identificado, proceder a la
orden inmediata de pri vación die libertad.

3. La gravedad de La situación denunciada, según la Comisión. es que una vez que sea
identificado plenamente el señor Chipoco podría ordenarse su arresto y, de conformidad con la nueva
legjlsllación antiterrorista, la condena por el delito que :5.'" le imputa podria conducir a la pérdida de la
nacionalidad peruana Y la aplicación de una pena de prisión demás de veinte años. Con el agravante
d42~ que es Uf'L juicio sumario y secreto, resuelto por los llamados "jueces sin rostro", en plazos
perentorios y que puede ser realizado en ausencia del imputado. El señor Chipoco se encuentra en los
Estados Unidos de América donde fungc corno consultor internacional en derechos humanos y, en caso
de regresar al Perú, correría el riesgo die ser detenido en el mismo 'lugar donde se encuentran los
dirigentes ji militantes de los g¡rupos terroristas cuya actuación él ha condenado públicamente, lo que
podría acarrear graves consecuencias sobre sus derechos él la vida y él la integriidad personal
reconocidos en la Convención, Segün la Comisión lo que pretende el Cobierno es castigar, sancionar y
amedrentar a quienes utilizan las instancias y tribunales internacionales de protección de los derechos
humanos.

4. En opinión de la Comisión, la urgencia de las medidas es evitar que la acusación "se concrete
sin antes haber realizado una investigación exhaustiva y haber diado la oportunidad al afectado o sus
representantes de efectuar los descargos pertinentes".

~¡. Por escrito de 30 de noviembre de 1992., la Comisión solicitó a 'la Corte convocar una "audiencia
pública pam mejor resolver las medidas provisionales requeridas".

6. En uso de L31S atribuciones conferidas por el artículo 24.4 del Reglamento, el Presidente de la
Corte (en adelante "",]1 Presidente") dictó una resolución fechada 14 de diciembre de 1992 cuya parte
resolutiva dice así:

1" Que no procede solicitar pCl'rel momento al Cobierno dIIE~]1 Perú que torne medidas lJrgentes

de carácter preliminar, en virtud de las anteriores consideraciones.

2. Someter ala Corte E~n su próximo pcrfodo ordinario de sesiones 'la solicrtud presentada
por la Cornisién Interarnericana, para qW2 de acuerdo con lo (~l":le dispone el artículo 63.2 de la
Convención resuelva 10 pertinente

La resolución fue notificada él la Comisión y al Cobierno,
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CONSIDlEiRANDO::

l. En virtud de que el Presidente mediante resolución die 14 die diciembre de 1992 decidió no
tomar medidas urgentes" corresponde ahora a la Corte determinar la procedencia de medidas
provisionales de conformidad con los artículos 63.2 de la Convención yo 24.2 de SIc! Reglamento.

2. En el presente caso se trata de un asunto que actualmente no está sometido a la Corte, sino que
se encuentra en trámite ante la Comisión yo ésta no ha presentado al Tribunal información suficiente que
permita adoptar dichas medidas, las cuales requieren que la Comisión hubiese acopiado" así sea en
forma preliminar, elementos que hagan presumir la veracidad de los hechos deuunciados y la
existencia de una situación de extrema gJravIE~:lad y urgencia que pueda causar daños irreparables a las
personas.

3. En consecuencia, no procede qUE' la Corte dicte, pOlI' ahora, las medidas provisionales pedidas
IXlr la Comisión ni celebre una audiencia pública sobre el particular.

I"ORTANTO:

RESUIELVE::

1.. No dictar, por el momento" las medidas prcvisionales a que se refieren los artículos 63.2 de la
Convención y 24 del Reglamento, solicitadas IXII' la Comisión,

Redactadaen castellano e ínglés, haciendo fe el texto en castellano. Leída en la sede de la Corte en San
José, Cosita Rica, el día 27 de enero de 1993.

(1) Héctor Fíx-Zamudío
Presidente

'¡O Sonia Picado Sotela

'¡O Alejandro Montiel Argüello

(f) Rafael Nieto Navia

(O Hernán Salgado Pesantes

(f) Asdrúbal Agui¡olIl'..Aranguren

(:0 Manuel E. Ventura Robles
Secretari o



ANEXO n

JRIESOLUCION DIE, LA CORTE INrl['IERAMIERICANA
D:E DI:lR1ECHOS HUl\II.IINOS
DE¡~j' DIEENERO DE rssa

MEDIDAS I"ROVISIONAILES SOlLlCITADAS II'OR LA
COMISKIN INTERAMERICANA DE ][JIElftIECI~IOS:IUJMANOS

H:ES:I'lEiCTO DElL!'lEm:U

CASO DlE,I'IENAUES lf'ERUANOS

La Corte Interarnericana de Derechos Humanos, integrada de II,¡¡ siguiente manera:

Héctor Fix-Zamudio, Presidente
Sonia Picado Sotela, Vicepresidente
Rafael Nieto Navia.. JUE'Z

Alejandro Montíel Argüello, Juez
Hernán Salgado Pcsantes, [uez
A sdrúba II Aguiar-Aranguren. JUE~¡:

..... ~Il'....,~

ManuellEL Ventura ]Robles,Secretario y
Ana María Reina, Secretaria adjunta

dicta la srguíente resolución:

1. El 25 d", noviembre de ]992 la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos (en adelante
"la Comisión" o "la Comisión Interamericana") en virtud de los articulos 63.2 de la Convención
Americanasobre Derechos 1-1umanos (en adelante "la Convención" o "la Convención Americana") y 24
del Reglamento de la Corte (en adelante "'2111 Reglamente"), sometió a la Corte Interamericana de
Derechos Humanos (en adelante "la OJolrt:<2I")I,. una solicitud de medídas provisionales relativa ,1 los OI,SOS,

I 1.(]I1~Si JI 11.0418 en trámite ante la Comisión, sobre la g;mv'e situación en qUI" se encontrarían 11m; centros
penales peruanos .Miguel Castro Castro JI Santa MÓlllár en Lima, Ü'¡¡sl'o Reyen lea JI Ytlllm11ayo en Puno,
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2. La petícíón de la Comisión SIE' fundamenta <en qlle su Presidente presentó al Gobierno del PerLÍ
(en adelante "el Gobierno"} <el 18 de agosto die 11992 un" solicitud de medidas cautelares. en virtud del
artículo 29 del Reglamento de la Comisión, "en relación con la situación die las personas que se
encuentran privadas de su libertad bajo acusación de actos de terrorismo", Además, el Presidente de la
Cornisión manifestó que si las medidas requeridas no era n adoptadas en e] plazo de 10 días, "se
contemplaría la posibilidad de presentarla solicitud de medidas cautelares a la Corte",

3. Los hechos que LlI Comisión tuvo en cuenta para requerir al Gobierno la adopción de medidas
cautelares y posteriormente solicitar a la Corte medidas provisionales son la existencia de "indicios
serios sobre una situación girave E!111 los centros penales peruanos" Mligud Casll'o Castro" Sanl'a MÓ11I'Cll,

CJ'islo R!,I' JI )(amllllllYo" die la cual se derivaría "un peligro inminente para el derecho a la integridad
personal de los acusados JIcondenados por terrorismo en virtud de las negativas condiciones en que
ellos cumplen su privación de la libertad". La Comisión ha recibido tnformación de que en dichos
penales S~~' está dando "una altísima incidencia de enfermedades", pérdida de peso. hacinamiento,
aislamiento, trastornos síquicos y emocionales de las internas e internos. Que al ser trasladados los
internos a los penales mencionados, algunos de los cuales se encuentran en zonas rnuy frías, son
"maltratados, vejados, humillados" pese a que algunos de ellos se encuentran heridos y sólo cuentan
con sus ropas dl~e verano "raídas". Los reos, tampoco pueden ser visitados por sus familiares con las
ímplícaciones que ello conlleva. El Comité Internacional de la Cruz Roja no está actualmente
autorizado a inspeccionar los centros penitenciarios mencionados, Todo lo cual concede a la situación
descrita el carécter diegr,i::lve y urgente.

4" El 4 de diciembre de 1992 la Comisión envió una documentación adicional en la que se remite
una denuncia según la cual en opinión de la Comisión "ltlal corno se desprende de 'la lectura de la
comunícacíón referida. se estaría produciendo una situación de la cual podnan derivarse daños para
los derechos de las muieres reclusas en el centro Penal 'Santa Mónica' de Chorrillos y, de resultar
verídicos los nuevos hechos denunciados, acentuarían la gravedad y urgencia de Lal situación
considerada por los señores jueces de la Corte".

~j,. En uso de las atribuciones conferidas por el artículo 24.4 del Reglamento. el Presidente de la
Corte (en adelante "el Presidente") dictó una resolución fechada 14 de diciembre de 1992 cuya parte
resolutiva dice así:

l. 'C:~lU~ no procede solicitar por el momento al Gobierno del Perú que tome mcd idas urgentes
de carácter preliminar, en virtud de las. ,1I11:12~ri()t'l2'S consideraciones.

2. Someter a la Corte en su próximo período ordinario d12' sesiones la solicitud pr"SI2111:,a,da
por 'la Cornisrón lnterarnericana, para qlle de acuerdo con lo que dispone el artículo 63,,2 de la
Convención resuelva ]10 pertinente.

La resolución fue notificada a la Comisión y al Cobierno.

CONSID1EiRANDO:;

L En virtud de qUE! el Presidente mediante resolucíón de 14 de diciembre de 1992 decidió no
tornar medídas urgentes, corresponde ahora a la Corte deterrnínar la procedencia de medidas
provisionales de conformidad con los artículos 63..2 de la Convención y 24.2 de su Reglamento.
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2. En el presente caso se trata de un asunto que actualmente no está sometido a la Corte" sino que
se encuentra en trámite ante la Comisión y ésta no ha presentado al Tribunal información suficiente que
permita adoptar dichas medidas, las cuales requieren qUE: la Comisión hubiese acopiado, así sea en
forma preliminar, elementos que hagan presumir la veracidad de 1015. hechos denunciados y la
existencia de una situación de extrema gravedadl y urgencia que pueda G3I'LIS,lI' daños irreparables a las
p~:~lrS()J1ljalS"

3. En consecuencia. no procede qU2: la Corte dicte, por ahora, las medidas provisionales pedidas
por la Comisión pero si" solicitar a ésta que len ejercicio de las atribuciones que le confieren la
Convención, d Estatuto y el Reglamento.isolicite Iss pruebas o realice las investigaciones necesarias
para cerciorarse de la veracidad de 1015 hechos.

I"ORTANTO:

RESUELVE::

11. No dictar por el momento" las medidas provisionales a que se refieren los artículos 632 de la
Convención y 2~1 del Reglamento" solicitadas por la Comisión.

2. Solicitar a la Comisión que adopte todas las medidas qUE' las disposiciones 11.¡:gales le permitan
pam cerciorarse de la veracidad de los hechos denunciados.

Redactada en castellano e inglés, haciendo fe el texto en castellano. Leída en la sede de la Corte en San
José" Cosita Rica, el día 27 de enero de 1993.

(1) Héctor Fix-Zamudio
Presiden lile

(O Sonia Picado Sotela

(O Alejandro Montiel Argüello

(O Rafael Nieto Navia

(O Hernán Salgado Pesantes

(O Asdrúbal Aguiar-Aranguren

(O M'UIIJ¡12,11 E. Ventura Robles
Secretari o
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COR'lrlE INTERAMERICANA DE DI:JRIECI'IOS HUMANOS

CASO CAYAIRA

EXCElP'CIONIES :I'l~ll::UIMINARES

SENTENCIA DIE :1 DE lPIEURElRO DE ll!I!I"

En el caso Cayara,

la Corte Interamericana de Derechos Humanos integrada por los siguientes [ueces:

Héctor Fix-Zarnudío, Presidente
Sonia Picado Sotela, Vicepresidente
Rafael Nieto Navia, Juez
Alejandro Montiel Argüello, JUle:1:
Hernán Salgado Pesantes, Juez
Asdrúbal Aguíar-Aranguren, Juez
Manuel Aguí n-eRoca, Juez lld !loe

Manuel E. Ventura Robles, Secretario JI
AnaMaría Reina, Secretaria adjunta

de acuerdo con el artículo S'l del Hegllarnento (en adelante '''I~ill Reglamento") de la Corte Interarnericana
de Derechos Humanos (en adelante "la Corte"), dicta la siguiente sentencia sobre las excepciones
preliminares interpuestas en los escritos y alegadas en la audiencia pública por el Cobiemo del PerLÍ
(en adelante "el Cobíemo" o "el Perú").

1

:1. El presente caso fue sometido a la Corte por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
(en adelante "la Comisión") el14 de febrero de ]992, EII caso se refiere alas denuncias No. 10.264, No,
]0,20:.,. No. 1O.2?6 y No, 10.446,
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2, La Comisión sometió 'este caso pam que la Corte decida si hubo violación, por parte del Estado
involucrado de los siguientes artículos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en
adelante "la Convención" o "la Convención Arnorícana"): 41 (Derecho a la vida), 5 (Derecho a la
integridad personal), :1' (Derecho a la libertad personal), 8 (Carantias judicíales) 21 (Derecho a la
propiedad privada) y 25 (Protección judicial), todos l~UOS en relación con el artículo 1,11 (Obligación die
respetar los derechos), "conro consecuencia de l/1S ejecuciones extraiudicíales, torturas" detención m'bit'¡r'H'Ü!,1
dle~;'r:"'E"'iicl¡ones fon~~!das de personas y daño« contrl~! la Pr'07'j~¡etjád J'I¡~¡b.riCi~1 y de dudl~wranos ¡Ole1~uanos, vJ(=thn~!:s de l'as
acdcmle's de 111'i¡,e'm/'ros del Ejército del Perú 'lue se jm¡CiÍ,~m di 1<1 de m,~IYo de ji 988" en d distrito de CaYlll'I~I"

Pl'O¡Jjl~:,CiÍa de I/ktor Faiardo, Departamen¡t¡. de Ayacucho".'" También solicita ]101 Comisión que la Corte
decida q1Jle el Perú no cumplió con los términos die! artículo 1.11 de la Convención al 1110 respetar y
ganmtiizar el ejercido de los derechos enunciados anteriormente: que 'la Corte determínc las
reparaciones le indemnizacinnes, de acuerdo con el artículo 61,] de tal Convención, a q\ll" tienen derecho
las víctimas (1 sus familiares, y que requiera del Cobierno una investigación exhaustiva de los hechos
objeto de la demanda" para individualizar a los responsables y someterlos a proceso judicial, En la
demanda s'e identiñca a cuarenta penmna:, como víctimas de ejecuciones arbitrarias y de
desapariciones, él ocho personas corno torturadas y s,~ mencionan los daños ocasionados tanto en
propiedades privadas como en la pública,

3. La Comisión, a] presentar el caso, invocó los articulos 50 y 511 de la Convención y designó corno
sus delegados a los doctores Marco Tulio Bruni Celli, Presidente, y Edith Márquez Rodríguez,
Secretaria ejecutiva, Asimismo designó corno asesores a los señores Francisco Soberón Garr'lido,,~\l1:'ig:1Jlel

Talavera, Pablo Rojas Rojas, [avier Zúíiiiga, [illHedges, 'Wildler Tyler Peter Archard [uan E, Méndez,
Carlos Clupoco y losé Miguel Vivanco

4. E11 28 de febrero de 1992 la Secretaría die la Corte (en adelante "la Secretaría"). previo examen
preliminar del Presidente de la Corte (en adelante "e]i Presidente"), notificó la demanda al Cobierno y le
informó que disponía de un plazo de tresmeses para responder por escrito la demanda (art, 29,1 del
Reglamento) y de UI1l plazo de 30 días siguientes a la notificacíón de la demanda, para oponer
excepciones preliminares (art, 31,] del Reglamento). ElPerú recibió la demanda e] 3 de 1n,3lIOZ0 de 1992
JI 12']116 de marzo siguiente comunicó a la Corte la designación del doctor Alonso Esquível Cornejo como
agente" E]I 2 de junio de 1992 presentó la contestación de la demanda, La demanda fue asimismo
comunicada a las personas a que se refiere el artículo 28,I del 'Reglamento,

S. El]5 de abril die 1992 e] Perú nombró como Juez ad hoc al doctor Manuel Aguirre Roca,

6, EII 26 de miUZO de 1992 el agente interpuso las siguientes excepciones preliminares:

1.. incompetencia de la Comisión Interarnericana de Derechos Humanos:
2. litis fin itio;
:1. caducidad de la demanda:
41. tnadrrusibilidad de ]101 demanda por privación del derecho de defensa al Estado

pl'n1ano;
S, inadrnisibilidad die la demanda por nulidad de 1101 resolución No, 1/91 d", la Comisión;
6. inadrnisibilidad die la demanda por nulidad delsegundo informe 29/91 de la Comisión:
7. nulidad por "stoppel" (sic) en el accionar de la Comisión Interamericana de Derechos

Humanos:
EL inadmisibilidad de 1101 demanda por admisión extemporánea de las réplicas de los

reclamantes:
9. inadrnisibilidad de la demanda por admisión extemporánea de Amnistía Internacional

en calidad de ce-peticionaria:
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10. inadrnisrbilidad de la demanda por acumulación indebida de cuatro casos ante la,
Comisión:

Tl. inadmisibilidad de la demanda por parcialidad manifiesta de la Comisión
Interarnericana de Derechos Humanos y

12, incompetencia de la Corte Intcrarncricana de Derechos Humanos.

La Secretaría transmitió las excepciones preliminares a la Comisión al día siguiente y le recordó qUI,~

disponía de un plazo de 30 días contados a partir die la recepción de las mismas paral presentar alegatos
escritos sobre ellas. Las observaciones de la Comisión fueron recibidas en L31 Secretaría el 29 de abril de
1992 Ynansmitidas a las personas a que se refiere el artículo 28.1 del Reglamento.

7. En el escrito die 26 de marzo de 1992 el agente solicitó, con base en el artículo ,n del Reglamento,
tal suspensión del! procedimiento sobre el fondo hasta que se resolvieran dichas excepciones. Por
instrucciones del Presidente la Secretaría informó al Gobierno el 22 de abril de 1992 que el
procedimiento sobre el fondo únicamente se suspendería si la Corte en pleno así lo CH,SPIJISliera y que
mientras tanto los plazos seguirían corriendo normalmente.

8.. El 27 die mayo die 1992 la Secretaría. siguiendo instrucciones de la Comisión Permanente die la,
Corte (en adelante "la Comisión Permanente"), informó a las partes que se celebraría una, audiencia
pública en la sede de tal Corte el día 24 de junio, a las 110:00 horas, sobre las excepciones preliminares
presentadas por IE~l Perú y las observaciones que sobre las mismas presentó la Comisión. El Presidente
convocó a dicha audiencia pública mediante resolución del lv die junio die 11992.

9.. En su escrito de excepciones preliminares y, posteriormente, por nota de 2;1 die mayo de 1992, el
Gobierno solicitó que la Sccretarfa certificara "d in;51'e50 de I'a pl'iI11'el"a d¡nlanda relaliuaal CASO CAYARA
el 30 de Mayo de ]199"1 y de s¡¡ posterior exJmcció/l" así corno "Ie]! mérito de la CiJljl¡'a del ad¡¡ de la Sesión de l,~1

Corte JJ1Je:n~l1~!el~ictlna l,ue resolvió accede" al pedido de la denrl~lrldllnJe deextr,~ter la demanda inte:rpuestd".
Asimismo solicitó que Ia Corte requiriera a la Comisión enviar, dentro de un plazo señalado por la
Corte, "Ci~~~~i,~! del acta de la Sesión de la ConÚSJ'Ó11: lntl~raJnericana de jDI~1-ed1os llrunUl110S del 27 de ()cl~uh,.e de
:l99J en que se aprobó la l~~esoluóón ]/9:l y el sl~gundo iniorme 29/9J.., bj~iO aperc:ibinúenlo de t'enerse por c:if~rfo

que se 1~lpnJbó [uera de Paíódo de S¡:s¡'ones". El 28 die mayo ele 11992 la Secretaría comunicó al Cobierno que
por disposición de la Comisíón Permanente, su pedido para que fueran diligenciados los documentos
ofrecidos con el escrito de excepciones preliminares y se solicitara el acta a la Comisión no era materia
q¡ue pudiera ser atendida por el Presidente sino por la Corte en pleno. Ese mismo día el Perú insistió en
q¡uese ordenaran las pruebas pendientes ya que para el 24 de junio de 1992,. fecha en que se realizaría la
audiencia pública" "no debel'á ha/J¡,' pm:e/¡as pendientes ya 'lile de otro modo, no se exl1li'ca cómo la Corte podrá
'deci'dü después: "'.

11). El 23 die junio de 11992 la Secretaría, siguiendo instrucciones de la Corte. certificó ]10 siguiente:

l. 'Que el lunes 3 de junio "de 199] ingresó, vía Iacsímile, una carta de la Comisión
lrrteramericana de Derechos Humanos de fecha 30 de mayo de 1991" con el objeto de "transmitir ...el
Informe No. 29/9] relativo a los casos 110.264,. 10.206, 1IO.2'i'6 Y IOA46 contra el Cobicrno del Perú ..."
en virtud! de que "[d lurante su 79°' período de sesiones, la Cornision aprobó el informe en cuesrion, el
20 de jflebr.:'l'o de ]991 y dispuso someterlo ante la Corte lnteramericana de Derechos Humanos, en
virtud d12' los artfculos 51 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y SO dE~1

Reglamento de la CIDI-I".

",.. Que el viernes 'l.dejunio d12~ 1991 la Secretaría de la Corte recibió vía courier el expediente.
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3. Que el miércoles 112 de junio de 19~~11él SecretariaEjecutiva de la Comisión Interarnertcana
de Derechos Humanos llamé telefónicamente al Secretario d'E~ 1i81 Corte para informarle qUle vendría a
la Corte lo antes posible el seno)" Luis [irnénez, abogado d12: Ia Comisión, para tratar el posible retiro
de [los] casols]. El señor [iménez vino ala COI1:'2' ,,1118 de junio di", 19911.

4. Que mediante nota de 20 de junio de 1:991 adjunta, recibida 'en la Secretarfa ,,1 .2:4 del
mismo 111.12:S, la COIl,iisi6111 Interamencana manifesté (~1Jl12' "ha decidido, por ahora retirar el caso de la
Corte, a fin d12~ volverlo a considerar y eventualmente presentarlo de I11Jll2:~iJ'O"",:' La Secretaría de la
Corte acusó recibo de esta nota, previa consulta con la Comisión Permanente,

s. No existe acta de la Corte plena sobre este particular,

Comparecieron ante la Corte

a) pOlr el GOb¡I'E~JnO del Perú

Alonso Esquivel Cornejo, agente
[ulio Vega Erausquin, Embajador
Eduardo Barandiarán, Ministro Consejero de 11.01 Misión Diplornática del

Perú en Costa Rica
Manuel Ubillús Tolentino

b) por Ia Comisión Interamericana de Derechos H1LII1i1,1lrIOS

W. Michael Reisman, delegado
Edíth Márquez Rod Jígll ez, delegada
.JiU Hedges, asesora
Wilder Tyler, asesor
[uan E. Méndez, asesor
José MiguelVivanco, asesor
Marcela Briceño-Donn, asesora.

112. En dicha audiencia la Comisión suministró la información solicitada pOlr el Cobíerno (s:ul11'a 9)
sobre la sesión de la Comisión die 2:7 de octubre de 11991 en la que aprobó la resolución 1/91 y el
segunde informe 29/91. La delegada doctora Edith Márquez Rodríguez manifestó que la Cornistón
decidió "en Clcasi'lín de una v:Ls;lita "Jin foco' de la Comii.sidin ,~Il P.!1'Ií, a¡j'l'()b~l" .r,~1 Il:,!s¡,lllción 1/9:1 e i'nmedi~ltt1l11enl'e

1101~iriilCm'¡'I¡ a ese Gobú~nlO, dUnl:ntl~ el tnlllscur:so de la IJiSil"il J~'¡(I;r' conducto áe :51<1 ,Mhll'st:m de Re.r,~IC1!One:s

¡::xtel"Ícme's" JI que' "...no existe impedimento 'ú ,wrm,~1 legal o :rl~gllm1el1l~,~ln:a '~I,!,glll~!lil,. qlle impida Il hl Comisión"
tiOJtde quü~,..tl que se encuenlre y ~m cualquier 1110J11!I~'1d() en que CUt~ntle con el j~'I~fóru:m i~teCesa¡rúJ ;~,,~!ra decidir,
adopfar "1~s()luc1'ones sobre tE~nlCl.s li'uesm1 de su competencia y qw~ afécj~l~ml conro el~~ éit'el y otros Ci~SO.s: en Jos auese
hlll1: ad(J1~litado I~!nálqgas dedsiolles" deirechos t~s:eJ1ciále.s de ¡r1~S l,en;o,uls ".

13.. El 28 de setiembre de ]992 l2,11 Cobierno presentó UIl escrito ampliatorio en relación COIl las
excepciones preliminares opuestas, 'C011l et argumento de que los hechos y circimstancias a que ~~:~ refería
la certificación de la Secretaría del :!3de junio de 1992, hadan necesario ampliar y adecuar el escrito
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original, El Presidente decidió someterlo a consideración de la Corte en el período de sesiones que se
inició el: 25 de enero de 1993. Mediante resolución de 26 de enero de 1993.. el Presidente resolvió, en
consulta con la Corte, no dar CIlJrSO al escrito de ampliación die las excepciones preliminares porque "se
tt~~t,h;rúJí~ elr ,~n'IG~:~~di'm!ü'j~tto, se 'Vl~o¡raní~ eJ' trámite (JIl~'O¡r~'i~l1ulme'1le diepuesto y.. adem!ás, se llne1~a";{¡~! g1"'~!V,f1~r¡tflr¡!ft~ el
equUil1/'iÍo y la igualdad proces<lJ'es de ,1,~~5 pllI-/es"'.

H,. El agente del Cobíerno apeló el 29 de enero de 1993 la anterior resolución ante el pleno de 11.21
Corte y ésta la confirmó mediante resolución del 30 die enero del mismo año.

n

15. Según la denuncia del 1'7 de noviembre die 11988 presentada ante la Comisión, un grupo armado
de "Sendero Luminoso' tendió una emboscada a un convoy militar del Ejército peruano en 1~Jr1JI.sCO,

anexo del distrito de Cayara de la Provincial de Víctor Fajardo en el Departamento die Ayacucho, el 13
de mayo de 1988. Corno consecuencia de] combate resultaron muertos cuatro serideristas, un capitán
del Ejército y tres soldados. Al día siguiente, tropas del Ejército ingresaron a la población de Cayara y
asesinaron al primer habitante que encontraron (Esteban Asto Bautista según el escrito de demanda).
Luego llegaron a la iglesia del poblado donde encontraron a cinco hombres más que estaban
desarmando un tablado y los fusilaron en el acto (Emilio Berrocal Crisóstomo. Patricio Ccayo
Cahuaymi, Teodosio NOiJ¡ Pariona, Indalecio Palomino Tueros y Santiago Tel10 Crisóstomo según 12']1
escrito de demanda). Posteriormente.. cuando los hombres de la: población volvían del campo, lbs
soldados Jos mataron con bayonetas e instrumentos de labranza (en Ccehuayparnpa) Después los
soldados enterraron a los muertos en un lugar cercano (David Ccayo Cahuaymi, Solano Ccayo Noa ..
[osé Ccayo Rivera" Alejandro Choccña Oré. Arternio Conzález Palomino, Alfonso Huayanay Bautista,
Ignacio Ipurre Suárez, Eustaquio Oré Palomino.. Zacarías Palomino Bautista. Aurclio Palomino
Choccña, Fidel Teodosío Palomino Suárez. Félix Quispe Palomino, Dionisio Suárez P,3110mino"
Prudencio Su lea Huayta, Emilíano Sulca Oré, Zózirno Cracíano Taquiri Yanqui, Teodosío Valcnzucla
Rivera, Ignacio Tarqui Ccayo, Hermcnegildo Aparí Tello, Indalecio Palomino Ipurre, Patricio Ccayo
Palomino, Ildefonso Hinostroza Bautista, Prudencio Palomino Ccayo y Félix Crisóstorno García según
el escrito de dlemandi31). El UI die mayo de '1988 r durante la intervención militar en Cayara dirigida IX'"~

el General José Valdivia, Jefe de la Subzona de Seguridad del Centro correspondiente a Ayacucho, los
militares habian detenido a Alejandro Echaccaya Villagaray, Sarnuel Carcía Palomino y [ovita Carcía
Suárez, cuyos cadáveres fueron exhumados posteriormente por el Fiscal Superior Comisionado Carlos
Escobar en Pucutuccasa, como consecuencia de información que dieran algunos campesinos elIO de
agosto de 1988.. Seg~LLn la denuncia, el '14 de rnayo hablan sido asesinadas entre 28 y:n personas, siendo
difícil precisar el número y 1031 identidad porque los cuerpos: desaparecieron. Pero se mencionan los
nombres de 22 víctimas, La Comisión transmitió esta denuncia al Perú con fecha 29 de noviembre de
1988 bajo el No. I1l264 y" sin prejuzgar sobre la admisibilidad de la denuncia, le solicitó que enviara 103
información que considerara oportuna dentro del plazo reglamentario de 90 días, Esta nota fue
reiterada el Tde marzo de 1989.

16. La Comisión recibió una denuncia complementaria de la anterior 12'118 de julio de 1988 dándose
inicio al caso No. 10.2[6. Según 12']1 texto de ]1.21 misma, qUE' se transmitió el 'll de julio siguiente al
Cobierno, el 29 de junio de 19B8 habían sido arrestados en sus hogares testigos de los sucesos de
Cayara, entre ellos Guzmán Bautista Palomino, Cregorio Ipurre Ramos, Hurnberto lpurre Bautista,
Benigna Palomino de Ipurre y Catalina Ramos Palomino, de quienes se ignora su paradero. Las partes
pertinentes de la denuncia se reiteraron al Cobierno el 22 de febrero de ]989 y el :7 de setiembre de 1989
sin que:se recibiera respuesta alguna.
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17. El 116 de diciembre de 19E1!lla Comisión recibió la denuncia que dio origen aJI G3t:S.O No. 10.2:16. De
acuerdo con ella, el Alcalde y la Secretaría die Cayara quienes fueron testigos. de los sucesos del 14 de
mayo, fueron asesinados junto con el chofer del camión en que viajaban el ]'~I de diciembre de 19S~:. El
nombre del Alcalde era [ustiniano Tínco Careta: el de 1031 Secretaria Fernandina Palomino Quispe y 12'11
del chofer del camión Antonio Félix Carcía Tipe, La denuncia se transmitió al Gobierno el 29 die
diciembre de 11988 y ~,e le solicitó la información respectiva. 1..1 Comisión reiteró dicha solicitud die
ínformación al Gobierne el 8 de setiembre de 19'89'. Este no dio infurrnación alguna al respecto.

18. La Comisión recibió el 13 die setiembre de 11989 una nueva denuncia en relación con el caso
Cayara, la lO.4~~6. S2' refería al asesinato de la enfermera Martha Crísóstomo Carcia, uno de los testigos
de excepción de los sucesos die Cayara que todavía vivía JI que fue ultimada a iba lazos el 8 de setiembre
de 1989 ensu casa de Huarnanga, Ayacucho, al las tires die la madrugada. La denuncia fue transmitida
al Cobíerno el mismo día que se recibió, 13 de setiembre de 1989, sin que éste diera respuesta alguna.
La denuncia fue, según la Comisión, reiterada al Gobierno el 13 de marzo de I989 (sic) y IE'I 12 de abril
de "1990 sin q¡U(~ éste diera respuesta alguna pese a que la Comisión le indicó, corno 10 hizo en el caso
anterior, (~:U(~ de no contestar se entraría él considerar la aplicación del artículo 42 de su Reglamento
según el cual, cuando un Estado no responde, se tienen corno ciertos los hechos denunciados.

19. El 9' de junio de 1989,. en el caso 10.264,. en vista de que no se había recibido respuesta alguna del
Cobierno, la Comisión le envió una nota indicándole qU12' considerarfa la aplicación del artículo 42 de su
Reglamento. Esta nota fue reiterada el ? de setiembre siguiente. El día 29 de ese mismo mes la
Representación del PenLI ante la Organización de los Estados Americanos (OEA) indicó que:

[En Fl:rooeso de la jurisdicción interna aún no ha sido concluido y (]UE~ la demora 12'n dar' una reSpUE$ta
a la solicitud de la CIDl..I se debe a la necesidad de cumplir rigurosamente con las normas ep..lIi?!

garantízan la administración de justicia previstas en la Constitución de la República del P'E~nJ.

20. Con fecha 11 de noviembre de 1989 el denunciante sostuvo que la jurisdicción interna ya había
sido agotada ..

21. Con respecto al caso 10.264 el Cobierno envió a la Comisión el: 8 de mayo de 1990 una
cornurucación con copia die oficio de '1 de febrero de 1990 "que dirige el Pres:;Í,~rente del Consejo Supremo ¡le
JUS11~Cl¡¡: ,MUital' ¡IrMinistro de Deiensa, com~l1úctIl1do que con [echal.Z dl~ mayode ]1989 I',¡ Segunda Zona Judicial
del E}~1"CUO ¡rt~5oj'v;ió s(ilb¡reseer Ja causa segwlda en el C~~50 ¡~r¡~fncl¡onado .. yel Can.se/o SI~lpre111(J de [usticia '~1'1niJ"ar,

C011~ fecha J:l d~e' el1et'l'J! de I 990/ rjeso,(vió co:rlfú'''llU' el soln'lesE~¡;mien to".

22. La denunciante original, Américas Wallch,~~:,lilciitóa la Comisión el 26 de marzo de 11990 que
considerara a Amnistía Internacional como ce-denunciante ¡JI los efectos de la tramitación del caso, a 10
q1Jll2~ la Comisión accedió.

23. En su Informe 29/91 dIE' fecha 20 die febrero de 19'n., la Comisión fue de la opinión que tanto los
familiares de las víctimas corno los reclamantes "11~lI! agofado .todos: Jos recursos qUI~ pone a su dl'sposicióll et
:S1~¡fl~maillrisdiccJ'ona.l peruano sin que se haya U,e~g,¡do a l,~1 identiiicacion y sanc:ióll de ros l'.es¡7(JIIsa!1Ie:s, :S1·hUlCióll
que Ira 1:ntpedido, además, eiercer h~5 acciones civiles de ,.esarci111~;iento ae dal~:OS pOt J~~~tl:e de los [amiliares de las
'UÚ:ti'11~!j~~;1 lt,o;r Ilo cualp~uede C0l1:cluirse lp-t[e los ¡recursos de laiu,.isdü.'cúJn illi~,E~"nj~ de Perú Jí:U'''Ol1 inciicaces en el
caso l1aio exanlen"r. Consideró también la Comisión que la materia objeto de estos casos no estaba
pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, por lo que estimó que los requisitos exigidos
por el artículo 46 de la Convención para la admisibilidad, estaban plenamente cumplidos,

En esa Res~:,11JII:::i6nla Comisión declaró que el I'erLÍ hahía violado los artículos de la Convención citados
en el párrafo 2 anterior y adicionalmente
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3) Recomendar al Cobierno dIE~] Perú C)UI2' realice una investigación oxhausnva e
imparcial sobre 11()s hechos denunciados para individualizar <al los responsables die las violaciones
indicadas en los resolutivos 1 y 2,,-de:s.crit81:5 en el cuerpo de este informe y q1i.;¡<e juzgue y castigue a los
responsables.

4) Rocornondar al Cobierno del Perú que informe a esta Comisión acerca d12' los
resultados logrados en la investigación recornendada en el resolutivo anterior antes, de los 60 días, él

partir de la fecha de este Informe.

S) Recomendar al Gobierno del Perú 1:lue indemnice alias vícnmas y/o sus deudos
buscando la reparación de los daños producidos e informe al 'respe(to a la Comisión dentro del
rnisrno plazo del resolutivo anterior

24L La Comisión, en su ?9" Período de Sesiones celebrado en febrero de 1991, examinó los casos
10.264" 1I0.2Ch6. 10.2'76 y 10A46 en forma acumulada y aprobó el Informe 29/91 en el cual, entre otras
cosas, decidió someter los casos a la competencia de la Corte. El informe fue remitido al Cobicrno con
fecha 1 de miUZO de 1991.

En virtud de que el Cobierno sólo recibió el Informe el S de abril" la Comisión accedió a su petición de
que el plazo de 60 días que le otorgaba se contara a partir de esa fecha.

25. El Cobíerno manifestó el :27 de rnayo de 199Jl a la Comisión que.. die acuerdo con ]10 establecido
por el artículo 34,. parrafos ? y El del Reglamento die la Comisión, esta debió transmitir al Perúlas partos
pertinentes y sus anexos de las réplicas de los reclamantes de fecha 1 de noviembre de 1989 (Americas

Wallch)i y 18 de julio de 1990 (Arnericas Watch y Amnistía Internacional), 110 que no hizo, privando al
país de su derecho de defensa lo quc,. a su juicio acarrea "la nul'id,~ld de la invesUg,~lción y quebranta el'
nuu'co ge11:le1'ül de la Convención que el Perú ha suscálo y raiiiicado".

Dijo el Gobierno:

Teniendo en cuenta los graves vicios procesales señalados anteriormente, el gobierno del
Perú, esnrna qtW en tanto la investigación no se ciña a lo le).::presalTlentE! norrnado pOI" la Convención y
el Reglamento de la CliDH" no se darán las garannas necosarias para dotar del mínimo de eficacia
qU12: requ ieren sus con elusion E~S y rccornendaei()nes . l:!~ljn~~!~~~ti~~~~~~~~~rL~!gL~~ªl~~~~~~:l~~~(~~~~E~~~~_~l!J~~j!~~l]~~~~~!~

d~~_~r~!JJj~;l~t~L invalida cualquier otro procedimiento al que pueda dar origen y faculta al Perú a
inhibirse en lo suces-ivo de convalidar con su participación tales actos, por considerarlos violatoríos
de los principios y garantías del Derecho Internacional y en particular de aquellos que sustentan el
Sistema Jurídico Interamericano. (Subrayado en el original).

Por las consideraciones expUE~S,ltaSj: el Cobrerno del Perú, corno Estadio Parte de la
Convención Americana sobro Derechos Humanos requiere él 1103. Cornts.ión el cumplimiento cabal de
su Reglamento y del Pacto de San José d!IE~ Costa Rica )' en consecuencia decida no someter el caso a la
competencia jurisdiccional de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, sin previamente
rnerituar y subsanar las observaciones formuladas en la presente nota.

26. La Comisión sometió a consideración de la Corte los cuatro casos acumulados mediante nota die
fecha 30 de mayo die 1991. El 11 die junio de 19911 la Secretaria ejecutiva de la Comisión notificó al
Ministro de Relaciones Exteriores del Perú que había sometido "con féd\1l 30 de rmlY" de ]' 99:1 dichos casos
l~ la COlrfe lrlfj~1'1~!me:ricana de [letechos jljrumanos <San losé¡de Costa RÚ;Cl) pata su t;rllt'm~r¡!;Íenlo". Por nota de 20
de Junio de 11 9'l'1" recibida en la Secretaría el 24 del mismo mes, el Presidente de la Comisión, señor
Patrick L. Robinson, dice al Presidente die la Corte que:
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n¡fI]IIE~ permito comunicar él V1JI12~str,al Excelencia <p.:llE! la Comisión.. d12: conformidad con :la
solicitud del Ilustrado gobil2r:no del Perú y.. con el fin de que el procedimiento 110 ofrezca dudas IC~11l

cuanto a su correcta aplicación, así corno para resguardar el interés de las partes, tanto del gobíemo
corno de los peticionarios, ha decidido" por ahora retirar el Cal:50 de la Corte, a fin de 'volverlo él

considerar )' eventualmente presentarlo de nuevo, una VlE~Z valoradas las, observaciones presentadas
por ei[ gobíemo del Perú len 'relación al caso en referencia.

27. El mismo 2,~1 de junio die 1991 la Secretaría respondió la nota anterior al Presidente die la
Comisión en los siguientes términos:

Tengo el honor die dirigirme a. Vuestra Excelencia siguiendo instrucciones del Presidente de la Corte
Interarnericana de Derechos Humanos, Juez Héctor Fix-Zarnudio. con el propósito de comunicarle
qUE~" previa consulta (:011 la Comisión Permanente, he sido autorizado él acusar recibo de su nota die
20 de junio de ll991" "en relación con 121 Informe 29/91 de la Corniston Interarncricana de Derechos
Humanos relativo a los casos l0.20fi, 10.264, 10.2:1'6 Y 10.446 contra el Cobierno de Perú", en la cual
afirma que la Comisión "ha decidido, por ahora retirar el caso de 1,3! Corte...'"

28. Mediante JrI01t.a1 de fecha 20 de junio de 1991 la Comisión comunicó al Perú el retiro del case de la
Corte JI le dio un plazo die 60 días para contar con sus observaciones finales. La nota expresa 110
siguiente en 10principal:

IJMle permito comunicar él Vuestra Excelencia q1.~1I2· la Comisión, de conformidad con la
solicitud dl2 su Ilustrado gobierno y" con 121 fin de que el procedimiento no ofrezca dudas en cuanto a
su correcta aplicación, así corno para resguardar el interés de las partes, tanto del gobierno corno die
110:5 peticionaríos, ha decidido, por ahora retirar el. caso de la Corte" él fin de volverlo él consideren y
eventualmente presentarlo de nuevo, una vez valoradas las observaciones presentadas por su
gobie:rno,. en relación al caso en referencia.

Adjunto a la presente las observaciones de los reclamantes y mucho agradeceré se sirva
disponer ]0 necesario palra qu.~ la Comisión pueda contar con las observaciones finales del Cobierno,
talcorno se encuentra previsto 4~'11l12~11 articulo 34..8 del ReglaJ11,12~1::lltode la Comisión lntcramerícana de
Derechos Humanos, dentro del plazo de 60 días la. contar de la fecha de remisión de esta carta.

29. El Perú, mediante nota de 26 de agosto de 19911 responde ¡JI la Comisión. entre otras cosas, 10
siguíente:

Del tenor di12~ 'S1Jl comurucacion se desprende ql':1l2! 12~1 Estado Poruano habrfa solicitado él la
Comisión lnterarnericana de Derechos Humanos reconsiderar 12~1 caso; esto es inexacto, puesto q1:..:LiE! (~:1!

Perú en ningún momento interpuso tal. recurso, en lo referente ;PIJII:aso en si, ni en cuanto al la decisión
de somererío al la competencia jurisdiccional de 'la COrb2! Intcramericana. La posibilidad de
reconsiderar un Informe ya evacuado, no esta contemplada en la Convención Americana sobre
Derechos Humanos ni IE!:n 'E!]I1RE~E~lanlt~n1:0 de la Cornísióncuando el Estado involucrado, caso del PenJI,
es Parte en la Convención y ha reconocido la Competencia de 'la Corte Intcramericana de Derechos
Humanos. Mas aún, si el caso ha sido sometido con anterioridad a la competencia de la Corte.

El Estado Peruano, sf nizo conocer a. la Comisión la conveniencia de no someter el caso a la
Corte habida cuenta las g:ra'i./12s omisiones procesales en que se incurrió en la elaboración de] Informe
No 29/91 y qUIE! justamente sustentan 12:Jrl!trI2~ otras" tal decisrón del pleno de someter los casos
acumulados. IE¡n otros términos, la decisión de volver a considerar el (ílSO (reconsiderar'lo) tE!S

unilateral y lrlO se encuadra IE!1rl la norl1natividadl pI'o~:esl~.l ·l,rigent(~.
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3D, El 27 die octubre de 19911 la Comisión aprobó el Informe 11/91 que.el la letra dice:

IlJISro:

L El Informe N() 29/91 adoptado pcn la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos d,:20 de febrero de 19911, referido a los casos N" 1.0.264, HJ.206" lO,2~r6 l' 1.0A46,

~~,. Que el Cobierno de Perú.. con fecha 2'7de I1layo de 1991¡, presento un E~5¡C1"it() en 4~:1

cual "requiere a la Comisión el cumplimiento cabal de su Reglamento y del Pacto de San José y, en
COnSIE!l:w2!l1Lcia, d'E~cida no S0Il1,12~bE~lr el caso al la competencia jurisdiccional eje la Corte lnteramericana
sin previamente merituar y subsanar las observaciones formuladas en la IF'rc~sente nota." S.l~gún el
Gobiemo de Perú en tal Ilota} "De acuerdo él lo establecido 1~"pl~E~Sall1,I~'I',bE~por' el artfculo 34" párrafos :7
JI 8 del Reglamento de la Comisión, al recibirse la réplica de los reclamantes, la Comisión debió
transrnitír las partes pertinentes y SlJ:S ¡H11Ie:l(OS a] Cobierno del Perú lF'ial:ra sus observaciones finales.
Esto no se hizo en ninguna d12~ las ocasiones en que las reclamantes replicaron a 'las. 110t,al:50 del
Gobierno con lo cual la Comisión, al haber transgredido tiail requisito procesal" prívó al Estado
peruano, de su derecho a la defensa."

CONSIIDERANDO

1" Que la solicitud del Gobierno de Perú constituye una petición de suspensión del
procedimiento.

2~" Que no obstante el asunto planteado, 4:,1 Cobierno del Per'1~1 en la nota considerada
no indicó cuál era e] perjuicio causado por la referida omisión PI"002'sal.

3" Que, no obstante dio, 1;!1l interés di:! su petición (~)(pI'IE~Sa y en honor a la justicia, la
Comisión resuelve considerar tal objeción y, en consecuencia, le remite las réplicas die los reclamantes
que el Gobierno requería en virtud de lo dispuesto por el artículo 34.8 del Reglamento d12~ la
Comisión.

4, Que pOI:' nota del 4 de septiembre de 1.991 .. el Gobierno del Perú evacúa 12,1 traslado
concedido sin referirse a las réplicas d12~ los reclamantes.

S. Que la Comisión procede, asimismo, él examinar el Informe 29/91 Y que de tal
examen la Comisión encontró necesario introducir ajustes 12:11. la sección 11I del Informe 29/9], las
cuales. están incorporadas a la versión de dicho Informe que se acompaña el la presente Resolución,
por 10 cual

l.A COMISrON INTJEHAMERICAN A DE DERECHOS HUMANOS,

RESUELVE:

1, Desestimar la nulidad planteada por E~I Gobierno delPerú.

2. Mantener las conclusiones y recomendaciones contenidas en el numeral 48 de
dicho lnforrne y transmitirlo al Cobierno del Perú para que efectúe las observaciones que estime
pertinentes en (~~]l p]aZCI de 90 días,

3. Remitir el presente caso a la Corte lnterarnericana de Derechos Humanos.

En la sexta conclusión y recomendación contenida en el numeral 48 del Informe 29/91, se dice:
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Decide someter estos casos en forma unificada él tal Corte Intcrarnericana die
Derechos I·J1J man OS,. de acuerdo con 101 establecido «211 el artículo S1 )' 60 de la Convención, teniendo
en cuenta qlLlIE~ 12~] PI2~Jr\Í ha reconocido la jurisdicción obligatoria de la misma.

31. El 20 de diciembre de 1991 el Perú respondió a la Comisión la nota mediante la cual le remite 12'11
Informe 29/91 diciendo que y.l, mechan te nota die 27 die mayo de 1991, había dado respuesta a las
conclusiones y recomendaciones del Informe No, 29/91 del 20 de febrero del mismo año y que como la
Comistón ha transmitido en esta ocasión un informe diferente pero que mantiene las mismas
conclusiones.. recomendaciones y numeración det anterior, lo que cabe es ratificar los términos de la
nota de 27 de mayo de 1"'91 antes citada.

32" Finalmente IE~l 30 de enero de 1992 el PI¡~rÜ, en atención a la n 01:;" de la Comisión de 114 de
noviembre de 19911 mediante la cual le remitió la Resolución 1/911, después de recalcar q¡ue en su carta
de 2:7' de rnayo de 19911110 solicitó la reconsidcración ni menos el retiro del caso y que la Comisión no
puede sostener, de buena fe". que el Perú solícito el retiro de dicho caso S"ÍI10 que lo hizo motu propnio,
afirma que::

En consecuencia, el Cobierno del Perú estima quela hnnoraole Comisión ha agotado sus
posibilidades en cuanto al Caso Sub Litis, por causas no imputables al Estado Peruano sino a su
reiterada decisión de 1I]'E!'V,2rr adelante un procedimiento irregular, que no glJarda conformidad con la
Convención Americana sobre Derechos Humanos,

Por consiguiente, la Comisión en vez de insistir en someter el Caso a la Corte en las
condiciones en qu«~ ha sido tramitado, debe considerar debidamente otras opciones dentro del marco
establecido por la Convención Americana.

JIU

33, La Corte es competente para conocer del presente caso, El Perú es Estado Parte de la Convención
desde el 28 de julio de 1978 JI' aceptó el l de enero de 11981 11", competencia contenciosa die la Corte alque
~;e refiere 12'11 artículo 62d1E~ la Convención. Si bien el Gobierno interpone una excepción preliminar que
Huna la "incompetencia de la Corte", sus arguTneJrltos, no cuestionan las facultades del tribunal para
decidir las excepciones planteadas por el mismo Gobierno pues, se refieren únicamente a la
inadrnisibihdad de la demanda presentada por la Comisión el 114 de febrero de 1,992, materia ésta que se
examina más adelante.

IV

34. Antes de entrar a considerar las excepciones preliminares.. la Corte se referirá a ,adgunas
cuestiones planteadas por el representante del Gobierno en la audiencia públicajnvocando la
certificación dada por la Corte sobre el ingreso y salida de la denornmada primera demanda (supra 10),
Señala el representante que tllj~1 df~~~!j~mda hllhiíz htgresado mat'el'üd y)ur'¡{¡dicanrente, el 7'de fUl1ÚJI de :1 :99]" pues
recién en esa [echa se Uenaron los :requú;ifos p'J'f~u:is:h':s: por el arUndo 2S lieJi J~/~glamel1l~o de la Cotte, l~~:~~:enh~ fl~! ese
entonces, .. que Iltlbielldo 'vencido el phr¡:o del ¡¡I'tkulo 5L indso :1 de la Convención el' 3jl de mayo de 199J, I,~I

dmnl/ldtl i'ngresó a hr Corte COII el pl'lIzo ya prE~;cniIo, el i' deJunio",
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35. Es importante precisar, para el adecuado entendimiento die esta observación del Gobierno y
para el tratamiento die las excepciones preliminares, que el artículo 501.1 de la Convención establece que

Si en 12~1. plazo d12' tres meses, a partir de la remisión él los Estados interesados del informe
de la Cornisién, le] asunto no ha sido solucionado o S0I11.l2d::ido a la decisión de la Corte por la
Comisión () por el Estado interesado, aceptando su competencia, la Comisión podrá emitir, por
mayoría absoluta d12~ votos de sus miembros, su opinión y conclusiones sobre la cuestión sometida él

su consideración.

36. El Informe se remitió al Gobierno ellde marzo de 11991 y el plazo establecido hubiera vencido.
p,u lo tanto, el :n de mayo del mismo año, E]I S de abril fue la fecha en que el Cobíerno lo recibió y
pidió, entonces, a la Comisión que los sesenta días a que se refería el párrafo 4 de la parte resolutiva del
lnforrne 29/91 (supra 23) se contaran a partir de la fecha de recepción JI no de la de remisión. Así ]10
acordó con 11.01 Comisión, de manera que ell plazo para el Gobierno vencía el 5 de junio. teóricamente en
fecha posterior al de aquélla. El Cobierno remitió sus observaciones el 2'7 de mayo JI en su nota,
requiriót'a ¡rl~ Com¡~súj'J1! el curtl1Jlinrient'o cabal ele :S1~! Reg¡raJ~~!e11:;fO y del Pacto de San loséde Costa Rica y lque) en
c(Jl1secuenci~1 decida no sometl:r el caso a la competencia i~¡ri.s:dü'Clonal de I'a Corte Jnl'emmericana de Derechos
J':ltl111al~!OS, siJ1.l~'revlámen¡~.e j~~!;~~~Üuat· y :5ubsanm~ las observaciones [ormuladas e11! la presente nota". Por su parte,
Ila Comisión fechó 1:." demanda el 30 de mayo. Ambos documentosv-la nota peruana y la dernmda···
fueron recibidos, el primero por la Cornisión y el segundo por la Corte. el lunes:'> de junio.

Luego, como dice la certificación expedida por el Secretario, la Secretaria ejecutiva de la Comisión
llamó telefónicamente a 11.31 Corte el día 112 de junio y anunció que la demanda sería retirada, hecho que
se cumplió por medio de carta de fecha 20 de [unio, en la q¡ue, bajo la firma de su Presidente, la
Comisión manifiesta que ese retiro se cumple ¡'de coniormidadcon la eolicitud del llusirado gOhÜ~r¡1:0 del Perú
y,. con: el' fin dl~ queel ,n'ocedim¡[ento nooirezca dl~das el¡ ClIanto a su correcta ~r,'IJ¡caóón, asicomo partlr,e'Sgw¡rd~l/'

el iÍnterés de h~s pan!es, .tanto del gob¡'¡~nlO como de los pftic:ionar¡[os, ha decidido, por ,¡hom retirar el' caso de la
Corte, a Jlin de í'.mll'le1~lo a considerar y f~uel~ltua¡'nr,ente pn~;enJ:atl'o de nuevo, una vez va'()n~das las ohs,e1~vllcione.s

pre:5elIj~adas por el gobú~r11:0 de P,~1f"Ú en ¡re1aci61'1 al Ci~~:;O el'l rle1~~1'encl~~"r.

Previa consulta con la Comisión Permanente, el Secretario se limitó a tomar nota del retiro. El 26 de
agosto el Cobierno, que había recibido de la. Comisión una nota de fecha 111 de junio en ][,01 que le
informaba de la presentación de la demanda. )1 otra de fecha 20 de junio en la que le comunicaba el
retiro, expresó que este retiro no había sido hecho a su solicrtud y era un acto unilateral de 'la Comisión.

Una vez que el expediente regresó a la Comisión, ésta satisfizo algunas de las peticiones formuladas
por el Cobierno en su comunicación del 27 de mayo, como era. comunicarle las réplicas de los
reclamantes de fecha 1 de noviembre de 1989 y 118 dejulio de 1990. Pero, tal como lo manifestó la
Secretaria Ejecutiva de La Comisión en la audiencia pública ante la Corte, el Informe original sufrió
modificaciones sólo de forma. La Corrnsión expidió una Resolución y otro Informe con el mismo
número pew· distinta fecha y presentó una llueva. demanda ante la Corte el (lía 114 de febrero de 11992.

37. La Corte ha analizado en otras oportunidades algunos aspectos del articulo 51 de la. Convención
(Caso 1le.lás:que2: 1<:odn~~~ue2:J' Excepciones p,.e¡riir"i1ti~Jf"l~5. Sentencia del 26 de junio de ~198:7. Serie C't'Jo,. ~L

párr. 62 y ss.: Cm;o Neira AlegnÍl1: y orros, E;tCl1~'cJ'ones prdilm'nans:. Sentencia de "1"1 de diciembre de "1 991.
Serie C No. "13,. párr. 32),.pero no las características o condiciones del plazo que contempla el inciso 1 de
este artículo. Para resolver adecuadamente las objeciones planteadas pOlr el 'Gobierno deberá
forzosamente referirse a él. Y para hacerlo deberá ratificar su criterio tantas veces expresado de que el
objeto JI fin del tratado es la protección die los derechos humanos y que a él hay que subordinar la
interpretación de todas las disposiciones del mismo, corno lo dispone la Convención de Viena sobre el
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Derecho de los Tratados IE~n su artículo 311 (015'0 lleJáSljl<]'E':! .Rodlrll¡'u.e:z:,. Excepciones Prehmi'1al't~S, op. cit.,
párr.Bü),

38. En el caso Neira AII~gríá yo otros, la Corte y,l' había dictaminado qUie" en virtud de que puede ser
prorrogado el plazo del articulo ~il..l no es fatal (Caso Ndm AII~gríá yo otl'Os., Exc.q~'cion.es P¡rdimÜlaI'es,
:su,rm¡ 37, párrs. 32., 33 Y 34}.. Laseguridad [urfdica exige, sin embargo, que los Estados sepan a qué
atenerse y no PU(~dE~ dejarse a la Comisión hacer uso arbitrario de los plazos y menos aún si son de
aquellos contemplados en la Convención misma.

39. El artículo 511.1 estípula qlW la Comisión, dentro de los tres meses siguientes a la remisión del
informe, debe optar IXlrenviar el caso a la Corte o IXII' emitir posteriormente su opinión o conclusiones,
en ambas hipótesís si el asunto no ha sido solucionado. En lel curso del plazo, sin embargo" pueden
presentarse diversas circunstancias que lo interrumpan o, íncluso, que hagan necesaria la elaboración
de un nuevo informe o la reanudación del plazo desde el principio, En cada caso será necesario hacer
el análisis respectivo para determinar si el plazo vendó o no y cuáles fueron las circunstancias que
razonablemente lo interrumpieron, si las hubo.

40. En el caso presente.. el Informe se remitió el 11 de marzo de 1.991 JI el plazo hubiera vencido
en't0I110E~:S, 12'11 311 die mayo. La demanda orlgínal llegó por comunicación facsimilar a la Corte el lunes 3 de
junio" es decir tres días después del día calendario del supuesto vencimiento, si la prórroga pedida PQr
el Perú no lo afectare" en cuyo caso el vencimiento se hubiera producido el S de junio, hecho sobre el
cual la Corte no va a pronunciarse ahora ni lo hará sobre la circunstancia de que la Comisión hubiera
prorrogado los plazos, Una demanda que contiene imputaciones tan graves como aquélla a que nos
referimos ahora.. no podría considerarse caduca simplemente por ello.

41. Dijo el Perú en la audiencia pública que "la de1nand~[ h~l"nr.~: ¡ingr,es~ldo material y }uníj'ümnente,. el' :7 de
[unio de ji991 [fecha en la cual ingresó 12'11 expediente], pues recl'én en I~sa J\~'C}¡a se llenaron J'os requl:s,'I'OS
preoistos l~'o¡r e.l articulo 25 delReglamento de la Corte, vigenteen ese enfonces'll.

42. El anterior Reglamento de la Corte, aplicable a la demanda a que nos referimos, establecía en Sil

artículo ;~S.2 que: "IsJi I'a C'om;Í:s;I'ón dt~s:easl~ introducir ¡m cm¡o ante la Corte... entregará con/lmtamente COI1 su
iniorme en 't1e:inj~,e ej'emplares, una dentandl~ debidm~r¡~ente [irmaáa ..,'1 En el presente caso, la demanda
antecedió a la recepción dE~1 Informe pues., mientras La, primera ingresó a la Corte el :3 de junio de 1991"
el segundo llegó a la Secretaría de la Corte el :1' de junio,

La norma reglarnentaria citada no debe ser aplicada de manera tal que desvirtúe el propósito y el objeto
de la Convención. Es un principio comúnmente aceptado que el sistema procesal es un medio para
realizar la justicia y que ésta no puede ser sacrificada en aras de meras formalidades. Dentro de ciertos
Límites de temporalidad y razonabilidad. ciertas omisiones o retrasos en la observancia de los
procedimientos, pueden ser dispensados, si se conserva un adecuado equilibrio entre la justicia y la
seguridad [urfdica ..

Otra cosa muy distinta es, por supuesto, la consideración del efecto que sobre el plazo produjo la
circunstancia de qUE' la Comisión la hubiera retirado para presentarla mucho tiempo después, punto
que se analizaré en su oportunidad.

v

43. La Corte examinará las excepciones planteadas por eIl Gobierno en el presente caso.
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44. Las tres primeras excepciones se fundamentan en el retiro del caso por la Comisión después. de
haberlo introducido ante 1031 Corte. En consecuencia, estas tres excepciones deberán ser tratadas
conjuntamente.

4~;. En la primera excepción, llamada por el Cobiemo uillcoml'etencÜI de I~I Comis:¡ión'·" dice éste qn,,·

la demandante perdió competencia par,al Co]rIO(:I~1" del caso a partir del :3.0 deMayo de '1991 J lk!l:ha de
5,1l.:I SOt·JrIIE!1tin,i.I~'IÜO a tal Corte, luego, todos sus actos posteriores tendientes a reasumir competencia y a

pretender enmendar $11.;[5, propios errores, son nulos porque tuvieron su origen ~2:n una injusta
decisión de retiro del C2ISO ...

Alrespecto la Comisión manifestó:

[l]a protección dE~1 equilibrio procesal y especialmente del d4:!1"IE!1:ho de defensa de los estados, IE!S el
requisito fundamental del procedimiento a qUlE! aludimos, En el presente caso, la Comisión hizo todo
'lo necesario -··i.nclluyendo la reapertura de'! trámite él pedido del gohierno perualnliCl'-- plallra gaJ'a,nti~~éH'

t2!]1 ejercicio I11Iiá:S irrestricto de ese derecho. La decisión de acceder al pedido del gobiE~IT'IO perual1lo no
implicó qUE~ se adrrritiera ningún vicio procesal, pero sí' obedeció él la necesidad de subsanar
cualquier irregularidad que pudiera haber existido en el procedimiento y de preSer\!'éllo el derecho d12'
defensa del Cobierno.

La competencia de la Comisión no había caducado cuando se resolvió reabrir 'E!I trámite
del caso Cayara, ya q1.JiE! no SI:' había consumado ni perfeccionado la transferencia de competencia en
favor do la Corte. Dicha transferencia OpE!:ra, no cuando Ia C01:lrtiS;]16n envía elcaso, sino cuando la
Corte lo recibe y ]4:: da el trámite que ordena la Convención. Como lo demuestra el expediente, al
momento del retiro del calSO, la Corte 11.() había comenzado ,al tramitatlo.

De todos modos, considera la Comisión que el Gobierno del Perú está impedido de
oponer la presente excepción de incompetencia ya qu:' contribuyó de manera decisiva él crear las
condiciones d12' 11.42'cho de las qUE: ahora pretende valerse.

46. En Ili3i segunda excepción, llamada por él "Iij¡~¡ ¡í'nillio u,. sostiene el Gobierno que

[lla Convención Americana sobre Derechos Humanos y los Reglamentos de la Comisión )' de la
Corte lnreramericana no prevén la posibilidad de retirar, sustraer o extraer un C2lSü sometido a la
jurisdicción y competencia (h~ la Corte ...

[e1l20 dejunio de 1991 la demandante comunicó al Gobierno el retiro del caso de la competencia de
la Corte" ésto.. a la luz del Reglamento de 121 Corte y d112~ los Principios Cenerales del Derecho
lnternacional importa un desistimiento... ese denomínado retiro constituye una cancelación absoluta
die la instancia 42' implica la improcedencia d12~ la demanda,
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Por su parte 11.31 Comisión señala que

,~\li acto del .20 de junio d12~ 1991 ·_-po:r el cual la Comisión retiró temporalmente el caso d12~ la Corte
parra reabrir eltrámite a su pedido···· el Estado penJlano lo caracteriza de :~h~~~u~~jJ[(Ü~~n!~2:"él pesar de que
12:n ninguna p<al:rt:42~ de IE~sb2~ expediente Ia Cornísión ha expresado intención alguna de desistir la
demanda ante la COl'1tE!. Conforme él las normas establecidas en la C011.\i'12:11ldón" el desistimiento no
puede prcsumirse, ni mucho menos crearse por vía interpretativa, pOf'qUE~ el. efecto del desistimiento
les privar a ILau5 víctimas de' violaciones de derechos humanos de toda oportunidad de acceder él la
Corte. Para (p.u~ se produzca un efecto jurídico tan trascedental, debe eldg:irse una expresión
inequívoca de voluntad de qUE~ lesesea el efecto perseguido" (Subrayado l2~11l121 originalj.

4:1'. En la tercera excepción. que denomina "cuducidad de la demunda"" e"pJrl~sa el Cobierno que el plazo
die tres meses previsto por el artículo 51.11 de la Convención Americana debe ser

...contadol.] indefectiblemente él partir de la remisión del II1Jon'11IE~ al Estado, porque este e; un plazo
que nace d12~ la Convencion Americana sobre Derechos Humanos (Artfculo 51) )1 como t,211 no puede
SIE~lr modificado unilateralmente por tal Comisión lnterarnericana ni consensualmente por un Estado y
la Comisión, y aún en IE~11 SUpUE~Stb:::1 de que si pudiera modificarse de esta última forma, ello no ocurrió
en el C<3IS0 CAYAlRA.

Dijo en la audiencia:

...si extrajo (~1 (:215.01 12120 de junio, lo hizo fuera de plazo y por tanto ha perdido con tal acto arbitrario,
toda posíbilídad de nW:~'I,I'a presentación de 121 demanda., No es 10 mísmo suspender dentro del
plazo, que pretender suspender con plazo vcncído., En el S,1,':lpw2Sto d,~ ¡que tal plazo pudiese
alterarse o suspenderse extraotdinariarnente 21 petición de parte, ello sólo podría ocurrir si tal
solicitud S12! efectúa antes de vencido el plazo...

La Comisión dijo sobre el particular:

Con respecto a la Tercera Excepción Preliminar planteada la Comisión considera que la
demanda no había caducado, Pll(~S la medida del 20 de junio de 1991., suspendió el trámite ddl caso
en virtud d12: la solicitud del Cobierno del Perú y retrotrajo la situación ,11 20 de febrero de 1991, fecha
de aprobación del Informe :!9/911.

Es importante destacar que el Cobiemo no fue perjudicado COl1i IE~l retiro y reapertura del
trámite dE~1 caso, S..enan 1~1'1 todo caso los peticionarios los afectados" ya ql.:le la medida adoptada
suponía l2~li reexamen d12~ una decisión Q1JII2' 111E~s había dado la razón, con el consiguiente retraso a una
efectiva y pronta protección ,al la que tienen derecho de acuerdo a la Convención. Con esta excepción
el Cobiemo del PI~]"Ü pretende calificar de ilegal una acción qlU~ no le produjo daño procesal alguno,
sino por el contrario, le benefició al otorgarle Jl1JI12~1iJ'aS oportunidades diedefensa A esta excepción de
caducidad dile la demanda cabe aplicar el aforismo 1~~ª~~_~~1~~JJ~~LllH~t5mJlLJ3~[i~~f(no hay nulidad sin
daño), (Subrayado en el original),

48, El retiro de la demanda no está regulado de manera expresa en la Convención o en los
Estatutos o Reglamentos de la Comisión y de la Corte, pero esto no significa que sea inadmisible. Los
principios generalee del derecho procesal permiten qUE! la parte demandante pueda solicitar al tribuna]
que no 15,12' tramite su demanda cuando todavía no ha iniciado el conocirnienlto de] asunto,. el cllal
comj,I,':rlza, generalulenlte, con la notiJicación a la ('onl:¡r¡¡parte. Tanto más cuanto que el fundarnento
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inicial de la jurisdicción de la Corte, al tenor de lo previsto en el artículo 61.1 de la Convención, radica
en la voluntad de la Comisión o de los Estados Partes.

4'9. La notificación formal de la demanda en un asunto contencioso ante la CCHI:e no op:~ra de
manera automática sino que exige un examen preliminar del Presidente para verificar si se han
cumplido los requisitos esenciales die la instancia, Así lo ha establecido de manera expresa el artículo
2'7 del RI:~glamenlto vigente, que recogió la práctica reiterada que se había seguido con anterioridad.

50. El retiro de la demanda en el caso sub iu,¡¡:ce no puede entenderse comprendido en las
situaciones regulladas por el artículo ,12 del Reglamento aplicable en la fecha de presentación de dicha
demanda, ya que ese precepto S(~ refiere a las hipótesis en las que ya está entablada la controversia ante
la Corte, casos en los que LlI renuncia unilateral o bilateral de las partes a continuar el procedimiento no
puede hacerse libremente. pues "/J'la COl'tl: podrá, teniendo 1m cuenta las respol1sa17iNdades .¡u.e illcum'¡',~n a
ella.. decidir l1ue Plros¡iga el eXam!e11 del caso ...'! (numeral S),

~;11. En el caso sub judice la solicitud de retiro por parte de la Comisión se produjo con anterioridad
a que el Presidente de la Corte pudiese efectuar el examen preliminar de la instancia y, por tanto, que
estuviese en posibilidad de ordenar la notificación de la misma. El Presidente ni siquiera había tenido
conocimiento de la comunicación die II de junio de 1199'1,. dirigida por la, Comisión al Gobierno para
hacerle saber de la interposición de la demanda en los términos de'! artículo 50.2 del Reglamento de 11a
Comisión.

S2. La solicitud de retiro no era a primera vista injustificada o arbítraria y,al que la Comisión en SlLI

nota de 20 de junio manifiesta qUE' el retiro obedecía "~! la eoiiciiud cid Hus:tl'ado CobúnlO del Perú y con I!.I
.f1'n de que el procedí111J~ento no oJl~e.2;ca dudas en cuanltD tl su correcta apNcaclól1:" as{como p~!ra resgw~rdtll' d
in¡fl~rés: 'ü' ,las p'll'tes., tal1to del gobit~rno como de I'os petl'cúmal'ios ..." De acuerdo con el principio de buena fe,
no se podían poner en duda los motivos aducidos por la Comisión para el retiro de su demanda.

S3. En virtud de todo 10 anterior, la Secretaría de la Corte, por instrucciones de 11'1 Comisión
Permanente, se limitó a acusar recibo de la nota (h:~' retiro, PI:'lrO sin calificar el acto mismo o su
oportunidad Ix.rque,. no habiendo entrado el Presidente al conocimiento del asunto cuyo trámite no se
había iniciado, ni éste ni la Cormsión Permanente hubieran podido calificarlo.

54. Estas consideraciones no se oponen a la: jurisprudencia previa de la Corte. En un case anterior
((lzso 1/eMi;quez J;~odn:5~ue¡:. Excepciones F¡reJil1l1'¡~!ares,. supra 37, párr. 75) la Corte opinó que "la circ~mstallci"

de t1ue ,la Conúsl:ól~~ haya ¡intnJliUC1~do el caso I~tral~ la Corte, inetp~{:uocmnen;te indica que cesó :su t'ramüación jjll~

con.fl}l'midati con los ptocetUnrientos el augo de aquélla, paraser :5omeh!do a mrreglo Judicial. La presentacián de lá
denUlnd~~! anJe fa Corte aCI~I:rrea" ipso [ure, el tér:miIH) de la sustlll1:ciaóón del' asunto por la Conúsl:ón ..." En
aquella oportunidad la Corte se refería a la: imposibilidad de que un caso se introdujera ante la Corte JI
la Comisión prosiguiera con la sustanciación del mismo. La Corte no precisó entonces el sentido de
"introducir un caso' o "presentar la demanda" ni quiso, por supuesto, referirse alas mociones y actos
posteriores de la Comisión corno sería retirar un caso" luego die presentado a la consideración de' la
Corte" que es precisamente 110 que debe tratarse ahora.

SS. No existe en este momento razón alguna para que la Corte se pronuncie sobre si 11,,1 Corrusíón
entendió e] retiro corno una cancelación de JI03l instancia o una renuncia a seglJlir con el trámite. aún
judicial, del caso. La Comisión ha manifestado que no fue así y no consta de las circunstancias que
aparE~cenen el expediente 110 contrario. Antes bien, en 11,,, propia carta de retiro la Comisión hace constar
La, intención opuesta (Cfr. Barcelona Tracl'ioll, Lighl' alld Pouier Company, Limited, Prehmú¡¡zl'Y ObiecUons:"
Iudgment.L C. J. Reports 1964, pág. zu
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S6. Tampoco interesa decidir si los actos anteriores de la Comisión eran nulos por errores en el
trámite o si el derecho de defensa del Gobierno :S¡E~ había visto afectado por la falta de remisión de unos
documentos,

~;7. Lo que sí se debe analizar 'E!S si el retiro SIE~ produjo a instancias o 1110 del Gobierno perU31I\O y el
beneficio que éste pudio derivar del mismo. Para ello hay qUE! puntualizar que la nota peruanal en que
solicita "no somete,' d caso a la Corre" llega a la Comisión en la misma fecha en que ésta lo envía por
transmisión facsimilar al tribunal, DE~ allí resulta claro que el Cobierno no podía solicitar el retiro ele un
caso quejO a su conocimiento, no estaba aún presentado.

La nota peruana" sin embargo, contiene la insinuación de que los vicios que' --·,en su opinión-« tiene el
trámite del caso, "invl~IHdarnj' cUI~llqlll:el' olnl 1~liroced¡imitml'o~llllu,~'plledtl(n( dai' o¡rigen \1 j\,cuHa/n/ al Pení a
¡¡rlIJibú~sl~' en lo SUCt~s:h,o a convalida,' con su lt~~:]rf¡¡Cl!1~~~:ÓÓ11' fales actos...u

58. Podría entenderse que las dos cosas, es decir, la solicitud de no presentación de la demanda por
la consideración de que podría haber nulidades en el trámite y la insinuación del Gobierno pel"Llano die
que no participaría en IE'II proceso. indujeron 031 la Comisión a retirar el caso.

59, En su nota del 26 dl,e agosto el Cobierno insiste en que el retiro de la demanda fue 'LlI1. acto
unilateral'! de la Comisión, no solicitado por el Perú, En la audiencia la Cornisión reconoció que "iel»
cli,~l'tiJ' ,que el Co¡'iennl del Perú no pl:dió el retiro del C,~L50, ni' pitll:Ó tll ¡'el~lperhll"a". En esas condiciones, es
indiferente si se benefició o no" como lo arguye la Comisión, de los nuevos plazos que fueron un dedo
del retiro porque, aunque 110 hubiera hecho, ello no le impedía alegar el vencimiento del plazo como
excepción preliminar. El hecho de retirar el caso no menoscabó el derecho de defensa del Estado
pl~'ruaiIloni I'E' irnpidíó ejercer cualquiera de los otros derechos que la Convención le reconoce.

60. Entre L3' fecha del retiro del caso JI la presentación de la 11IUeV,¡¡ demanda, transcurren Huís de
siete meses. Independientemente de si el plazo original venda 12'11311 de mayo o el ~; de junio de 1:991, no
hay duda de que el 14 de febrero de 1992" excede con mucho los límites de temporalidad y
razonabilidad que la Corte ha dicho que informan el procedimiento. Si 1031 Comisión entendió qw,' el
Gobierno peruano había solicitado el retiro, tal petición, IXII' razonable que fuere, no podía ser atendida
pOI' estar agotado 12]1 plazo que ]1,31 Convención concede paJra íntroducír una demanda y. como queda
dicho" no e:5 uno de aquellos factores que hubieran podido implicar la suspensión die los términos.

61. La Corte declarará, sin haber entrado a 'la materia de fondo a que se refiere ía demanda de la
Comisión, que ésta fue extemporánea. Sin embargo. de tal lectura del articulo S~I 'Se infiere que una
declaración de este orden no puede implicar lia neutralización de los demás mecanismos de tutela
contemplados en tal Convención Americana y ~que" en C()1rl5~E~CUel1Icia, la Comisión conserva todas las
demás atribuciones que le confiere ese artículo lo que, por lo demás. coincide con el objeto y fin del
tratado.

62" Declarado lo anterior es innecesario qUle 'la Corte analice' L31:S" demás excepciones.

63" La Corte debe gUall'dalr un justo equilibrio entre la protección de 105 derechos humanos fin
último del sistema, y la seg:uridadjlHfdieal l' equidad procesal que a5eguran la estabilidad Y'
confiabilidad de 'la tutela internacional, En el caso sub, iud¡'ce continuar con un proCiE'so enderezado a
lograr la protección de 105, intereses de las supuestas víctimas, estando de pür medio infracciones
manifiestas a las regtms procedimentalcs establecidas en la propia Convención, acarrearía la pérdida de
la autoridad JI credibilídad indispensables en los órganos encargados de administrar el sistema de
protección diederechos humanos.
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:I'OR '1[,AN'ro,.

LA CORTE

1. Declara que la demanda de techa lA~ die febrero de 1992 fue interpuesta por la Comisión fuera die!
plazo establecido en el artículo ~j,Ll de 1031 Convención,

por unanimidad

2. Declara que la Comisión mantiene las demás facultades que le confiere el artículo 51 de la
Convención,

por unanimidad

3. Ordena archivar el expediente,

Redactada en castellano e inglés haciendo fe el texto en castellano, Leída en sesión pública en la sede
de la Corte en San losé, Costa Rica, e13 de febrero de ]993.

(O Héctor Fix-Zemudio
Presiden te

(f) Sonia Picado Sotela

(:O Alejandro Montiel Argüello

(O Asdrúbal Aguiar..Aranguren

(O Manuel E. Ventura Robles
Secretario

(If) Manuel E. Ventura Robles
Secretario

(¡f) Rafael Nieto Navia

(:O Hcrnán Salgado Pesantes

(O Manuel Aguirre Roca

(O Héctor Fix-Zamudio
Presidente
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CDH·-Rl/93

CORTE l[NTIE~RAMlE:IUCANADE DERECHOS HUMANOS

Decisión aprobada por la Corte durante su Vigésimo Séptimo
Período Ordinario de Sesiones" en la sesión número 2

celebrada el día 25 de enero de 1993

LA CORTE ACllJIEiRDA:

l. Reformar el inciso 4 del articulo 24 de su Reglamento y reemplazarlo por el siguiente texto:

Si la Corteno estuviere reunida, el presidente.. l2:111 consulta con la comisión pennanenb::::: y, de ser
posible, con los demás [ucces, requerirá del gobierno interesado que t0111le las medidas urgl:::ntes
necesarias y q11J'E~ actúe de manera t03¡il qUt: las medidas provisionales. que después pueda tornar la
Corte 12:n supróximo periodo de sesiones" tengan los efectos pertinentes.

2.. Esta reforma entrará en vigencia el partir del 26 de enero de 1993.

(1) Hécl:or Fix-Zamudío
Presidente

(O Manuel E. Ventura Robles
Secretario



ANEXO V

CDI-I··H2/93

CORTE INTERAMERICANA DE IDEIRIECHOS HllJM:ANOS

Decisión aprobada por la Corte durante Sil Vígésimo Séptimo
Período Ordinario de Sesiones" en la sesión número 16

celebrada el día ~¡ de febrero de 1993

'LA CORTE ACU1E!RDA::

l. Reformar el inciso :1 del artículo 45 de su RIE~glamenllo y reemplazarlo por el siguiente texto:

Las demás resoluciones serán dictadas por la Corte, si estuviere reunida, o, s~i no lo estuviere, por el
presidente, salvo disposición len contrario. 'Toda decisión del presidente" que no sea de 11111e1rO

trámite, es recurrible tinte la Corte.

2. Esta reforma entrará en vigencia a partir del S de febrero de 11993.

1(0 Héctor Fix-Zamudio
Presidente

(f) Manuel E, Ventura Robles
Secretario



A,NEXO VI

CORTE INTERAMERICANA DIE! DERECHOS HUMANOS

OPINION I[ONSUll.TIVA 01[··13/93
DEL 16 DE JULIO DE 199,~

CWRTAS ATRIBUCTONES DE LA I[OMISION
][NTERAMElUCANA DE DERECHOS HJlJMA1\,'OS

(ARTS. ,U" ·~12, 46, 4:7',. ::~~I JI sr DE ¡LA
CONVENC]ON AMERICANA SOBRE DIE!RECHOS HUMANOS.

SOUCITADA POR LOS G01BilERNOS DI!
LA REPUBLICA ARGENTINA y DE LA

REPUBLICA ORIENTAL DEl. URUGUAY

Estuvieron presentes:

Rafael Nielo Navia, Presidien te
Sonia Picado Sotela, Vicepresidente
Héctor Fix-Zamudio, Juez
Alejandro Montiel Argüello, Juez
Hernán Salgado Pesantes, Juez
Asdrúbal Aguiar-Aranguren. Juez

Estuvieron" además, presentes:

Manuel E. Ventura Robles, Secretario y
Ana María Reina, Secretada adjunta

LACORTIEi

integrada en la forma antes mencionada,



emite la siguiente opinión consultiva:

11. Los gobiernos de la República Argentina {en adelante "la Argentína") y de la República Oriental
del Uruguay (en adelante "12'11 Uruguay"), mediante escrito de 1:i'die diciembre de 19911 recibido en la
Secretaría (en adelante "la Secretaría") de la Corte Interarnericana de Derechos Humanos (en adelante
"la Corte") el ? de mayo de 1992,. sometieron a ésta una solicitud de opinión consultiva dirigida a
obtener la interpretación de los artículos ,n, 42, '~I,~l, 46" 47, 50 JI 51 die la Convención Americana sobre
Derechos Humanos (en adelante 'tal Convención' 1[) 1111131 Convención Americana") "en ;re!ación con la
sillA~acl~j;l~~ y las Cl:¡rCUI1:sfanCiil~~5 c()nc"el~j~~;'l qlJl1e señalan,

2. LaArgentina y el Uruguay solicitaron tal opínión consultiva con fundamento en el arnculo 64.1
de la Convención Americana y en los artículos 49 JI 51 del anterior Reglamento de la Corte q¡ue,. con
algunas modificaciones, corresponden a los artículos 511 y 53 del Reglamento actual de la Corte (en
adelante "el Reglamento"), que es el aplicable por cuanto la solicitud se presentó con postertoridad al ]
de agosto die 1991.

3. La solicitud de opinión consultiva plantea las siguientes preguntas:

1) Con l'l:~sp.~ct() a los artículos 41 y 42, se pide a la CO)"tE~ que dé :S1C:I 0PUUOIl

respecto a la competencia de la Comisión parra calificar y dar su criterio, C()I1l0 fundamento de S1L1

intervención, 12:]11 IE~IlI:élSO de comunicaciones que alegan una violación a ]OS derechos protegidos por
los artículos :2~3'1 24 y 2S de la Convención, sobre la regularidad jurídica d12~ leyes internas, adoptadas
de acuerdo con lo dispuesto por la Constitución, 1211. cuanto él su "razonabilidad", "conveniencia" 1[1

"autenticidad'''.

:n Con respecto él los artículos 46 )' 47 1:1e! la Convención.. :~H:! pide a la Corte l~rlW dé
su opinión en cuanto a si, en elcaso de comunicaciones presentadas al ami]pial:ro de lo dispuesto enel
artículo ,4l,4l de la COnV4211.dc5m que deben rramírarse en el marco del P,8lIC1:0 de San [osé, es
jurídícamente aceptable ql";lIe la Comisión, después de haber declarado inadmisible la solicitud, se
PJrOJ11.':I:nciÍlE!,. en e] mismo informe, sobre el fondo

3) Con Ires]F"E!cto a los artículos SO y Sl dE2 la Convención, se pide a la Corte dé su
opinión respecto a SilIE!S posible subsumir 12:111 un solo informe los dos que determinan los artículos
SO y 51 )' si la. Comisión puede ordenar la publicación del informe a. que se refiere el artfculo SO
antes de QW2: transcurrael plazo que indica el artículo 51.

4. En las consideraciones que originan la consulta, la Argentina JI el Uruguay manifestaron lo
siguiente:

4} Ninguno de los criterios interpretativos sobre los qUE~ se solicita opinión
consultiva de 1.¡3 Corte son asuntos abstractos, eventualidades teóricas que puedeneventualmente
surgir en el pJroüeso dieaplicación de la COIHJ'12:11Id6l1!" Son asuntos cspecíñcos, l1rLlE~ han sido objeto
de aplicación concreta pOlr parte de la Comisión (pOI' ejemplo en los casos 9,,:768, 9.'7f~D., 9..828, 9.8S0.
9.S9:!).

S) Los Gobiernos solicitantes estiman qlJlle~ la opinión consultiva que se solicita
reviste gran interés e importancia par;al ],al adecuada aplicación de la Convención Americana sobre
Derechos :HU1111i3IJlOS y parial el correcto funcionarniento dE~1 Sistema Regional Americano de
Protección de los Derechos Humanos, len función de los nobles y altos fi nes y objetivos qW2' la
defensa dile la pe:rS()rlCl humana debe tener siempre presente.
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5. La Argentina y el Uruguay designaron corno agentes i3I sus Embajadoras en Costa Rica Alicia
Martínez Ríos y Raquel Macedo de Shepard, respectivamente.

6. Mediante nota de 26 de mayo de 1992 1031 Secretaría, en cumplimiento del artículo 54.1 del
Reglamento" solicitó observaciones escritas y documentos relevantes tanto ,31 los Estados Miembros de
la Organización de los Estados AmelllG31J10S (len adelante "la OEA") como" por intermedso del Secretario
Ceneral de ésta, a todos los órganos a que se refiere el Capítulo Vlll de la Carta de Ia OEA.

''l. El Presidente de la COJr'b¡:~ (en adelante "el Presidente") dispuso que las observaciones escritas y
los documentos relevantes fueran presentados enla Secretaría antes d'E'116 de noviembre de ]99;~.

8. La comunicación de la Secretada fue respondida pOlr los gobiernos de Chille, Jamaica, Santa
LUCÍa,. México, Panamá y Costa Rica JI por la Comisión Interamericana de Derechos. Humanos (en
adelante "Ita Comisión" o tilla Comisión Interamericana").

9. Las siiglJlien1tes organizaciones no g1Jlbernarnentales presentaron sus puntos de vista sobre la
consulta como amici curiae: Federación latinoamericana de asociaciones de familiares de detenidos
desaparecidos (FEDEFA1\i1),; Familiares, madres y abuelas de detenidos desaparecidos de Mar del Plata;
Centro por 11", justicia y el derecho internacional (CEjIL); Americas Watdh; International Human Rights
l.aw Croup: Centro de estudios legales. y sociales (CELS); Centro por los derechos. humanos y el
derecho humanitario de American University: Programa venezolano dieeducación y acción en derechos
humanos {PROVEA); Centro por la acción legal en derechos humanos y Washíngton OH:iüE~ on Latín
America. También presentó un escrito como amiClls curiae la señora María Elba Martíncz, en su
condición de abogada de la Fundación paz y justicia-Argentina y apoderada de algunos particulares
ante la Comisión.

10. Siguiendo instrucciones del Presidente y mediante 11I01a:, del :1' de octubre de 1992, la Secretaría
convocó a los Estados Miembros y alos órganos de la OEA a una audiencia pública, la cual se celebró el
1 de febrero de 1993 a las 15:IXI horas.

1I. Previa consul ta con la Comisión Permanente de la Corte, el Presidente autorizó a participar en
dicha audiencia a los siguientes organismos no gubi~'Jrna:rneJntal¡e:s de carácter internacional: Arnericas
Watch, Centro por la justicia y el derecho internacional {CEJIU e International Human Rights Law
Croup,

12. Comparecieron a esta audiencia pública:

POI' 'el Gobierno de Cosita Rica:

Elizabeth Odio Benito, Ministra de [usticia ji Gracia

POI' ell Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos:

Miguel Angel Conzález Félix, Coordinador de Derechos Humamos y Narcotráfico de la
Secretaría de Relaciones Exteriores

Mario L Alvarez Ledesma, Director de Estudios Sociopolíticos y Derechos Humanos de la
Secretaria de Gobernación



Por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

Marco Tulio BJr1JlIli Celli, Presidente
David J. Padilla, Secretario Ejecutivo Adjunto

Por Américas 'Walch::

Juan E. Méndez

Por él Centro por lajusticia yel derecho internacional (CE)IIL):

José Miguel Vivanco

POl' el International Human Rights l.aw Group:

R,:~:d Brody
Felipe Conzález.

1

113. Esta consulta ha sido sometida a la Corte pCH' los gobiernos die la Argentina JI del Uruguay de
acuerdo con la potestad que les otorga ell artículo 64.1 de la Convención. Ambos son Estados Miembros
de la OEA y, pOl' tanto, tienen el derecho de solicitar a la Corte opiniones consultivas acerca de la
interpretación de la Convención.

14. La Corte estima que lasolicitud cumple forrnalmente las exigencias de lo dispuesto en el
artículo ~¡1 del Reglamento, según 1:,:1 cual p"'l'a que unasolicitud sea considerada pOlr la Corte las
preguntas deben ser formuladas con precisión JI especificar las disposicsones que deben ser
interpretadas, indicar las consideraciones qUE' originan la consulta y suministrar el nombre JI dirección
del agente.

15. El hecho die que una solicitud reúna lbs requisitos del artículo 51 no necesariamente significa
que la Corte esté obligada a evacuarla, La Corte ha reiterado que su competencia consultiva es

d:12~ naturaleza permisiva y qUlIE~ comporta I~J poder de aprecíar si las circunstancias en <luese basa la
petición son. tales que la lleven a no dar una respuesta C"'O"lr()!~ :tl~,~r'~jQr,~fos" ol'i'f'it() I~rle' ,,~ ll"1C:iól~t

COJ1SI"Ulr'[l~r ,l~! ,f¡:;¡ CO'·ltE~ {¡:;U"¡f. ~;~~ CICI;f:U1~~"I(:ió11: J~L"t~~"Ü:llll'U¡ ~:ob1·je' n~~"I~dICJ:; l,hul1l11:I'lI,CtSJ, Opmién
COIlsuIIH"" OC·Vll.:! del :1:,1. d .e setiembr.e de l'¡'ll·:!. Serie A No. 1" párr, :1:8;'.

En. esa misma opinión, la Corte advirtió que

[lla función consultiva de la Corte no PllIE!dE~ desvincularse de los propósitos de la Convención:
Dicha función riene pOll finalidad coadyuvar al cumplimiento d12: las obligaciones internacionales
de los Estados Americanos en 10qlllE! concierne a la protección de los derechos humanos... Es obvio
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que toda solicitud de 0pu\1on consultiva que se aparte de ese fin dehilitarfa el sistema de la
Convención y desnaturalizaría la competencia consultiva de la Corte ObÚ~'., párr, 2S).

y sería inadmisible toda solicitud que

conduzca a desvirtuar la jurisdicción contenciosa de la COf'b2'1 1) len gEmeral, a debilitar () alterar 12~1

sistema previsto por la Convención, dile manera que puedan "E~I'S(~ menoscabados los derechos de
Ias víctimas de eventuales violaciones de los derechos humanos (lbid., párr. ~n.).

En cada caso hay que considerar las circunstancias para determinar si existen elementos que conduzcan
a no emitir una opinión <consultiva.

16. En la solicitud de opinión consultiva en examen los gobiernos manifiestan que "tnlinguno de los
crUen:os hrl'erpr,e,taUvos sobre los que se solicita opilúón consultiva de la Corte son asuntos abstractos,
er}enl~wlUdadf~5 teóricas que pueden everrl:ua,[menh' surgir en el proceso de aplicaciórl de la Convenc:ión. Son
asuntos especiiicos; que h~lrl sido ohieto de a/1l'1'caciól1 concret'l por parte de la Conú51:ón"" En apoyo de ese
argumento citan cinco casos tramitados ante ella.

1'7. El hecho die qlliE' en la solicitud de opinión consultiva se citen casos específicos en que la
Comisión ha hecho aplicación concreta de los criterios sobre los que se pide respuesta, puede ser un
argumento en favor de que la Corte ejerza su competencia consultiva ya que no se tirata de
"especulaciones PU1',~!menjLe acadénúcas si'n una previsible lll,Ncación a sifuacüme.s: concretas j~i~¡e jusJ¡iftquen el
htte,.é; de que se le11~I;ita taza opz'niófl cOflsuUiva" ('GI~!"I~r',~~í'4~I;s [udiciales en e:;1~tldiOS ti'e e1'1'1~e;r~~'el1!Clia Úu..ts. 27..2l

25 Y 8 COnI'I'/ICÜ'n: Amel"icm~rtl soibre Del'ecilO$ Humunos), Opmíón Cnnsulfiva OC·'l'lH~' del 6 de
octubre c1'2' 1I98'i', Serie A No. 9, párr. H,J. Naturalmente, la Corte no está facultada para entrar al
examen de esos casos" y,a que 1110 han sido sometidos a su conocimiento por la Comisión o por los
Estadios interesados.

IR, En una oportunidad anterior en qw" la Comisión 11;1VObajo su consideración varios casos contra
el Estado solicitante de una opinión consultiva, la Corte entendió "'que i~ma respuesta a ltlS: p:n~guntas,,,,,, que
podl'úl traer como I'esultado ulla solución de m,m¡nr ellcubierta, pOI' ¡la oia de la opil11'ón collsuUiva, de asuntos
U.ti~~1!OSOS aún no sometidoe I~ COI1~sl~deJ'ac¡[ón por la Corte, sin que las VÜ:tJI11Ij~~; I~engan 01jIOrluni'dad en el proceso..
,iJ'sl'ol's;Íolltlriá el s;Íshnla delu Convellcióll" y" por tanto, decidió no responder la consulta (Compatibilidad
dl~~ J4l~~ Proyecto .jfje, l.le'y con el j~t"iflcj~d'j~) 8..2,.h dt~ la Con1~',e~nci'ó:tl i\,:r'l.~J·i(;an" ,s:obt'e I),ered1:os jf~r¡~f111!1~!"O,s:j'

Opinfén Consultiva 0C'··]12/91 del 6 de diciembre d'E11991l. Serie A No. 12:" párr. 28).

19. Lo anterior 1110 quiere decir que la Corte no pueda emitir una, opinión consultiva a solicitud die
la Comisión cuando un asunto está pendiente ante ésta ya que "sí se le impidiera I~ la Com¡~;új¡1~ soUcUa;r un~!

O/ll'n:ióll col1sultlva :51:mp/emelll'e porque UlIO o mús gO!>;Íen1.os se errculmtl'llll ;ÍllvolUCl'lldos en lara disputa COII la
Comi'sión sol\l'e la hrterprel'ación de un~r ,iJ'sposiciólI [dela Corwel1Cl'ónl, muy :rata ve;: podria ésta valerse de la
competencia cOIIsul'fiva de la Corte", I'Re,s: tl'¡'CCli(m,E':5 ti ,!tI P"E'I~1l1 de 11~lu,~de (urts. ·1',,2 y~!A COl~II"?IU';iál~1

,'lme¡r1:c,~!Iltl sobre Del·echos HWllanos),. Optnión Consultiva OC-3/83 d'E,I 8 di' setiembre de 11983" Serie
A No" 3, párr, 38)1, Corno antes ~;EI dijo, 10 importante es qu", no S'E' trate de desvirtuar ",11 sistema de la
Convención, buscando una solución encubierta die asuntos litigiosos en perjuicio de- las víctimas.

20. La. Corte no encuentra en la solicitud presente que se den presupuestos pa:ra abtenerse de
resolverla, por lo cual la admite y pasa a responderla.
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21. La primera pregunta planteada por los gobíernos "con respecto ¡¡ los al'J::ículos 41 y 42" de la
Convención, se refiere él "lu C0l1~!pe.tencia de la COi~~!isiÓl1 para caliiicar y dar su criterio.." en. el' caso de
cOllwnicac¡Íones que ai'eg,m lUla v:io1acióI¡" de ciertos derechos protegidos por la Convención (los die lo",
artículos 23, 24 Y 25)!'"sobn~ la n~g:~tlar;idad iuridica de Il~Yf~5 l~nte,.n,~!:s:!' adop¡~,~!d,~~5 de acuerdo C0l1: lo dispuesto por
I'a COl1slüuciól1 [de UI1 Estado cualouiero], el1 cual1 io a SI" 'ra:¡oJ1l¡bllid~ld', 'conveniencia' o ''au,tenh:cúj'ad''·.

22" La Corte no encuentra razón alguna ni la solicitud la trae para distinguir los derechos señalados
(arts. 23 ··derechos poíincos-, 24 .·-igualidad ante la liey-,· y 25 ..-protección judicial-..) de los, restantes
enumerados en la Convención. Esta no establece una jerarquía de los derechos protegidos por ella, Las
distinciones en rnateria de derechos humanos en el sistema interarnericano son, principalmente, las que
tocan con los derechos a cuya protección se obligan, bien los Estados Partes en la Convención o bien los
Estados Miembros de la OEA pero no Partes en la Convención; en este último caso sólo los contenidos
en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y, en particular, los mencionados
en el artículo 20 del Estatuto de la Comisión (ver Il1ltel'lt""e'¡¡'lCüíl1 de la Decl'lJ'"óÓl1 ilmeric,m" de Ios
D,E\rl?dlO:S: y Debel"~s: dd Hombre el1' ell1wr,:o del articulo 6'1 'ü' ,r" ComJl?lldál1 ilmenicul1l1! sobre Det'echos:
jfJrum,~!'lIJ':s" Oplnién Consultiva OC-:[0/89 del Id de julio de 1989. Serie A No, 'lO" P'ÍJrl'. 4lSJ; y las qUE~ se
hacen en el artículo 27 de la Convención sobre los derechos que no pueden ser suspendidos en "caso de
gi~ff~rJ'a. de pei.figro rnlb1iCl:J' (1 de ol,Lra em'le1'genciCl qUl~ j1~1~r.[e.~tace l!a iniiependencia D s,e~~'i~/nfd,r.tt:i/ del Esiatio". En el
inciso 2 de ese artículo aparece mencionado el artículo 23 como uno de los que no pueden ser
suspendidos, pero no el 24 ni el 25. No obstante, en su opinión consultiva sobret'Carantías Judiciales..."
¡[5upm 17, parrs, :Z:Z a 2'0 la Corte interpretó que el artículo 2~j.l contiene algunas de aquellas garanrías
que no pueden ser suspendidas. ]\[0 existiendo, sin embargo, razón alguna para que la opinión de la
Corte se refiera solamente a los tres artículos mencionados en la solicitud, ésta omitirá la distinción en
su respuesta.

23. Varios de los artículos de la Convención, en particular los que aparecen en la seccron 2. del
capítulo VIII bajo el acápite FUlIldOlH!S JI el artículo 44 qUE' forma parte de la sección 3 Competencia, se
refieren el las atrfbucioncs de la Comisión, Desde el comienzo, las dispostciones del sistema
Interamericano le han encomendado a la Comisión la "promojción] de Jos derechos humanos"
(Resolucién VHli, V Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores, Santiago, l'3'.59,
Documentos Oficiales OEA, Serie C"H. S., ·1,.-6)1 o "promover la obser¡;>m~'á,1' y la 'Ü)\~11sa de los derfd\os
humanos" (Art. 1L11 de la Carta de la OEA reformada por el Protocolo Eh, Cartagena), como lo r",coge
textualmente el artículo 41 de la Convención. Es esa la función principal de la Comisión y la que
condiciona y regula todas las demás que ella tiene, en particular las «(1111' le atribuye el artículo 4] y
cualquier interpretación que de ellas se haga tendrá qw:' estar sujeta a ese criterio.

24, Entiende la Corte que la solicitud no busca una interpretación integral de los artículos 41i y 42,
sino UI1la opinión sobre si, COIl base en esos artículos, la Comisión podría, en el caso de comunicaciones
en trámite (probablemente aquellas a que se refieren los artículos 41J y 44 Y 45) o al referirse él las
copias de los informes y estudios que le envíen 10:5, Estados en aplicación del artículo 42, pronunciarse
sobre la "'n~guhr¡r¡:dad iuridica de leues internas. ado'7J:adas de i~cuerdo con lo dispuesto POJ' flJ Conslihtcián, en
cuanio a s ~t "JrllZcmabihdad' ,'conv~~'l1'ienc¡ia " o 'áutcnticidaá".

25. En una opinión consultiva la Corte tuvo oportunidad de referirse in eJCt,~ns() al sentido de la
palabra "leyes" en el artículo 30 de la Convención" es decir, aquellas mediante las cuales se adoptan
restricciones a los derechos y libertades reconocidos en ella. EIl aquella oportunidad definió la ley
corno "nOn1~!a Jurídica de c.::ir,rtictcr genera), ceñida al bien común, emanada de los árganos legl~;ltlUvos
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c011slii~uciol1.af¡~r¡!I~'¡r¡~te ;~'fl~1:.l'l~)':OS y ,~'e111()cp'ál~:io~I¡~~re¡r¡tte ,el~e~~,!d(]ls, y el'lboradt~ según el p'1~o(:edú11!ú'nto e:s:tabl,e~cido p~JJ' las
cOl1sHhlCilmes de los E'sl:/ldos P,~lrl',e'S para I~l.liwmaóón de las If,\',e'S" {J~"~ll?"p¡rl?l¡iá;,, ""l,E~\WS'" en el articulo JO l~r,E'

la C,o'm,!'~lcián ilme":ictII~!U so'!',,,!, De",!'CI~IOS jfj'1l11~!,~1II0:S:" Optnión Consultiva OC,·6/13:6 del 'lI de mayo de
1'5186. Serie A No. 6, párr.. 38}, definición a la que llegó con base en el análisis de los principios de
"legalidad" y "legitimidad" y del régimen democrático dentro del cual hay qlH! entender el sistema
interarnericano die derechos humanos (parrs, :2::JI JI' 32). Estas interpretaciones de llial Corte :~~,! refirieron
exclusivamente al sentido de la palabra "ley" en el artículo 30 y nada autoriza para extenderlas a otros
supuesto", en los cuales la Convención se refiera a la "11~Y" o. en cualquier otro contexto, se hable de
"ley", Habría que entender, entonces, que tal expresión, utilizada en la consulta, "IJle~~'es Útj:le1~I1t~s, ad(~~'tatias

'ü' aClul'do con ro d.is.¡n!fSlcO por ,¡~I Cons.tih¡c,i6n" se refiere a cualquier disposición de carácter general y no
exclusivamente a la ley en sentido estricto.

La Corte entiende la expresión "regutaridad jurídica de leyes linternas, adoptadas de acuerdo con la
Constitución", como referida, en términos generales, a la conformidad de las mismas con el
ordenamiento [urídíco interno e internacional,

26. Son muchas las maneras corno un Estado puede violar un tratado internacional y,
específicamente, la Convención. En este último caso, puede hacerlo, por ejemplo. omitiendo dictar las
normas a que' está obligado por el articulo 2. También, por supuesto, dictando disposiciones que no
estén en conformídad con lo que de él exigen sus obligacíones dentro de la Convención.. Si esas normas
;SI" han adoptado die acuerdo con el ordenamiento juridico interno o contra él, es indiferente para estos
efectos"

2? En estas circunstancias, no debe existir ninguna duda de que la Comisión tiene a ese respecto
las mismas facultades que tendría frente a cualquier otro tipo de violación y podría expresarse en las
misrnas oportunidades en que puede hacerlo en los demás ca!;os. Dicho de otro modo.. el hecho de que
se trate die "leyes internas" y de qU(~ estas hayan sido u,~!dopl'adas de acuerdo con lo dis~7J~:esto por la
COllsliitución", nada significa si mediante ellas SI,' violan cualesquiera de los derechos o libertades
protegidos. Las atribuciones de la Comisión en este sentido no están de manera alguna restringidas
por la forma como la Convención es violada.

28. Podrían mencionarse situaciones histéricas en las cuales algunos Estados Ihan promulgado
leyes de conformidad COl1l su estructura jurídica pero que no ofrecieron garantías adecuadas para el
ejercicio de los derechos humanos, impusieron restricciones inaceptables o.' simplemente, los
desconocieron. Ta]1 como lo ha manifestado la Corte.. el cumplimiento de un procedimiento
constitucional "no impide I~n todos .ros casos que una ley ,~!probad~l 1"01' el' Pal',~unento l'Iegue a Sé" vio¡'atoria d,~ 1'05
deirechos J1!umul1osl'I (t4~! e:i~pJ~e,s:iál~! "j'eyesU ,eJI 4?JraJ·:t'ü~~d'o 30 de la Cou4jl,e'J~!,ciálr¡[ ,.1l111'~e1rJ~Catll~ sobJ',e ))4?J'elchos
l~rU1r.r.~t¡J~tOS" SUI~I¡r.~: :2~S.r párr. 22)1.

29. Esto no sígnífica qUE' la Comisión tenga atribuciones, para pronunciarse sobre la forma como se
adopta una norrnajuridica en el orden interno. Esa es función de los órganos competentes del Estado.
Lo que la Comisíón debe verificar, en un caso concreto. es si lo dispuesto por la norma contradice la
Convención y no si contradice 12,]1 ordenamiento jurídico interno del Estado, La atribución otorgada a la
Comisión para "[ormular l~ecmnendacÚJ11!es, .. u Iosgohiernos lte los l~st'ados }Vril~mb,.os para que adcr¡~'tetl lneltl'dm;
progresivas en [aoor de los derechos humanos del~~t·tO del nlmrco 4~rj~' SJ~S j'ey,e,s: úlj~et'nlZS y sus pJl"ec.f~pt{)S

clmsl'itlu'i.nwle,," (art. 41.b) o el compromiso de los Estados de adoptar las medidas legislativas
necesarias palra hacer efectivos los derechos y libertades gaf'atnhz.ado:s, por la Convención '''¡ClO'' an~,egljJI la

s'us 1"l'()Ce.¡I'¡l11lil~rrj:()s clm,s::tduc:ilmul'es" ('HI. 2) (destacado de la Corte), no le dan a la Comisión facultad
para calificar el cumplimiento por el Estado de los preceptos constitucionales en ]la elabor,acicín de las
norrnas internas.



-54·-

30. En el ámbito internacional lo que interesa determinar es si una Iley resulta vinlatorta de las
obligaciones internacionales asumidas por Uf1 Estado en virtud die un tratado. Esto puede y debe
haoorlo la Comisión a la hora de analizar las comunicaciones y peticiones sometidas a su conocimiento
sobre ViOIiaICliOIU'S de derechos humanos y libertades protegidos por la Convención.

31. Esta delimitación de las arribucioncs de la Comisión de manera alguna afecta el vínculo entre el
estado de derecho y la Convención. Como ya lo ha dicho la Corte 'el CDIlc,epto de derechos y libertades y,
J~'(!lr etlde el de sus garantú¡s, lSl~~~ÚI1: el Pacto de San iosé¡es '" hlSermn!bJe del Sl~;te111a de valores ~Il principios q~{e

lo instúra'" i(f::lr J1dbeas cotp;r.rs balo ;slllr.s:peUSJ'ÓH de gartUl¡~{jr¡!S (mrl~s,. 2:7'.2, 25.Jf y 7.6 Con:venció" An';re,nk:,fHla

soImE' Del',E'ci\ws HMIIWlIOS,i" Opinión COI1.SUHiVill OC..i3i/8~1 del 30 de 'E~I1I~lr() de 198'i'. Serie A No. 8,. párr ..

,2;6). Dentro de tales valores y' principios apaJrcce q¡ue "la de:rrroCiracÍL¡~ 7'c]Jresentalivll es dctcrnún~mte en l~O{¡~O

el sisJe:ma del' que la Conve'1óón fonntl parle'" (La eXJ~t;r'esl~áll "leye;sll' en el articulo 30 de la Conv'encián
Anwl'iCtllitU sohn~ Derechos H:LfllWlIOS, SU¡t,I'U 2S,. párr, :HJ. Ha señalado también la Corte que "el pr¡'nc:ipio
de la legalidad, las l:ns:lil:ucíiones de1nocrú,ticas y el Eslwi'o de D~I~1'echiJ son hrseparabtcs rt y que "lc¡» una sociedad
democrática Jos d,r1~echos y libcríodcs ú'l}ll~rCnl~CS a la persona, sus gaTant¡~~:s y el Estado de [>,erccho (on:~Ntuycn

~tna tríáda, cada uno de CI<~'05 componente» se dfiinc, completa'y adquiere scnhdo ,~'n función de '/0:5 otros" a~:l

Jráhel~ls corpus bajo suspension d,e gtu·,cl1Jtt'a.s:¡, párrs, 24 y 26).

32. Conviene. ahora, considerar el asunto de los tórrninos "razonabil idad", "conveniencia" y
"autcnncidad' .. mencionados por los gobiernos solicitantes en la primera pregunta. Se solicita de esta
Corte una opinión sobre si la Cnrnisión puede aplicar estos vocablos para "califioar )f dar su criterio"
sobre leyes internas discutidas en el marco die los artículos 4"1 y 42 de la Convención.

33. La "razonabihdad" irnplica un juicio de valor y. aplicada a una ley, una conforrnidad con los
principios del sentido común. Se utiliza, igua:lrncntc,. referida a par.irnctros de intcrprct.ición de los
tratados y, por consiguiente, de 1", Convención. Siendo razonable lo ¡\JI sto. 10 proporcionado y 10
equitativo, por oposición a lo injusto, absurdo y arbitrario, es un calificativo que tiene COl11tCII1idlo
axíológico que implica opiníón pero, de alguna manera, puede emplearse j;urídicarncntc C(·.n1("I, de
hecho, ]10 hacen con frecuencia los tribunales, pues toda actividad estatal debe no solamente ser válida
sino razonable. En cuanto a la "conveniencia de una 'ley la cuestión se puede prestar a apreciaciones
de carácter subjetivo, salvo que la expresión se utilice en el sentido poco usual de "correlación o
"conformidad" entre las normas internas y las provenientes de la Convención. J\cs¡.x'cto de la expresión
"autenticidad" de una ley, que podría poseer el signif:icaldojurídico die lo verdadero. cierto o leg.,'Ilizado
de modo que haga fe pública, parece no tenerlo en el contexto de la consulta,

34. En el trámite die las comunicaciones individuales es indispensable que se alegue que ha habido
una violación dela Convención por parte ele un Estado, Es este un presupuesto de admisibilidad (art.
47"b) y las facultades de la Comisión están dadas p.ara determinar que esa violación efectivamente
existe. En ese orden de ideas y respecto de normas legales, le corresponde dictaminar si violan la
Convención. En efecto, frente a los órganos intcrnacionalcs de aplicación de la Convención, una norma
interna no puede tener tratamiento distinto al de mero hecho. En esto no existe diferencia entre la
responsabilidad de un Estadio derivada de violaciones a la Convención a través de un precepto interno
y el tratamiento que en el derecho internaciunal general reciben las disposiciones internas violatorias de
otras obligaciones internacionales.

35. Una norma interna puede resultar violatoria de la Convención por 9['1' irrazonable o porque no
resulte "conforme' con ella y, p'or supuesto, una ley contraria a las obligaciones de lLLr1 Estado derivadas
de la Convención no puede ser estimada "razonable" ni "conveniente". La Comisión estaría facultada
para emplear esos calificativos en este COJlt'tCXI:O. Ciertamente lo está para usarlos cn Ias consideraciones
globales de 1105 casos. No obstante, debiendo las funciones die la Comisión estar ajustadas a derecho.. la
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terminología que utilice debe ser cuidadosamente seleccionada y evitar conceptos que pudieren
resultar ambiguos, subjetivos o confusos.

36. Las aseveraciones anteriores valen, igualmente. para el trámite de copias de informes y estudios
él que se refiere el artículo 42.

37. La respuesta de la Corte tendrá, entonces" que basarse en la función principal de la Comisión de
promoción de la observancia y defensa de los derechos, humanos, de la cual deriva su facultad pam
dictaminar que una norma de derecho interno, como cualquier otro hecho" puede ser violatoria de la
Convención pero no palra considerarla violatoria del ordenamiento jurídico de un Estado.

In

38. En el segundo punto de la solicitud de opinión consultiva. que se relaciona con las peticiones
presentadas de acuerdo con el artículo 44 de la Convención, se pregunta si 1031 Comisión después de
declarar inadmisible la petición de conformidad con lo dispuesto en los artículos 46 y 47" puede
pronunciarse "en el' ln:iS:l~~~O :infonl1e~ sobn~ el[ondo".

39. Al respecto se debe precisar que sil bien la Convención no utiliza el vocablo "pronunciamiento"
éste puede ser considerado corno el término genérico de otras expresiones: opiniones.. conclusiones.
recomendaciones, qlU~ la Cornisión puede emitir en uso de sus facultades de conformidad con el
artículo 41. Asimismo no es exacto hablar de un "informe' sin el presupuesto de la admisibilidad, pues
si 1,,1 Comisión declara inadmisible un asunto no debe producirse" en los términos de los artículos 50 y
SI, informe alguno (infra párr, 4l8). La Corte entiende que la preglJlIltal objeto die este análisis, se refiere
al evento die que la Comisión formule opiniones, conclusiones o recomendaciones sobre el fondo en
peticiones individuales, después de declararlas inadrnisibles.

40. La Convención determina cuáles son los requisitos que debe reunir una petición o
comunícacíón para ser admitida por la Comisión (art. 46),:ígualmente determina los casos, de
inadrnisibilidad (art, 47) la que, incluso puede declararse después de iniciado eltrárnite (art. 48,l.c). En
cuanto a la forma en que la Comisión debe declarar la inadmisibilidad. la Corte ya señaló que ésta exige
un acto expre~~(), lo cual no es necesario para la admisión ('Cl~SiJI Velás:qu~~:~N~odlr1~~~ue~~,EXt~e'jlc1ÍOl1:4~'S

Jf-'",e"ri'minlll'es,. Sentencia de 26 de junio d41' 1l~'8:1. Serie C' No. 1, parr. 40,: Caso Fa:i,.én G~ll'bi' !I Solis
Corrales, Elrcl~~lchmes Jf',.e'/imiI1!U'·e:5" Sentencia de 26 de junio de 198'7. Serie C' No. 2, párr, ,~I~; y CUS()

Godi'l~!1E'2: C;r'u,:,~ EXlc~el~'lc~i()J1~le's Ptelü~li'naresl'Sentencia de 2t) die junio dile 1987. Serie e No. 3, parr. j~:3).

41l. Los requisitos de admisibilidad tienen que ver, obviamente, con la certeza Jurídica tanto en el
orden interno como en el internacional. Sin caer en un formalismo I'IÍgido q¡ue desvirtúe el propósito y
el objeto die la Convención. es necesario para los Estados y para los órganos de la Convención cumplir
con las disposiciones que regulan el procedimiento, pues en ellas descansa la seguridad jurídica die las
partes ('C~r.5:0 CI~lymr,¡:" J~;I:CIElt,ciones P,·cUmi'na,'c:5., Sentencia di! ] de febrero de 199']" Serie C' No.. 1l4,
parrs, 42 y 63l. Ante la Comisión, un Estado denunciado de violar la Convención puede en ejercicio de
su derecho de defensa argüir cualesquiera de las disposiciones de los artículos 46 y 47 y. de prosperillr
ante la Comisión ese argumento, que el trámite de la denuncia no continúe y ésta SE~ archive.

42, La admtsibitldad de una petición o comunicación es un presupuesto indispensable para el
conocimiento del fondo de un asunto. La declaración de inadrnisibilidad de un", petición o
comunicación impedirá, en consecuencia, llegar a un pronunciamiento sobre él. En e] sistema previsto
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por la Convención para Las comunicaciones individuales" a partir del momento en que la Comisión
declara inadmisible el asunto" ésta carece de competencia para resolverlo,

43. Esta Corte ha dicho que "tels un l'J'Íncipl'o c0I1Hím11el1lte '~lCI"lt¡¡do que el' SI!sl',ema procesal' les un medio
para ,.eaj'ü~~!t JI~[ iusticia y que ésta no pl~[ede ser sacll'ijS¡o~da en el caso de mieras: [ormalidades" {Ctl~;O Ct¡y,~u·tlr

Exc,eJ~'ciOl~W,5: .I'II,dlillll!"IllI'I?S,. I¡U¡n,,¡lU, párr. 'Io:V. Mas aquí' :Sl2' trata de un caso que ha quedado cerrado y
decidirlo luego sería equivalente a que la Comisión se pronunciar", sin haber recibido comunicación
alguna,

4~4. La imposibilidad procesal, en las circunstancias antedíchas, de que 'la Comisión se pronuncie
sobre el fondo de las peticiones de que conozca en ejercicio de la atribución que le asigna el artículo 41.f
de la Convención" haciendo las recomendaciones pertinentes al Estado demandado" en modo alguno
enerva el ejercicio pDr e1L,. de las otras atribuciones que le confiere hl extenso ese articulo 41. En todo
caso, el ejercicio de estas últimas, por ejemplo las contempladas en los literales b, e JI g de dicha norma,
ha de realizarse mediante acciones l' procedimientos separados del régimen a que está sometido el
conocimiento de las peticiones o denuncias individuales que :sesustancian con apego a los artículos 44
,01151 de la Convención JI de ninguna manera puede usarse para referirse de forma encubierta al fondo
de tino o varios Cl3IS0S individuales declarados inadmisibles.

[V

45. La tercera pregunta se refiere a los artículos ~;O y SI de la Convención. preceptos que, como ya
lo ha dicho esta. Corte, plantean ciertas dificultades de interpretación (Caso Ilehisque¡; Rodriguez,
.Exce}~'c:i.JI¡r.lesP;t'eUJ~~I"J~rtH"t~S"Sli~~,,.a ,4~O, parr.•)3~: C,~ISO f'.l¡[,.én Ga"I~" y Solis COJl'l"cfl'es¡. Excepciones
Preliminares, SUpl"'~ ,tlCl,r parr, 63 y CI~ISO Godlne,: Crtrz, Excel~'clt,()nes P1"eUI~~!iJ1~,~[,.es, SUP"I~[ 40, parr, 66}.

46. E~,3iS normas ~,E: inspiraron en los artículos 31 JI 32 de la Convención Europea para, la Protección
de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales de acuerdo con 'los cuales, cuando la
Comisión Europea consideraque existen violaciones a 110s derechos consagrados por dicha Convención,
puede enviar el informe. q¡ue es uno :50'10, al Comité de Ministros a fin de que éste disponga las medidas
q¡ue el Estado afectado debe tornar, o someterlo en forma de demanda al conocimiento ele la Corte
Europea de Derechos Humanos para que 12''1 tribunal decida de manera imperativa. sobre las
violaciones alegadlas.

47. Como len ",1 sistema interamericano no fue establecido un órgano similar al Comité die
Ministros, la Convención Americana atribuvó él la Comisión la facultad de determinar si somete (:,11 caso
a la Corte o bien sil continúa conociendo del· mismo y redacta un informe final, que puede o no publicar.

48. Supuesta la admisibilidad y sin perjuicio del procedimiento previo contemplado en los
artículosdf y 49,. los artículos SO y 51 die la Convención establecen etapas sucesivas. En la primera,
l'eguladal püJr el artículo SO, la Comisión. siempre y cuando no SI;:' hayal alcanzado una solución amistosa.
puede exponer los hechos y sus conclusiones en un documento dirigido al Estado interesado y que
tiene carácter preliminar. Este "informe' se transmite con carácter reservado al Estado paral que adopte
las proposiciones y recomendaciones de la Comisión y solucione el problema. El Estadio no tiene la
facultad de publicarlo.



Una recta interpretación del artículo 50" basada en un presupuesto de igualdad de las partes implica
que la Comisión tampoco puede publicar ese informe preliminar, el cual :S~E' transmite, en la
terminologfa de la Convención, solamente "a los Estados interesados".

~~9. El artículo 4;1.6 del Reglan-ente de la Comisión, según el cual "{eJl¡irlfomze se 11'tlllS11l1:,~i,.ú a ¡I,~~;

partes hltl~I·I~s.~ld,~~5, I¡uü~ru~; I~:O estm'án.Ií1cul'tadas pm',~1 plI/¡ll'cado" JI en virtud de que frente a tal Comisión los
solicitantes y las víctimas pueden tener el carácter die partes (por ejemplo, artículo 4~j del Reglamento
de la Comisíón), no se conforma con 12'11 artículo 50 de la Convención y su aplicación ha, dado lugar a qUE!
se altere el car ..icter reservado del tnforn-e y 1,1 obligación de no publicarlo.

50. Una segunda etapa está regulada por el artículo SI y, en ella, Sil en el plazo de tres meS~E"S, el
asunto no ha sido solucionado por el Estado al cual se ha dirigido el informe prehminar atendíendo las
proposiciones formuladas en 12'1 mismo, la Comisión está facultada, dentro de dicho período, para
decidir si somete el caso a la Corte por medio de la demanda respectiva o bien Sil continúa con el
conocimiento del asunto. Esta decisión no es discrecional" sino que debe apoyarse en la alternativa que
sea más favorable parlal la tutela de los derechos establecidos en tal Convención.

~jl. Los tres meses se cuentan desde la remisión del informe del artículo 50 al Estado interesado y la
Corte ha aclarado qu~e dicho plazo, aun cuando no es fatal}, tiene carácter prccIustvo, salvo
circunstancias excepcionales, por lo que respecta al sometimiento del caso a este Tribunal, con
independencia de aquel que la Comisión señale al Estado palra el cumplimiento de sus primeras
recomendaciones (CII"O C,~ry,¡m:.. ExceFcl'ones Preliminares.• slIpm ,n, párrs. 38 y 39).

52, El artículo ~¡1 faculta a la Comisión para elaborar un segundo informe, cuya preparación ",esttí
sometida a J,tr com/¡'ci/JI1 de que el asuni'o 110 haya sido elevado a I'a consldel'acú5n de la CO,.;fe,. den/m del pl,no de
j~res ult!ses dispues;fo 1'J01' el nll~;m'O m~tl~:uJo 5J.:!J lo que ,el11',óvale a decir que, si el caso hasido inI~r'oduc¡!do I~mte fa
Corte, fa Cmn¡[s¡[ón I1~O est-á autorizada para t!I~lbo:r'll" teseJ l'nfórme" (C4~rso Vélá's;qtle:~' IRodrí~~l~~e;::l J::xlcle'l~'ciOl~te:5

PJ-eU.mhttu·f~Sj' ~.UJ~"'i~! 40,. párr. E;3¡ Caso F,~(ú'én Gtu'bi' y SoUs C()rr'I~[14~s, Excepciones P"le'HJ~~!il~!,nl'le~;s" ,S:Up1I"d

'10,. párr, lí3 y Caso GotUm',: CJ~I/::, .Excep'chme:¡ Pn~lürlj'wll·e.s:" sl/pm ·~m, párr, 66). En caso con lirarío. la
Comisión posee la atribución de redactar un informe definitivo con las opiniones y conclusiones que
considere convenientes, Deberá además hacer las recomendaciones pertinentes. dándole un plazo
adicional al Estado para que torne las medidas adecuadas enderezadas .a cumplir sus obligaciones
dentro de la Convención.

53. Se trata" entonces, de dos documentos q¡ue, de acuerdo con la conducta asumida en el ínterin
por el Estado al cual S12' dirigen, pueden o no coincidir en sus conclusiones y recomendaciones y a los
cuales la Convención ha dado 12'11 nombre de "informes' y que tienen carácter, uno preliminar y el otro
definitivo.

54. Puede existir una tercera etapa con posterioridad al informe definitivo: En efecto vencido el
plazo que la Comisión ha dado al Estado para cumplirlas recomendaciones contenidas en este último
sin que ~,e acaten, la Comisión decidirá Sil lo publica o no, decisión esta que también debe apoyarse en la
alternativa más favorable pam la tutela de los derechos humanos,

55. En este orden de ideas, la pregunta debe contestarse en el sentido de que no pueden
subsumirse en uno s610 los dos informes regulados de manera separada por los artículos 50 y !j'( de la
Convención, y,al que dichos preceptos establecen dos etapas diversas, aun cuando el contenido de esos
documentos" de acuerdo con la conducta asumida por el Estado afectado" puede ser similar.

56. El documento preliminar y reservado del artículo 50 no puede ser publicado. El uruco '[(IJ""
puede ser objeto de publicación es 12'11 informe definitivo previsto por e] artículo ~i'I de la Convención, y
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esto por decisión tomada por la Comisión con posteríoridad al plazo señalado al Estadio para cumplir
con las recomendaciones contenidas en el documento definitivo.

5'7. Por las razones expuestas,

]LA CORTE,

por unanimidad

DECIDE

que es competente para, rendir la presente opinión consultiva.

lES DE OIP'INION

pc>r unanimidad

1. Que la Comisión es competente, en los términos de las atribuciones que le confieren los
artículos 41 y ,~12 de II,a Convención, para calificar cualquier norma del derecho interno de un Estado
Parte como víolatoría de las obligaciones que éste ha asumido al ratificarla o adherir a "olla, pero no ]0

es par,ll dictaminar Sil contradice o no el ordenamiento jurídico interno de dicho Estado. En cuanto a la
terminología que la Comisión puede utilizar para calificar normas internas, la Corte ~~2~ remite a lo dicho
en el párrafo 35 de esta opinión.

por unanimidad

2. Que, sin menoscabo de las otras atribuciones que otorga a la Comisión el artículo 4] de la
Convención, declarada inadmisíble una petición o comunicación de carácter individual (art, 41.1' en
relación con los arts. 44 y 45.1 de la Convención) no caben pronunciamientos sobre el fondo.

por unanimidad

3. Que los artículos SO y ~;1 de la Convención contemplan dos informes separados, cuyo contenido
puede ser similar, el primero de los cuales no puedeser publicado. El segundo sí puede serlo" previa
decisión de Ia Comisión adoptada por mayoría absoluta de votos después de transcurrido el plazo qUE~

haya otorgado al Estado para tornar las medidas adecuadas.
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Redactada en castellano e inglés, haciendo fe el texto en castellano 'en la sede de la Corte en San José"
Costa Rica, el día 16 de julio de 11993,

(O Rafi",,~l Niteto Navia
Presiden te

(f) Sonia Picado Sotela

(O Alejandro Montiel Argüello

(O Asdrúbal Aguíar-Aranguren

(O Manuel E. Ventura Robles
Secretario

(O Héctor Fix-Zamudio

(O Hernán Salgado Pesantes



AlN'iEXO I/¡r¡'

CDI-[-,H5/93

C01~tTE IN1[,El~t,IIJMlI:1~tl[CANA DIED"I:RIEiCHOS HUMANOS

Decisión aprobada por la Corte durante SILI Vigésuno OC:téWO

Período Ordinario de Sesiones, en 'la sesión número 9
celebrada ,el día 116 de julio d1'1~ 199:1

lLA CORTiE ACUERDA:

La introducción de una causa de conformidad C:OIl el artículo f.l.] de tal Convencíon se haráante la
secretaría de la Corte mediante la presentación en diez ejemplares de la demanda en los idiomas de
trabajo de la Corte. Presentada en uno solo de los, idiomas de' trabajo no SE~ suspenderá el trámite
reglarncntarío, pJt2:1ro la traducción al () a los otros deberá presentarse dentro die los 45 días
siguientes. En la demanda se expresará:

2. Adicionar al artículo 29 del Reglamento un nuevo inciso, que se leerá die la siguiente manera:

4l" Durante ell procedimiento el Presidente puede, en consulta; con tal Comisién Permanente,
rechazar cualquier escrito de las piU"tes el,1l1le considere manifiestamente improcedente, el cual
ordenará d.~'VO]Vl~~J:' sín trámite alguno al interesado.

3. Esta reforma entraré en vigor a partir del Ié de julio de 11993.

(O Raf¡liIE~INiteto Navía
Presidente

t[o Manuel E. Ventura Roblles
Secretario



A.1VEXO vnr

COlRTIE: IN'][1ERAMHl,IC,!INA DE DERECHOS 1-I1LJ1MlII,NO!i

CASO ,II,LOEIl:OE][OE y OTROS

REI!'J!>JRACION1EiS
(ART. 63.1 CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS I-IILJ!MANOS}

En el caso Aloeboetoe y otros.

la Corte Interamericana de Derechos Humanos, integrada por los siguientes jueces:

Rafael Nieto Navia, Presidente
Sonia Picado SOl:i;~ÜI, Vicepresidente
Héctor Fix-Zamudio, Juez
Julio A. Barberis.. Juez
Asdrúbal Aguiar..Aranguren.. [uez
Antonio A. Caneado Trindade, [uez ¡Id hoc;

Manuel E. Ventura Robles, Secretario JI'
Ana Maria Reina. Secretaria adjunta

de acuerdo con el artículo 44.1 del Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (cm
adelante "el Reglamen1to"), vigente para Jos asuntos sometidos a su consideración antes del :1:1 de julio
de 11991,. dicta la siguiente sentencia en la acción iniciada por la Comisión Interarnencana di! Derechos
Humanos (en adelante "la Comisión") contra la República de Surmame (en adelante "el Gobii'erno" CJi

"Surinarne") JI' en cumplimiento die la decisión de <1 diciembre de 19191 1[(:41:,,0' .I1,lll'le'blllel~c"e !I' ,olblll,S:,.
Sentencia de d de diciembre de l'51'51ll. Serie C No. TO.

1

11. mpresente caso fue sometido a Ia Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante
"ita Corte") P(H la Comisión el 27 de agosto de 11990 en nota con la q\lle~ acompañó el illlfolrln¡10:l,/90"
originado en la denuncia No. HU50 de 115 de enero die1'988 contra Suriname.
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La Comisión afirmó E~J1l su escrito que "el Gobü'rno de SUl"i'l~!ame violó los articulos :/J 2 1 4(1')1

SO), 5(1), 7(1:),. 7(2), 7(3), ;~5(l') Y zscn de fa Convención Ame;ricana :sobre Derechos HUl1umo:s" (en
adelante "la Convención" o "la Convención Americana"), en virtud de lo cual solicitó

que la Corte decida sobre este caso conforme él las disposiciones de la Convención, tp.le
determine la responsabilidad pCl'r la violación señalada y que otorgue una justa compensación a
los familiares d12~ la víctima.

2. La Corrusión presentó su memoria el l de abril de "1991.

Los hechos materia de la denuncia habrían sucedido el 31 diciembre de 19'87 en Atjoni (aldea
de Pokígron, Distrito de Sípaliwini) JI en Tjongalangapassi, Distrito de Brokopondo, En Atjoni, Il1¡Í5

die 20 cimarrones CrnaJroollIS¡, bushnegroes") varones inermes habrían sido atacados, vejados y
golpeados con las culatas de sus armas por un grupo de militares y algunos de ellos habrían sido
heridos con bayonetas ji cuchillos y detenidos bajo la sospecha de que eran miembros del grupo
subversivo Comando de la Selva. Habría habido unos 5·0 testigos.

3. Según la denuncia, todos los implicados negaron que pertenecieran al Comando de la Selva. El
capitán de la aldea de Cujaba informó explíci tamente a un comandante a cargo die los soldados que se
trataba de civiles de varias aldeas, pero éste desatendió la información.

~L La denuncia afirma que los militares permitieron que algunos de los cimarrones prosiguieran su
viaje, pero siete personas, entre ellas UI1l menor die liS años, fueron arrastradas con los ojos vendados al
interior de ¡UI vehículo rrulitar y llevadas por Tjongalangapassí rumbo a Paramaríbo. Los nombres de
las pl;:~lrson.as que los militares ~~E! llevaron} su lugar dile origen y fecha de nacimiento cuando se conoce son
los siguientes: Daison Alocboetoe, die Cujaba nacido el 'i' de junio de 1960; Dedernanu Aloeboetoe, de
Cujaba: Mikuwendje Aloeboetoe, de Cujaba, nacido el <1- de febrero de 11973; [ohn Amolda, de
Asindonhopo (vivía en Gujaba): Richenel Voola. alias Aside o Ameikanbuka, de Crantataí
(encontrado vivo); Martín Indisíe Banai, de Cujaba, nacido el :3 die junio de 195,S y Beri Tiopo, de
Gujaba (cfr. infra parrs.. 6~; yo 661.

s. Continúa la denuncia diciendo que a la altura del kilómetro 30 el vehículo se detu 1'0 )1 los
militares ordenaron a las víctimas salir de él o fueron sacadas a 11.21 fuerza. Se les dio una pala y se les
ordenó que comenzaran a excavar. Asíde fue herido a] tratar de escap,al[,¡. aunque no lo persiguieron.
Los otros seis cimarrones fueron asesinados.

6. Expresa la denuncia que el sábado 2 de enero de 1988 hombres de GUJlalba ji de Crantaeaí
salieron 0:111 destino a Pararnaríbo para demandar información de las autoridades sobre las siete
víctimas. Visitaron al Coordinador del Interior en Volksmobilisatie ya la Policía Militar en Fuerte
Zeelandia, en donde trataron de ver a] [efe del S··2. Sin haber obtenido información sobreel paradero
de las víctimas, el lunes 4 die enero ['egrle:s~31:ron él Tjongalangapassi y en el kilómetro 30 encontraron él

Aside gravemente herido y en estado crítico, así corno los cadáveres de las otras víctimas Aside. que
tenía una bala en el muslo derecho, indicó que él era el único sobreviviente de la masacre, cuyas
víctimas ya habían sido en parte devoradas por los buitres, La herida die Aside se hallaba infectada
de gu~~anos y sobre el omóplato derecho tenía linar cortada en forma de equis. I~]I grupo regresó a
Paramaribo con la información, Después de 24 horas de negociación con las autoridades el
representante die la Cruz Roja Internacional obtuvo permiso para evacuar al señor Aside. Este fue
admitido en el: Hospital Académico de Paramaribo el 6 die enero de 1988 pero falleció pese a los
cuidados que recibió, La Polícía Militar impidió que los parientes lo visitaran en ,,'1 hospital:. Hasta
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el 6 die enero los farnilíares de las otras víctimas no habían obtenido autorización paral enterrar sus
C1JI1e:rpDs"

7. El denunciante original dice haber hablado dios veces con Aside sobre los acontecimientos y que
la historia relatada por éste coincide con la obtenida die los testigos de los sucesos, l' participantes ';'Ira
la búsqueda.

8. La memoria die la Comisión contiene toda la documentación relativa all caso, cuyo
procedimiento inició el 1 de febrero de 1988 y continuó hasta el 15 demayo de 19'90, fecha en que, de
acuerdo con el artículo SO de la Convención, adoptó el infnrme No. 03/90, en el que resolvió:

2. Declarar c11ue las par1bes J:lIO han podido arribar a una solución amistosa.

3.. Declarar que el Cobierno de Suriname ha faltado a su obligación de respetar los derechos
y Hbertades consagradas en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de
gar,a~JrL'tizarsu libre y pleno ejercicio tal corno ]10 disponen los artículos ] y 2 de la Convención.

4. Declarar que el Gobierno die Surinatne ha violado los derechos humanos de las perSOl1lalS a
qUl=' se refiere este caso, tal COl1rlO lo provl=~~n (sic) los artículos L 2" 40), SO), 5(2)" 70}, ?Cn, 7(3},
2SCD y 2:;(2) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos

él. Dar efecto a los artfculos 1 y 2 de la Convención, gtuantizando el n~speto y goce de 110s
derechos allí consignados;

b. Investigar };3:5 violaciones que ocurrieron en este c,aISO" enjuiciar y castig,alr a 1Io~,

responsables de estos hechos;

e, Torna)' las medidas necesarias para evitar su reocurrencía (sic);

6. Transmitir este informe a] Gobierno de Suriname y establecer U11I plazo de 90 días para
implementar las recomendaciones allí contenidas El período de 90 días CO)11,IE!lt'lll:,SI:r¿l a correr a
partir de la Iecha de envío del presente informe. Durante los 90 días en cuestión, el Gobierno no
podrá publicar este informe, d12~ conformidad (Ulnl él artículo 47.6 del RE~glarnent:o de la Comisión

:7. S()I1~IIE!1te'f' este caso a la Corte Interamerícana die Derechos Humanos en el caso qllle! 12~1

Cobíerno de Suriname no die cumplimiento a todas las recomendaciones contenidas en el punto
s.

9. En su memoria del I de abril de 19911 la Cornísión solicitó a la Corte lo siguiente:

'Ql1E~ la Ilustrísima Corte decida qUE~ el Estado de SUriIHUll.~E~ es responsab ],12: de la muerte de los
señores Aloeboetoe, Daíson: Aloeboetoe, Dedemanu: Aloeboetoe, Mikuwendje: Amoida, [ohn:
Voola, Richenel, alias Aside: Ameikanbuka (encontrado vivo); Banaí. Martín lndisíe y Tiopo..
Berí, mientras se encontraban detenidos, y que dicha muerte es una violación de.' los artículos
lO) e2:).. 4 0.), S (1) GD, ~~ (I) (2) (3) Y:25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos..
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QUl2! la Corre decida qli.l1E! Surinarne debe r'l2palrar adecuadamente a los familiares de las víctimas
y ~que, pCilr lo tanto, ordene: el paigo de una indemnización por darlo emergente y lucro cesante,
1"IE!panu:i<5J1, del daño moral, incluyendo el pago dile indemnización y la adopción die medidas de
rehabilitación del buen nombre de las víctimas, y (~UI2! se investigue el crimen cometido y SQ'

pnnlea el castigo de quienes sean encontrados culpables (. .. )

QW2~ la Corte ordene que Surinarne pague las cositas incurridas por la Comisión y las víctirnas en
el pn2sEmh2 C'lSO.

10. La ccntramernoria de Surinatne fue recibida por la Corte el 28 de junio die 1991 y en ella el!
Gobierno opuso excepciones preliminares.

En ese documento el C;obie1r1110 solicitó a la. Corte declarar que

Jl..~ No se puede tener corno responsable a Surinarne de la desaparición y muerte de los
sujetos indicados por la Comisión.

2.'- 'Que por no haberse demostrado la gestión de la violación imputada a. Surinamc no se
le obligue a. pago de indernnizacción de tipo alguno por la rnuerte y desaparición de las
personas qtle S4:' indica en el informe de la Comisión.

3:- Que se le exonere del pago de las costas d't~ la pJresenh~ aCClOI1 plJCS no se ha
demostrado 181 responsabilidad (le Surinarrie O)!rI las ejecuciones c~l'lIe se le imputan

1L En la audiencia pública del 2 di" diciembre de 1991" convocada por la. Corte para tratar sobre
las excepciones preliminares" Suriname reconoció su responsabilidad en el! caso ícfr. Casio ,'U'oeb()dol~ y
IJ,¡f¡'(Il;, SUpl',~1 piinilJfo Iníclal párr, 2:2:J.

12.. En consecuencia, la Corte por unanimidad adoptó el4 de diciembre de 1!99"1 una sentencia según
la cual

1. Toma nota d,e]! reconocimiento de responsabilidad efectuado por la República de Surinarne
y decide q1JI12! ha cesado la controversia acerca de los hechos qUle dieron origen al presente caso.

2. Decide dejar abierto el procedimiento para los efectos die las reparaciones y costas, de]
p:res'E!Jnte caso.

n

13. El Presidente de la Corte (en adelante "el Presidente") resolvió el 18 de enero de 1992 otorgar
a la Corntsión plazo hasta el 31! de marzo de 1992 para ofrecer y presentar las pruebas de que
dispusiere sobre las reparaciones y costas en este caso; y al Cobicrno hasta el 15 de rnayo de I 992 para
formular sus observaciones al texto de la Comisión. En la misma resolución el Presidente convocó él las
partes a una audiencia pública sobre esta materia para e] día 23 de junio de 11992 a las lO:DO horas,
Ante una solicitud die la Comisión y con la anuencia del' Cobiemo, el Presidente resolvió el 24 de marzo
de 1992 pü:sponer la audiencia antes mencionada para el '7de julio de ese mismo año a la misma hora.



14l. La Comisión presentó su '2'SO"il:O sobre reparaciones y costas el 311 de marzo de 1992 y el El de
milYo su traducción al castellano,

1S. En él considera qU'2:,. de acuerdo con el artículo 63.1 de la Convención Americana y los principios
de derecho internacional aplicables, el Gobierno debe indemnizar a la parte lesionadalos perjuicios
resultantes del íncumplímíeneo de sus obligaciones, de manera que las consecuencias de la violación
sean reparadas en virtud de L31 regla in il1tegruJn tesatl/ha, En su opinión, el Gobierno deberfa
indemnizar los daños materiales y morales, otorgar otras reparaciones no pecuniarias y restituir los
gastos y costas en que incurrieron los familiares die las vfctimas. L3l Comisión se refiere en su escrito al
monto de los daños JI COSti3IS" propone unmétodo de p31g0 JI enumera las medidas no pecuniarias
solicitadas por las familías de las víctimas.

16. La Comisión efectúa U11lO3l distinción entre la indemnización die los daños y perjuicios materiales
debida a los hijos menores y Ilal correspondiente a 11m; mayolres adultos, dependientes de las p,2:Jrsonals
asesinadas. Propone la creación de un fídeícomíso par['a los hijos menores cuy.al suma básica consistiría
en un importe proporcional a 11031 proyección de ingresos estimados de la víctima descontado ]10 qWE'
habría sido su propio consumo material, todo determinado die acuerdo con la metodología del valor
actual: o presente neto. Esta metodología supone aplicar, según la Comisión, principios generalmente
aceptados compatibles con 12']1 derecho in teJrJ1I,3ICio na 1. En relación con los dependientes adultos, la
Comisión pide una cantidad global disponible en un fideicomlso y exigible en la techa de la sentencia,
calculada con base en los ingresos que tenían las víctimas en la fecha de su asesinato o mediante pagos
anuales que se extiendan hasta la muerte de los beneficiarios en valores que mantengan el poder
adquisitivo.. Las sumas reclamadas en florines die Surinarne (en adelantevSf"), deben ajustarse para
que reflejen elvalor actual de le:S~31 moneda, ya que SE~ calcularon "'en valo¡resm011et'm~ios de :[988".

117. Respecto de las personas que tendríar, derecho a una indemnización material, la Comisión
explica que es preciso tornar en consideración la estructura farniliar de los maroons a la cual
pertenecen los saramacas, tribu de las víctimas, y qlL1e es esencialmente matriarcal, en la cual es
frecuente la pohgamía. En Surinarne los matrimonios deben regtstrarsc para ser reconocidos por el
Estado, pE-ro por la escasez de oficinas de registro civil en el interior del país generalmente no lo son,
lo cual, al criterio de la Comisión, no debería afectar el derecho a indemnización de los parientes o
cónyuges de matrimonios no registrados. Se alega que el cuidado de los miembros de la familia está a
cargo de un gnlp[) comunal que sigue la línea materna, lo qllledebería tenerse en cuenta para determinar
a qué familiares indemnizar. Los perjuicios personales directos de carácter pecuniario que dan
derecho a obtener indemnización se deberían medir principalrnente pOI' el grado ele dependencia
financiera ql\l2: existió entre el reclamante y el difunto. L3l nómina de las partes perjudicadas con
derecho a ser indemnizadas fue parcialmente confeccionada ¡X,,' la Comisión con base en declaraciones
juradas de parientes. de las víctimas.

18. Según la Comisión, el Gobierno estaría obligado, además, al reparar les perjuicios morales
sufridos corno consecuencia die las grialves repercusiones psicológicas que produjeron los asesinatos sobre
los familiares de las víctimas, hombres que trabajaban y constituían la principal o única fuente de
ingresos para aquéllos,

La falta de reacción, investigación o castigo P(H parll2' del Gobierno es presentada como una
expresión de que éste asigna poco valor ,al la vida de los maroons, ]10 q¡ue habría herido SIJI dignídad y
autoestima, En ,~~E~:iS de los siete casos.. los cuerpos de las víctimas no fueron entregados para ser
enterrados, las autoridades no informaron acerca d'E-I lugar dónde se hallaban, no pudieron ser
identificados ni se lE:xpidieron los certi Ificadlos de defunción co:rrespond lientes..
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19. Sostiene la Comisión qll<,~ los saramacas también habrían sufrido perjuicios morales directos y
deberían ser indemnizados. Lo explica IE~n los. términos siguientes:

En la sociedad r\o1:l~,Jr()0111 tradicional, una PI2!I:sona no es sólo miembro dE~ S,ILI grupo
familiar. sino también miembro die su comunidad aldeana y del grupo tribal. En este caso, el
perjuicío experimentado por los aldeanos debido a la pérdida de miembros de su gn.l]F'iD debe
:5";1' indemnizado. Corno los aldeanos constituyen en la práctica una familia en sentido amplio. ...
han sufrido perjuicios emocionales directos como resultado dE~ las violaciones d12' la Convención.

Los hechos por los que asumió responsabilidad el Gobierno habrían ocasionado perjuicios al la
tribu saramaca, agravados por las actividades ulteriores del Cobierno de no reconocer "las df~rechos dj~

los 1~!1~81'l)S del Hll¡;!l ... , A criterio de la Comisión, habría una relación conflictiva entre el Cobierno y la
tribu Saramaca y se presentan los asesinatos corno consecuencia de esa situación.

2(Ji,. La Cornistón expresa que las familias de las víctimas reclaman la adopción de medidas no
pecuniarias tales como que el Presidente de Surinarne SIC' disculpe públicamente por los asesina tos y que
los jefes de la tribu sararnaca sean invitados a concurrir al Congreso de Surinarne para que se les
presenten disculpas y que el Gobierno publique la parte dispositiva de esta sentencia. Se pide
también q1JllE~ el Cobierno desentierre 110s cadáveres de las scís víctimas y sean devueltos a sus familias
respectivas, que se dé 'el nombre de la tribu saramaca a un parque, una plaza o una calle en un lugar
prominente de Pararnaribo y que el Gobierno investigue los asesinatos cometidos y castigue a los
culpables.

21. La Comisión reclama qUE' el Cobierno pague los gastos y costas en que habrían incurrido los
familiares de L31:5> víctimas para hacer valer sus derechos ante la justicia surinarnesa, la Comisión y la
Corte,

En su escrito la Comisión dietalila algunos aspectos die esta labor que incluirfa la visita del
abogado de las víctímas a Suriname, visita al ínterior de] país por parte die Moiwana 86,. designación
die ayudantes de investigación para preparar las tres audiencias para el caso ante la Comisión yel
memorándum inicial ante la Corte, contratación de un profesor adjunto pala que se haga cargo del
CIUSO universitario q\Jll2! el abogado de las víctimas 1110 habría podido dictar por atender este caso,

22. En el escrito die la Comisión se concluve:,

En virtud de lo que antecede, la C0111ilsi6n d12' Derechos Humanos y los abogados die las
familias de las víctimas solicitan respetucsamente a la Corte que condene al valgo de (as
slguientes SU1111as:

Una suma global de Sr 5.1: l4Ac84, formada po,.

SI 1.114.484 por concepto de daños materiales, para 1cI:5 hijos:

SI 66(1,,000 por concepto de daños morales para 110:5 hijos:

:~~( 1.,3.~lo.ÜO() por concepto de daños morales, par,al los dependientes ad UltCIS;

:~~r :~~,OOO.IJ()O por concepto 1:1(~ daños morales, para la tribu de '(.¡:IS vícrimas.

una suma anual dile Sr 84.040, ajustada en forma incremental, pCH concepto de daños
materiales. para los dependientes adultos y una suma global1 por cot1cepl:() de costas de SI
~7]561.8 Y US$18.S:3:3; y una suma global por concepto de costos de US$ 32.3?S.
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Para qw~' se :rnélllbE!:nga el valor adquisitivo de las sumas deuominadas 12'1:'11 moneda de
Surinarne, solicitamos respetuosamente él la Corte ql':112! IDrdIE~ln'E! al Gobierno dar í~COE~SO ,11 tipo de
cambio oficial. En caso contrario, los montos deben ser recalculados al tipo de cambio IJ[,e
mercado de 20:11.

La Corte ha comprobado diferencias entre las versiones el' 'inglés y en castellano del escrito de
ILa Comisión JI entre las cifras JI nombres deltexto y sus anexos.

23. El 13 de :mayo de 11992 el agente de Sutiname solicitó al Presidente una extensión del plazo
otorgado a) Cobierno para presentar sus observaciones al escrito de la Comisión sobre reparaciones y
costas, por cuanto la versión o ficial en castellano fue remitida al agente el día I:1 de mayo de 1992,
"exl~IClrameI1Je tres dius ant,e's de la conchlsiól1 del plazo dado po" esta Corre" a su representada, EII
Presidente accedió a la solicitud y estableció que las observaciones debían ser presentadas en la
Secretaría amás tardar ",11 22 de mayo die 11992,

El Cobierno las presentó el lunes 25 dI'E! mayo de 1992, o sea, 12'11 primer día hábil posterior al
vencimiento del plazo otorgado. En ellas. el Cobierno sostiene que el hecho de que la Comisión haya
remitido su escrito sobre reparaciones y costas en idioma inglés y que la traducción al castellano Jle
fuera entregada al agente cuatro días antes del cumplimiento del plazo que le había otorgado la
Corte, "'¡rrrodu;o Im~1 indheda dismiJ1Ución del' pla:¡:o concedido )I'/ll'a la pre:5eJ11~aci6n de S~I Conl';r¡¡··
J~(1·e111:od/~l :~, en ('i¡e¡rj~a ¡medida periudl¡có nuevtZnlemte ntusfra defensa ante esta Corre" (subrayado en el
original) y,a que Surinarne habría contado únicamente con un plazo de diez días para responder el
escrito de ]l.21 Comisión sobre reparaciones y costas.

24. El escrito destaca corno hecho significativo que Surínarne hubiera reconocido expresamente
ante la Corte su responsabilidad en esta causa" conducta que tuvo como "fundamento esencial" la
circunstancia de que a partir del 2~¡ de mayo de '19911 el país hubiera retomado el camino de la
democracia y que su Presidente, el doctor Venetiaan, se hubiera comprometido Ha respetar y Jj1t 0 1110V e,.

el cuml'l'ülIl'ento de las: obligaciones reíeridas al' campo de l'os den~cho:5 h~lmanos: H. Recuerda que la
Comisión expresó en su Informe Anual de 19911 que, desde que asumió el Presidente Venetiaan, no ha
recibido quejas por supuestas violaciones de los derechos humanos.

2~i. El Gobierno no pretende desconocer la responsabilidad asumida ante la Corte, pero estima que
las indemnizaciones y costas reclamadas por la Comisión son excesivamente onerosas y "dl~sv¡[rl~úal1 el
sentido de lo estab'i'ecido f~n el' articulo 63.1' de la Conoenóóll". Añade que los ingresos posibles de las
víctimas presentados por 'la Comisión no corresponden a la realidad.

26. Suriname ag:rega que, según su legislación interna, sólo le es permitido efectuar pagos en
moneda nacional y que, por lo tanto, abonará en eS"1 moneda todas las obligaciones monetarias que
sean fijadas en esta sentencia ..

27" En cuanto a la indemnización de los daños materiales ocurridos, el Gobierno manifiesta que
ésta debe fundarse en la Convención Americana y 12~Jn los principios de derecho internacional vigentes
en la materia, tal como 110 indicó la Corte en el caso Godiiu¡: CnlZ (,C~ISO Go,¡'úw:! Cru¡:" Indemn¡Í;:'icüín
Compel11.s:,~lj'ol·ia" Senj',E,,~u:i'I~1 d,E' 2:1 ,li,e' [ulio d.? ]'9119, ('~In~. 63.:1 Con:tlf,ncJ',¡ín Almle'¡rh',~IIW ~;oh"e De'l'edlO.s:
J~I·I~r'nl~rt'4J';5:). SC~]ri.I~! 'C No, B~. pírr, 2~J11,. Las normas consuetudinarias de la tribu saramaca no deben ser
vinculantes para fijar el monto die Ia indemnización que se otorgue a los familiares de las víctimas,
cuyo vínculo familiar debe ser acreditado según la Convención Americana y los principios de derecho
internacional atinentes a la materia.
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28. Surinarne admite la indemnización por dañes morales y cita 10:5, precedentes de los casos
'VeltÍSo\lUl~¡: Rodl'(gua y Godhre.¡: CI'UZ en 10:5 q1Jl'E~ dicha indemnización habría sido otorgada después de
haberse demostrado ",:1 perjuicio psíquico en los familiares de las víctimas según peritaje médico (C.ISO
'Vd,iisqIU':¡: Rlcldl'j¡¡·UI~¡:. .r,~!,demni':¡:,~lciá" compellsa/n.ni.,. Sellltellchl dl~ 2jl d.~ iuli'o dl~ ]'989. f'~II't. 63.:1
COn~J'4~'l~lci'án it~t••~ri'c.~!tl.~l s()¡~lre j[)e".~'lCh()s JjrUJ11tnJ1~osJ" Serie e No. rol, párr, 51;: C.HiO GlJI,c({ne:: Cruz,
jrmj',a'I~~III¡:¡:,~lciámlC(Il1~'l~'e"StlJ'Ol'i'I'":5UJ"·.~1 2~1, parr, 49), lo cual, ~'['gún el Cobierno, no habría ocurrido en este
caso en el que no se han aportado pruebas al respecto.

29. Surinarne :5~" opone a, la solicitud de la Corrusíón die indemnizar pOlr peJrj1JllclOs morales a la
tribu saramaca, pues nada solicitó palra ella en el proceso de fondo, En su escrito expresa:

Admitir en la pICE"""JnI'tE~ etapa di" INDEMNIZACION COMPENSATORIA una nueva causal
indcmnizatoria, equivaldr-ía admitir la violación de una nueva obligación de carácter
internacional -mo identificada ni imputada al prE~sI2~nte momento por la Comisión)- no
presentada p()]" la Cornisión en :51";1:5 alegatos previos: no analizada por tal Corre durante las
diversas etapas del pr()IC'eSD, ni desvirtuada. por la defensa de Sur.name di urante las audiencias

previaSo '·(.i!J2~~J:tgJ~~~~JªL_~~~~i~~~ªnJ2~~j!l~~~~J~~~[~~j~j~[L_~lH~ªJª~~~~_~~ªL~g~ª~.:ªL_!l~~~ª~~tnª,-_~~~trJ2~~) ..

3(]i" Argumenta 12]1 Cobíerno que la Comisión actúa con abogados externos que a parecen como
abogados de las víctimas, en funciones que deberían haber sido desempeñadas por sus propios
funcionarios y con honorarios de 250 dólares de los Estados Unidos de América (en adelante "dólares"
o "lJS$"') por hora, tarifa que no se ajusta a la realidad l'interai~~ter:ical1.a·'. Los familiares de las
víctimas, además, no interpusieron ninguna denuncia ante la justicia surinarnesa y la Comisión conoció
el caso apenas quince días después de ocurridos los hechos.

31, En cuanto a la reparación no pecuniaria solicitada por la Comisión, considera el Gobierno q¡ue
el reconocimiento de responsabilidad hecho público mediante la sentencia de esta Corte del 4 de
diciembre de 19911 constituye una forma de reparación y satisfacción moral de sllgnificación e
importancia para los familiares de las víctimas y para la tribu saramaca.

32" Surinamo recusa en su escrito a los expertos que la Comisión había ofrecido para que
declararan en 1,31 audiencia filiada pua el ? de julio de 1992. Dice que los expertos dcbenan deponer
mediante declaración jurada, para lo cual ya habría vencido la etapa procesal respectiva, y que sólo
serían admisibles en la audiencia declaraciones testimoniales, E] Gobierno ofrece en su escrito las
pruebas correspondientes,

33. A título de conclusión, el escrito de Suriname manifiesta:

Surinarne desea e::-::presar a la Corte, que en su opinión la indemnización en el presente caso
contencioso, deberá die abarcar fundamerualmcme rnedidas de carácter no financiero que
incluyen facilidades de consecución sin costo alguno de vivienda propia, propiedad agraria,
seguridad social, laboral, médica )' educativa, Por tal razón Surinarne está en la disposición de
brindar IE~Jnl U11I plazo razonable a los familiares de las víctimas las. facilidades antes descritas: las
cuales serfan cuantificadas corno parte die la justa indemnización patrimonial que se obligaría a
if"at¡;al'.

34. El Gobierno considera fuera de la realidad social y económica existente en Suriname Ios
criterios indemnizatnrios sustentados por la Comisión, Expresa que Surinarne se ha, presentado ante la
Corte "'con el ftl~: de reciiiicar el desoiado ca:mil1.o pteViamel1.i~e seguido pOt anteriores gobienws, as{ corno
¡m08 ¡f,.ar a la Corte y JI~[ confuI1::idad infe1~llaciol1.a¡r la seriedad de ll~s in tenciones que en J11:a¡ferl~j~ de
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i~lI'iClkccl¡ón de los d/~n~c/¡os hUI\\I,~IIIOS U,!'I~!,!' el' GO'b"'1!1'I10' d,~j' p",!!SJ'd'!'I~!II~ ll/ml~I'~l!,nl "', actitud qU'2' no debe
servir corno pretexte para imponer al país índemntzacíones míllonarías que lb empobrezcan aún más,

m

3S. Frente al 110 expresado po:r las, partes, las pruebas oIFI'iEI'e::idIIISi y Ia recusacron efectuada por
Suriname respecto die los peritos propuestos pOlr IIoaI Ccmisión, elPresidente resolvió ,2,11 119 de junio de
Ut92 que la audiencia convocad al p¡¡ral el ;1 de julio de 1199':2: (ver lmi~Il'II., p¡ái,m. '1..311 tendrfa por objeto
escuchar los argumentos de Suriname JI las observacíones de la Comisión acerca de las recusaciones
planteadas y recibir, sil procediere, las declaraciones ofrecidas p:,r las partes y escuchar los alegatos
de éstas sobre las reparaciones y ]¡31S cositas.

36. La audiencia pública sobre reparaciones ycostas tuvo lugar en la, sede de 11,,1 Corte el día 'i' de
julio de 1992.

Comparecieron ante la Corte

Carlos 'Vargas Pízarro, agente
Fred M. Reíd, representante del Ministerio de Relaciones Exteriores
Jorge Ross Araya, abogado-asesor

b) IXII'II.¡¡ Comisión Interarnericana de Derechos Humanos.

Oliver H. [ackrnan, delegado
David J. Padilla, delegado
Claudio Crossrnan, asesor

e) a solicitud de la Comisión:

Richard Pricc
Stanley Rensch

d ) a solici tud del Cobíerno:

Ramón de Freitas,

37. En la audiencia la Corte rechazó las recusaciones presentadas por Surmame JI recibió las
declaractones ",.,e'senllíl~:dose el' d'~l'echo d/~ I',~II()mdl',~!¡sJ i~l()sledOl'm'~"1:le"', Los testigos JI peritos
propuestos por las partes respondieron a los interrogatorios de éstas JI de los jueces,

38. En el CIUSO die este litigio, se recibió en calidad de amiclls ClU·itl/~ un escrito de la Comisión
lntemacional die Juristas.



IV

39. Por considerarlo necesario pilm obtener una información más completa pillril determinar el
monto de las indemnizaciones y las costas, el Presidente, oído el parecer de la Comisión Permanente,
decidió el 24 de septiembre de 11992 utilizar los servicios como expertos de los señores Chrrstopher
Healy y Merina Eduards Mediante resolución de 16 de marzo de 1993 la Corte resolvió "... IdJa,. vista
0i~lo"i~un~lmell¡~!~ I~I r'lS JI~I,.tl~S de hl il~:fó,.m"dóll sl~mil1iisi~,.ad,~1 por los ped,/os en eSI'e caso". Igualmente
solicitó a las partes aclaractones e informaciones adicionales,

En efecto, el HI de marzo de 199,~ pidió a la Comisión q¡le remitiera "una lista detinitioa con los
:rwl1tbres COtteCi~O's: de ,fas 1,c,.sonas que alega que son los hiios Y' los cónyuges de las v{cthrras" en este CSISO

y el 20 de marzo die 1993 al Cobíerno que enviara "'1 la Corte los dl~tt()s y cOJ1siderao[ones que el Gobierno
de SU1":il1am~e es;fim:e convenl~~~'l~~te j~po;rj~~~tr al respecto'''" Una lista definitiva de las esposas, hijos y otros
dependientes de las víctimas de fecha .El de abril de 1993 elaborada pDr la Comisión, fue entregada en
la Secretaría (Ü~ la Corte el 14 die e:S~2 mes, Por nota de 26 de abril de ] 993 el Presidente otorgó al
Cobíerno un plazo die 20 días para que formulara observaciones a la docurnentarión remitida por la
Comisión a 1101 Corte. El Cobierno no realizó observación alguna ni presentó la información qU(' se le
había solicitado.

40. Durante el período extraordinario de sesiones celebrado del 1S al 18 de marzo de 1993" la
Corte decidió que su Secretaria adjunta, Ana María Reina¡ viajara a Suriname para obtener
información adicional acerca de la situación económica, financiera y bancaria del país, asf corno para
conocer 11131 aldea de Cujaba, a fin de obtener información enderezada a facilitar al Tribunal dictar una
sentencia ajustada a la realidad surinamesa, Oportunamente se informó a las partes sobre lo anterior.

La información y los datos obtenidos en esta visita mediante entrevistas y documentos" tanto
en Paramaribo corno en la aldea de Cujaba, han sido también utilizados por la Corte para la fijación
del monto de las indemnizaciones.

v

41, En el presente C,aI5,[) la Corte es competente p;ua decidir sobre el pago de reparaciones y costas
Suriname es Estado parte de la Convención Americana desde 12112de noviembre de 1987, fecha en que
acepte:' también la competencia contenciosa de la Corte. El caso fue presentado a la Corte por la
Comisión de acuerdo con los artículos 51 y 61 de la Convención Americana y ~;O de su Reglamento y
fallado por la Corte en cuanto al fondo el 4 die diciembre de 1991,

vr

42, En estelitigio, Surinarnc ha reconocido su responsabilidad por los hechos articulados en la
memoria de la Comisión. Por ello, y tal como lo expresó la Corte en su sentencia del 4 de diciembre de
ll991" ,'. ha cesado ora con ll'ol1en;ú~ en CUtll1: fo a los hechos que dieron on:gen al presen I~e caso /j' (e tI s ()
.Alo,¡'¡¡',¡IeI'o,e y orros, supra parrafn inicial, parr. 2311, Esto :s,ilgniJica que se tienen por ciertos aquellos
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expuestos en la memoria de la Comisión del 27 de agosto de 19S~=1. Pero" en cambio, existen diferencias
entre las partes acerca die otros hechos que se relacionan con las reparaciones y el alcance de las
mismas, La controversia sobre estas materias sera decidida por la Corte en la presente sentencia.

43, La disposición aplicable a las reparaciones es el artículo 63.1 dela Convención Americana que
prescribe 10 síguíente:

L Cuando decida que hubo violación de un derecho 1) libertad protegidos en esta
Convención, la Corte dispondrá q1L:l1e se garantice al lesionado en el goce de su derecho o
libertad conculcados, Dispondrá asimismo, si ello íuera procedente. que se repilren las
consecuencias d12~ la medida () situación que ha configurado la vulneración d.e esos derechos yel
pago de una justa indemnización a la parite lesionada.

Este artículo constituye una norma consuetudinaria que es" además, uno de los principios
fundamentales del actual derecho de gentes tal como lo han reconocido esta Corte (cfr. CtISO V,!'JIáSqlll!':Z:
j~~odJ'i~~lMez. Indie'1~r.rnl¡"~dclfáJ1! CO"1J~'enSlJl~o¡ria, slqn'a 28,r parr, 2S; Cj~IS'() GlJId1·Jr.[e~~ C:t'u..:, J'ndel~~lnl!"='lChi'1'

ClJ'ml"'!',tISIII~enliel, SI~I,~Il'11 2:', párr.. 23]1 y la jurisprudencia de otros tribunales (cfr. USÜIl? de? CIIlJ'ir':Z:ów,
compétence, arrét N" 8, 19'2'i',. C.lP'.J,I., Série A" N" '1, p. 21;: Usine de Cll'ot"U'w" fond, arrét N" 13., 11'1:!11"
C.lF'.J..I.1 Série .A,. N" 1':7" P: 2151,; rJ~lt~e1~,'rét·j~!:tiol1 4~~es t"j~lité:s: de j~JlJÜ~ coud'us: ,tlvec L~l nulgj~l:r'ü'l' ,1lJ Jjro l1g lrie e~~ Id
jr,tlJ'Ullw:ni',!" ,~rl~~IJ,i,¡nll? phuse.• avis <C:OI1.:5UIII,ILtif, eJ.]I., Ree:lu:il1'3'S0,. P.. 228).

44.. La obligación contenida en pi artículo 63.11 de la Convención es de derecho internacional y éste
rige todos sus aspectos corno, por ejemplo, su extensión sus modalidades, sus beneficiarios, etc. Por
1'1110, la presente sentencia impondrá obligaciones de derecho internacional que no pueden ser
modificadas ni suspendidas en su cumplimiento por el Estado obligado invocando para 1'1110
disposiciones de su derecho interno (cfr. Cnso ll,e,t,í:¡'¡'I~Wl: n'GI.dl'Í¡¡'~I,E:l:" Illdem11''¡::aclió11' COmpe?11's,mt'or'1i/l,
sUJ~';r'j~! ~~EI, párr, :~iO¡~ Cnso G()4~rb1:e;~: Cruz, Jrnd.?111!;rlrZ:I~rcicJ:l~! COJ11!peus~~:lto¡rl:l~flsupra 2~7, parr. 28;; [urisdiction
o] ihe C'GI~n't·s ofDan::ig, advisory op iníon, 119211,,1'.,1[..1.]1., Series "El, No.. 1IS, PP" 26 Y 2'7';: Ques:h,m des
"cOI~t!mIM'l4l'ul'é:5 '" gJ'('CO"/fU,tgm'<?s, avis consultatlf, 11930" CJ'.J.L" Série 13:,. N° 1'7'" pp. 32 Y 3So;, .'¡'ft,~!il'e ,j'es
;:OI~t,E:,5' franches l¡!,e' JII jfh[l/tl~-Sllvoie de du puys de G,e:1I (del4Xü'me phase), ordonnance 1930, C .. P.]".L" Sérte
A, N" 24, p. 12;: Ai,liflll:re dI''!: ;:01~te'!: [ranches de la Hazde-Sllvoie et du P,~[ys de Gel', arrét, 11932,. C.lP',.J.,1.,
Série ~~~IB¡r l~J'Q ,~l6" P: ljEi'7,; T,.aitf~111eI1t:t· des l~!tll~iO';rllll~rx poJ'Ott.ús el~ dlf'$: tlub'es J~lle:r'sonlles Id'(H'igine' 01.4' de
langlle pto/'otlmise .dan.!' le territoire de D,afll~;:j'g" avis consultatif, 119:12, C,JF'.JJ., Série /I/B" N° ~~4, p. 241.

vn

4~i. Una vez precisado que la oblígacíón de reparar pertenece al derecho de gen les y está regida
por él, la Corte estima conveniente examinar detalladamente su extensión.

46. El artículo 63.1 de 11.21 Convención distingue entre la conducta que e] Estado responsable ele una
violación debe observar desde el momento de la sentencia de la Corte y las consecuencias de la actitud
del mismo Estado en el pasado o sea, mientras duró la violación. En cuanto al futuro, el artículo 63.11
dispone que se ha de garanllizalr al lesionado el goce del derecho o de la libertad conculcados.
Respecto del tiempo pasado, esa prescripción faculta a la Corte a imponer una reparación pOlr las
consecuencias de la violación y una justa indemnización.

En lo que se refiere a violi.aloiones al dE~recho a lal vilda" corno en este Ca5~~), lla repalración, dada
la naturalleza del derecho violado, adquien: fundamenta]lrnente l,l' forma de una indemniización



pecuniaria (C,¡lliO Vd&l:'lrl"?:~ Jf!od'''!i/J/!'!':l:" SI?llI¡lmd'~1 di? 2!l' ,¡r,e julio di? :1!l'88" Serie e No. 4, parr .. Ui'5l,; Cm;o
G,~,dj1MWl~ ü·u:~, S,e"!II',e'M~c;,¡ dl?:W ,¡!,ell"ll?"O Il',? :J!5I.51:I'. SoEII'il! e NIl. !ii" párr. 199Ji.

4:/'.. La Comisión interpreta el artículo 63.1 de la Convención en el sentido de que instituye como
regla la obligación de restablecer el sl'ahl quo IlI1J'e. En otro pasaje die su escrito, la Comisión se refiere
a la in :ilti:,egl'llm ",e,slituilio, a la que pareoe tomar como sinónimo del restablecimiento del sl'aJu '111'0 al,te.
Independientemente de la termínologíe empleada, la Comisión sostiene que la indemnización a pagiu
por Surinarne ha de ser de un monto tal que n~pare todas itas consecuencias de las violaciones ocurridas.

48. A11Ltes de analizar estas reglas en el plano jurídico) es preciso hacer algunas consideraciones
sobre los actos humanos en general y cómo éstos se presentan en L31 realidad.

Todo aleto humano es causa dile muchas consecuencias, próximas unas Yotras remotas, Un viejo
aforismo dice en este sentido: causa C~[US13E' esl causa causal~:i. Piénsese en la imagen die UJrI,a piedra que se
arroja a un lago y que va produciendo en las aguas círculos concéntricos cada vez más lejanos y menos
perceptibles. As'Í, cada acto humano produce efectos remotos y lejanos.

Obligar al autor de un hecho ilícito a borrar todas las consecuencias que su acto causó es
enteramente imposible porque su acción tuvo efectos que se multiplicaron de modo inconmensurable.

49. El Derecho se ha ocupado de tiempo atrás del tema de cómo se presentan 10:5. actos humanos en
la realidad, die sus efectos y de la responsabilidad que originan. En el orden internacional, la,
sentencia arbitral en el caso del Alábama se ocupa ya de esta cuestión (iMOOJrI', Historu and D:ig.?sl" ol
.lldl?'~!U1I¡i·,nlllll A,,'i~,ij'r'~ll'licms to w,',j'"hth,e' UIII·:t.?d SI.des has 1~',e"?ll' ,¡I P~lrty" Washiington, D,.C' ..,.18'9!I., 1/01. l"
pp.. 6S:l,··6S9J.

La solución que da e]1 Derecho en esta materia consiste en exigir del responsable la reparacion
de los efectos inmediatos de los actos ilícitos, pero sólo en la medida jurfdicamente tu tela da. Por otra
parte, en cuanto a las diversas formas y modalidades de reparación, la regla de la in illtegmm
restitutio se refiere a un modo como pue4JI11 ser reparado el efecto de un acto ilícito intcmacional. P"'ro
no es la única forma como debe ser reparado, Forque puede haber cal sos en que aquélla no sea posible,
suficiente o adecuada (cfr. Ushll' 'Ü' CJw,..¡:,¡'w,. fond, 8U,Ill'll 43" P: 41lll. D'E~ esta manera, a juicio de la
Cor1:<EI.. debe ser interpretado el artículo 63.1 de la Convención Americana.

VIU

SO.. Se ha expresado anteriormente que en lo que hace al derecho a la vida no resulta posible
devolver su goce.a las víctimas En estos casos, la reparación ha de asumir otras formas sustitutivas,
como la indemnízacíón pecuniaria (sU¡t"',¡I, párr. 46]1.

Esta índcmnízactón se refiere primeramente a los perjuicios materiales sufridos" La
[urísprudencía arbitral considera qU'E',. según un principio general de derecho, éstos comprenden tanto el
daño emergente como el lucro cesante (cfr. Ch,!nlil~' de [er di? j'a bll1;e de Del"~lgoa,. sentence, 29 m,IJrS 1900,
Martens, Nouveau RII(:lI,~,:i1 Cénéral de Traités, 2Ibrn,~· Sérle, t. 30, p. 402;: Csse 0.1' C¡I,Ile Hom Pigeon, 29
November 1l90:2:,.I·apl~rs relating to the Fcreign Relatíons of IJrII~ United States, Washington, D .. e,::



Government Prínting Offíce, 1902, Appendíx I, p. ,~mJ)i, También, la indemnización debe incluir el
daño moral sufrido por las víctimas. Así lo han decidido la Corte Permanente de Iusticia
Internacional {T",~[ité d,e N,a'I~!iUy¡. '11,j~id,e' 1179~ emm~.l:l~" paragraphe ,l~ alll~I~'l~"'IH'Ih'oll)" arré] N" "', 1'5':'~~~,

CI""J.][., Séríe A, N" :31,,1''' '5'1 ylos tribunales arbitrales (M',¡,,~[I C,¡::se, 1 june 1'5'1[13" Reports oJ: International
Arbitral Awards. vol, X" pp. :1':312 y :/':3i:31,; y Cll'mJ~,.bd,r Case•. lO june 1931,. Reports 01' International
Arbitral Awards vol, n, p. 115~!1 •.

Sll. En el presente caso, lías víctimas muertas en Tjongalangapassi sufrieron un perjuicio moral al
ser vejadas por una banda armada qUlE! las privó de su libertad y luego las asesinó. Las agresiones
recibidas, 1,,]1 dolor de verse condenado amuerte sin razón alguna, el suplicio de tener que cavar !S,U

propia fosa constituyen una parte del perjuicio moral sufrido pOI' las víctimas. Además, aquélla que
no murió en un. primer momento debió soportar que sus heridas fueran invadidas pOlr los gusanos y ver
que los CLU~l"püS die SIlIS compañeros servían de alimento a los buitres,

52. El daño moral infligido a las víctimas, a criterio d12~ la Corte, resulta evidente pues es propio
de la naturaleza humana que Roda persona sometida a las agresiones y vejamenes mencionados
experimente un sufrimiento moral. La Corte estima que no se requieren pruebas para llegar a esta
conclusión y resulta suficiente el reconocimiento de responsabilidad efectuado por Suriname en su
momento.

53. El perjuicio material es objeto de análisis en los párrafos 88 y siguientes de esta sentencia.

IX

S,~l. Los daños sufridos por las víctimas hasta el momento de su muerte dan derecho a una
indemnización, Ese derecho de las víctimas se transmite pOlr sucesión a sus herederos.

La indemnización que se debe pagar por el hecho de haber privado a ,alguien de su vida es un
derecho propio que corresponde a aquéllos que han resultado perjudicados. Por esta razón, la
jurisprudencia de los tribunales internos de los Estados, acepta generalmente que el derecho de
solicitar la indemnización por la muerte de una pE!]rSOna corresponde a los sobrevivientes que resultan
afectados por ella, Esa jurisprudencia establece una distinción entre los sucesores y los terceros
perjudicados. En cuanto a los primeros" se presume q¡ue la muerte de la víctima les ha causado un
perjuicio material y moral y estaría a c3Il'go de tal contraparte probar que tal perjuicio no ha existido.
Pero los reclamantes que 1110 son sucesores, tal como se expone más abajo (cfr, injra, parr.. lillli,. deben
aportar determinadas pruebas para justificar el derecho a ser indemnizados.

55. En el caso presente, en cuanto a la determinación de los SlJIOeSOné'S de las víctimas, existe
dísparídad de criterios entre las partes: la Comisión reclama la aplicación de las costumbres de la
tribu sararnaca, en tanto que Suriname solicita la aplicación de su derecho civil.

La Corte manifestó anteriormente que la obligación de reparar prevista en el artículo 63.1 de
la Convención Americana es una obligación de derecho internacional .. el cual r'igl2' también sus:
modalidades y sus bcneñcíaríos (SUp"'" párr.. ~~'n .. Sin embargo, conviene precisar el derecho interno
vigente en cuanto al régimen de familia pues éste puede ser aplicable en algunos aspectos.

56" Los saramacas son una tribu que vive en el territorio de Surinarne y que se constituyó con los
esclavos africanos que huían de los propietarios holandeses, El escrito de la Comisión sostiene que 10:5>



sararnacas gozan de autonomía linterna en virtud de un tratado del 19 de septiembre de 1'762,el cual les
permitirta :r'l2gil"sle por sus propias leyes. AJIí e"pres,l que ese pueblo "aduuirio sus derechos sobre la
btrse de U1~r jL:r"~I~,,[d() cdd11'1~!do COI1 los Palses Bajos, pOlr el cual se les reconoce,. entre oj:n~s cosas" la
~[llton:dad local' de los Sa¡r¡¡maca{s} sob/'e s¡¡ P/'ol~'¡¡o I!e¡rritol'io ", A dicho escrito se acompaña el texto de
la convención mencionada y se añade que las "obUgaciones del tratado SOl~~ aplicables por sucesión al
eshrcio de Surinanle".

~¡? La Corte no considera necesario mvestigar si dicho convenio es un tratado internacional. S610
se limita al observar qUE' si así hubiera sido el tratado hoy sería nulo P,):r ser contrarie a reglas de ius
cogens: sU1,erveniens. En efecto, en ese convenio los sararnacas se obligan, en trie otras COSiaIS¡, a capturar
los esclavos que hayan desertado a hacerlos prisioneros y a devolverlos al gobernador de Surinarne,
quien les pagará entre 10 y 50 florines por cada uno, seglin la distancia del 1ug;aIr de su captura. Otro
articulo faculta a los saramacas a vender a los holandeses. en calidad de esclavos, otros prisioneros
qlU~ pudíeren capturar. Un convenio de esta índole no puede ser invocado ante un tribunal
internacional de' derechos humanos.

58" La Comisión ha puntualizado que no pretende que los sararnacas constituyan actualmente una
comunidad con subjetividad internacional, sino que la autonomía que reclama para la tribu es de
derecho público interno,

La Corte no estima necesario averiguar si los sararnacas go,zan die autonomía 1egisl1ativa y
jurisdiccional dentro die la región que ocupan. La única cuestión que aqut interesa consiste en saber si
las leyes de Suriname relativas a derecho de familia se aplican a la tribu sararnaca, En este sentido,
las pruebas producidas permiten deducir que las leyes de Suriname sobre esa materia no tienen
eficacia respecto die aquella tribu; sus integrantes las desconocen )1 se rigen por sus propias reglas y el
Estado, pDr su parte, no mantiene la estructura necesaria palra el registro de matrimonios" nacimientos
y defunciones, requisito indispensable para la aplicación de la ley surinamesa Además" los conflictos
qUE~ ocurren en estas materias no son sometidos por los sararnacas a los trrbunalos del Estado y la
intervención de éstos en las materias mencionadas respecto de los saramacas, es prácticarnentc
inexistente, Cabe señalar también que en este proceso Surinarne reconoció la existencia de un derecho
consuetudinario saramaca.

La única prueba q¡UI~ aparece en sentido contrario es la declaración del señor Ramón de Freitas,
pero la Corte se ha formado un concepto del testigo a través die la forma cómo declaró, de la actitud
asumida en la audiencia y de Lal personalidad demostrada en ella, que la lleva a desechar su
testimonio,

59, La Comision ha ofrecido diversas pruebas acerca de la estructura social de los sararnacas
según la cual esta tribu presenta una configuración familiar fuertemente matriarcal. con casos
frecuentes de poligamia. El principal conjunto de parientes sería el "bée". formado por todas las
personas que descienden de una misma mujer. Este grupo asumiría la responsabilidad por los actos de
cualquiera de susmiembros y, en teoría, cada uno de éstos, sería responsable ante el grupo en conjunto,
Esto signíftcarfa que la indcmuización que deba p~algarse a una persona,. se da a 11 "bée" Y su
representante la distribuye entre sus miembros.

60. La Comisión solicita también una indemmzacíón a favor de los afectados y su distribución
entre ellos.. Sil se examina su escrito, puede advertirse que la determinación de los beneficiados de' la
indemnización no ha sido hecha según la costumbre saramaca, al menos tal como la Comisión la ha
expuesto ante la Corte. No es posible precisar cuál es la norma jurídica aplicada pOI la Comisión en
esta materia. I'arecería que sirnplernente se ha guiado por un criterio pragmático.
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De la misma manera, al tratar del monto de la indemnización y su distribución, el escrito dela
Comisión indica que ha recurrido a "'~t1I 5:¡i,s:tem,~1 de euuilibrio" que incluye los factores siguientes: la
edad die la víctima, sus ingresos reales y potenciales, el número de sus: dependientes y las costumbres y
solicitudes de los "bushnegroes",

61. El convenio No. 169 de la 0.1.T. sobre pueblos indígenas JI tribales en países independientes
0989) no ha sido aprobado por Suriname y en el derecho de gentes, no existe ninguna norma
convencional ni consuetudinaria qlLlE~ determine quiénes son los sucesores de una persona. PO]"

consiguiente, es preciso aplicar los principios generales de derecho (art. 38.1.c del Estatuto die la Corte
lnternacional de Justicia).

62. Es una regla común en la mayoría eh:' las legislaciones que los sucesores de una persona son sus
hijos. Se acepta también genemlmente que el cónyuge participa de los bienes adquiridos durante ,,~II

matrimonio y algunas legislacíones le otorgan además un derecho sucesorio junto con los hijos, Si no
existen hijos ni cónyuge, el derecho privado común reconoce corno herederos a los ascendientes. Estas
reglas generall:rnent:e admitidas en el concierto de las naciones deben ser aplicadas¡ él criterio de la
Corte, en el presente Iitigio a fin de determinar los sucesores de las víctimas en lo relativo a la
indemnización .

Estos principios generales de derecho se refieren 181 "hijos", "cónyuge" y "ascendientes". Estos
términos deben ser interpretados según el derecho local, Este, como ya se ha indicado (slI¡n'a" párr. S8}"
no es el derecho surinamés porque no 1[!:5> eficaz en la región en C\J;311ll:0 a derecho die familia.
Corresponde pues tener en cuenta la costumbre saramaca. Esta será aplicada para interpretar
aquellos términos en la medida en que no sea contraria a la Convención Americana. Así, al referirse a
los "ascendientes", la Corte 1110 hará ninguna distinción de sexos, aún cuando ello sea contrario a la
costumbre sararnaca.

63" La identificación de los hijos de las víctimas de sus cónyuges y, eventualmente. de sus
ascendientes ha ofrecido graves dificultades en este caso. S'[' trata de miembros de una tribu que vive
en la selva, en el interior de Surínarnc y se expresa S']I]O en su lenguaje nativo.. Los matrimonios y los
nacimientos no han sido ['I~~~;istrado'Sen muchos casos Yr cuando así ha ocurrido, no se han incluido datos
suficientes para acreditar enteramente la filiación die las personas. La cuestión de la identificación se
torna aún más difícil en una comunidad en la q¡ue se practica la poligamia,

64. Suriname ha efectuado en sus observaciones una crítica generad al escrito de la Comisión
aCerG31 die las pruebas aportadas por ella. Así afirma:

requerirnos conocer, basados en datos racionales y ciertamente comprobables. detalles
específicos de todaslas vfcrirnas, ]'~e~Spt2cto del elenco familiar qUl~E~ quedó desproregído ...

Es cierto q\llE! la identidad de las personas debe probarse, en generall, mediante 11.21

documentación correspondiente. Pero la sítuación en que se encuentran los saramacas 5~2~ debe en gran
medida a que el Estado no mantiene en la región los registros civiles en número suficiente y por ello no
puede otorgar la documentación a todos los habitantes con base en los datos obrantes en ellos.
Surinarne no puede exigir entonces que se pruebe la filiación y la identidad d'e las personas mediante
elementos que no suministra a todos sus habitantes en aquella región. Por otra parte, Surinarnc no ha
ofrecido en este litigio suplir su inacción aportando otras pruebas sobre la identidad y la filiación de
Ias víctimas y :sus sucesores,
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A fin die' precisar los datosrelativos a los sucesores, la Corte solicitó a la Comisión datos
complementarios acerca <k: ellos, La Corte estima que las pruebas producidas, teniendo en cuenta las
circunstancias del CilIS¡:I, son verosímiles y pueden ser admitidas.

65" En 1:051 datos de la Comisión apareoen, sin embargo algunas diferencias en los nombres de las
víctimas con los que fueron mencionados en la denuncia (ver ,s:lIln',~[, parr. 4J. Así, Decde-Manoc
Aloeboetoe aparece en la denuncia como Dedemanu Aloeboetoe, lo cual se explica porque en ambos
casos la pronunciación es ig)clal. E11110mbre de Bernard Tiopo Ifig)Llra en la denuncia como Beri Tiopo, que
era uno de sus sobrenombres o apodos ya que era conocido como Beri o Finsié. Ha habido también una
confusión en cuanto al nombre de Indie Hendrik Banaí, que apareció primeramente como Martín
Indisie Banai, pero su identificación no ha ofrecido Irepar'Os" Respecto de la víctima que figuraba en la
denuncia como [ohn Amoida, se trata de un hijo die Pagai Amoida llamado Asipee Adame. Sil
identificación tampoco ofreció reparos,

66. De conformidad con lo expuesto anteriormente ha sido posible elaborar una lista de los
SlJIOeSOres de las víctimas. Dicha lista hace referencia a la si tuacíón existente en e] momento del
asesinato, Por lo tanto, se incluye en ella a personas que fallecieron posteriormente y se excluye él

aquellas esposas q¡ueen aquel momento estaban divorciadas de las víctimas.

sus eSpOSéJS:

INenke Asodanoe

Aingifesie Aloeboetoe

su s eSpOSéJs:

Asoidamocje Tiopo

Norma Aloeboetoe

sushijos:

Podin¡ Asodanoe
Maradona Asodanoe

Leona Aloeboetoc

sus hijos:

Klucíon Tiopo

Moitia Foto

su madre:
su padre:

Andeja Aloeboetoe
Masann Koedcmoosoe



sus esposas:

Mangoemaw Adjako (fallecida)

Senda Palestina ESjE~ Lugard

su esposé:':

Adelia Kocdemocsoe

sus 12sposa:s:

Dina Abauna

Glenda Lita Toy

sus hijos:

Stefan Adjako
Bertholína Adiako
[ohn Adjako
Codfried Franklin Adjako
Pamela laja Adjako

liaba Tiopo

SlJIS hijos:

Elbes Koedemocsoe
Chris Enoi Vorswijk
Aike Karo Vorswijk
Robert Vorswijk
EUy Vorswijk
Etrnelia Adipí
[cnny Alfonsoewa

sus hijos:

Bakapina Abauna

Seneja Sampi
Ansin Sampi
Mari ha Vivian Sampi

Anthea Vorswíjk
Apintimonie Vorswijk

.li

su padre:
Sil madre:

Pagaí Amoída
Aoedoe Adame (fallecida el 29.'11.1989)
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67. La obligación de repaJiH el daño causado se extiende en ocasiones, dentro de los límites
impuestos por el orden [urfdico, a per~"~H1as que., sin ser sucesores de la vfctima, han sufrido alguna
consecuencia del acto ilícito, cuestión que ha sido objeto de numerosas decisiones por parte de los
tribunales internos. La jurisprudencia establece sin embargo, ciertas condiciones para admitir la
demanda de reparación de daños planteada pür un tercero.

68. En primer lugar, el pago reclamado debe estar fundado en prestaciones efectuadas realmente
por la víctima al reclamante con independencia de si se trata de una obligación legal de alimentos.
No puede tratarse sólo de al portes esporádicos, sino de pagos hechos regular y efectivamente 'en dinero
o en especie o en servicios. Lo importante es la efectividad y la regularidad de la misma.

En segiLmdo lugar, la relación entre la víctima y el reclamante debió ser de naturaleza tal que
permita suponer con cierto fundamento que la prestación habría continuado sil no hubiera ocurrido el
homicidio de aquélla,

Por último, el reclamante debe haber tenido una necesidad económica que regularmente era
satisfecha con la prestación efectuada por la víctima. En este orden de cosas, no se tiraIta
necesariamente de una persona qUl~~ se encuentre en la indigencia, sino de alguien que con la prestación
se beneficiaba de algo que, si no fuera por la actitud de la víctima. no habría podido obtener por sí
sola.

69. La Comisión ha presentado una lista de 25 personas que, sin ser sucesores de las víctimas.
reclaman una mdernnización corno dependientes de ellas. Seg~Lln la Comisión, se trata de personas que
recibían de las víctimas ayuda económica en dinero, en especie () mediante aportes de trabajo
personal.

Estos dependientes, segun el escrito de la Comisión, son parientes de alguna de las víctimas,
salvo el caso de un antiguo educador de una de ellas.

La Comisión presenta estos hechos en su escrito sobre reparaciones )' agrega una lficl1li31

correspondiente a cada una de las víctimas. Además, incluye la declaración jurada del padre olla
madre de cada víctima.. No existen en estas actuaciones otras pruebas relativas a la dependencia de
las 25 personas respecto de las víctimas, ni en cuanto a los montos, la regularidad. la efectividad lJI
otras características de las prestaciones que las víctimas habrían efectuado a dichas pcn~Dna:s.,

70. La Comisión ha invocado en reiterados pasajes de su escrito los precedentes del LI~r.s:¡itan¡'¡JI' caso
que fue resuelto por una Comisión mixta constituida por los Estados Unidos y Alemania. Pero.. en
cuanto al las reclamaciones de los dependientes.. aquella Comisión decidió (pj¡¡' la indemnización sólo
era procedente si. se habían probado la efectividad yla IreguLaridad de las prestaciones hechas por
la víctima (cfr. los casos H,~n'~~' 11\1~ IWW'iaI111.5'On and o/'hel's y Ellen ll\liJlúlms¡J:n Hodges, admJ"~lisj',.atlixal'
the es/'I~l/'e o/ Clw:¡,l,e's if'rancis IWW'¡iam.s:OII, February 21,. l'3'2·~I., Reports of International Arbitral Awards,
vol. VII, PI".. 2':;/; JI 2S·j'.l' H,en"y Groves ami [oseph Gn've~¡, February :2:1" 11924, Reports of International
Arbitral Awards, vol, VB, If'P.. ;~S~I··2S9).

71. La Corte ha efectuado anteriormente una distinción entre la reparación corrcspondícnte a los
sucesores y la debida a 110s reclamantes o dependientes. A los primeros, la Corte otorgara la
reparación solicitada porque existe una presunción de que la muerte die las víctimas les ha causado
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peI'JUlIOIO, quedando a caJrgo de la contraparte la prueba en contrario [cfr .. l;li!,"lra,. párr, S'U. Pero.•
respecto de los otros reclamantes o dependientes, el OIW:5 í""oblmdicorresponde a la Comisión, y ésta,
a criterio de L3l Corte, no ha aportado las pruebas necesarias que permitan demostrar el cumplimiento
de las condiciones indicadas.

72. La COJrbE~ es consciente de las diñcultades que este caso presenta: se trata de hechos relativos
a una comunidad qUlE' habita en la selva.. cuyos integrantes son prácticamente analfa betos y no usan
documentación escrita. No obstante se podrían haber utilizado otros medios de prueba.

73. En virtud de 1:0 expuesto, la Corte rechaza la reclamación de índemnízacíón por daño material
para los dependientes.

XI

74. La Comisión reclama también una indemnización por di daño moral sufrido por p,'lrson¡¡s que.
sin ser sucesores de las víctimas, eran dependientes de ellas.

75. La Corte estima que.. al igu.a,l que en el C.ISO de la reparacion por perjuicios materiales
allegados por los dependtentes, el daño moral, en general, debe ser probado. En el presente litigio, al
criterio de 'la Corte, no existen pruebas suficientes para demosrrar el daño en los dependientes.

715. Entre los llamados dependientes de las víctimas :figlll"al1l los padres die éstas. Los padres de
Mikuwendjc Aloeboetoe y dIO' Asrpee Adame ya han sído declarados sucesores Ilsl/pr.fr, parr, iSIIE,J y
obtendrán una indemruzación por daño moral, Pero esa no es la situación de los padres de las otras
cinco víctimas. No obstante, en este caso particular.. SIE' puede adrnitir la presunción de que los padres
han sufrido moralmente por la muerte cruel de sus hijos, pues es propio de la naturaleza humana qUE,
toda pemol1la experimente dolor ante e] suplicio de su hijo,

Ti'. Por estas razones" la Corte considera procedente que los padres de las víctimas que no han sido
declarados sucesores.. participen en la distribución por daño moral.

78. Las personas beneficiarias de la indemnización pOI' daño moral son las sig~llier'ltcs:

]J~~cl~~~~n;._~~~!~2~~~~~~~~~J~~~~~
su padre: Abinotoe Banai (fallecido)
su madre: Ajong Aloeboetoe

]:~~~~~~;t~~:~~~~j~~n!2~~~_~~~!!~~5~t~!~~~J~~~~~
su padre: Abínotoe Banai (fallecido)
su madre: Ajong Aloeboetoe

J~~!J;h¡~!J!ª~U{¡!Jl~l¡!
su madre: Dadda Aside
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In;!j!¡~Jj~¡~!!!;l!:l!5J;~EL!ljÜ
su padre: Eketo TJiolXI
su madre: Coensikonde Banai

:!lj~j[!]~m;Lnm;~¡!
su madre: Angaloernoeje Tiopo

KU

~79. La Corte estima adecuado qlLle se reintegren a los famihares de las víctimas llos ga,sltos
efectuados para obtener informaciones acerca de ellas después de su asesinato y los realizados para
buscar sus cadáveres y efectuar gestiones ante las autoridades surinamesas. En el caso particular de
las víctimas Daison y Deede-Manoe Aloeboetoe.. la Comisión reclama sumas iiguales con motivo de los
gastos efectuados por cada uno. S"~ trataba de dos hermanos, Parece" pues" razonable pensar que los
farniliares hicieron 11a misma gesnón parral ambos e incurrieron en una sola erogación. Por lo tanto), la
Corte considera apropiado reconocer U11l sólo reembolso en nombre de las dos víctimas.

La Comisión señala en su escrito que estos. gastos fueron realizados en todos los casos por la
madre de cada víctima y, a falta de otra prueba, el reintegro será hecho a esas, personas

80. En el escrito de la Comísión se indica que las víctimas fueron despojadas de algunos de sus
bienes y pertenencias en el momento de su captura, Sin embargo. la Comisión no efectúa ningún reclamo
sobre esta materia, razón por la cual la Corte se abstiene de analizar la cuestión.

XU1[

al. La Comisión solicita que la Corte condene a Suriname a p.algar a la tribu saramaca una
indemnización por daño moral y a efectuarle ciertas reparaciones no pecuniarias.

Suriname opone a esta reclamación una razón de procedimiento y sostiene que la Comisión
efectuó esta demanda en la etapa de 'la determinación de ]1,11 indemnización y que nada expresó sobre
este tema en su memoria del l dI'E~ abril de 19911.

La Corte no estima fundada la argurnentación del Cobiernc pues en ",1 procedimiento ante un
tribunal internacional una parte puede modificar SIJI petición siempre que la contrapartetenga la
oportunidad procesal die emitir su opinión al respecto (cfr.: Us¡'m' ,j',E' C/w:r:¡:,¡Íw" fond, supra 'IJi" 1''' jI;

Neuviemerapport annuel de la Cour permanente (litE~ justíce internationale, C.P.J ..L, Série E, No. 9, p.
16311.

82. En el escrito y en algunos elementos de prueba presentados por la Comisión se insinúa la idea
de que los asesinatos fueron cometidos por razones raciales y se los interpreta dentro de una relación
conflictiva que habría existido entre el Gobierno )' la tribu sararnaca.
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En la denuncia del lS die enero de ]988" efectuada ante la Comisión, se afirma:

Más de 20 cimarrones (]2J~L~JtL!H~J~J[~~!~li) fueron golpeados severamente )' torturados en
Atjoni, Todos eran varones E~ iban desarmados, pl~l·() los militares sospechaban q¡UE! eran
miembros del Comando de la Selva.

Loa, memoria die la Comisión del] de abril de 199] hizo suy,al esta denuncia y la incluyó como
parte integrante de ella. En todo el curso del procedimiento, la afirmación de '1I11l~' los mil ita "',,:S.
actuaron sospechando que los saramacas eran miembros del Comando de la Selva nofue modificada ni
desvirtuada. Por 10 tanto, el origen de los hechos, 11.211 corno aparece en la memoria del 1 de abril de
]9'9'1, no se hall al vinculado con una cuestión racial, sino con una situación de subversión entonces
imperante. Sil bien se hace referencia en algún pasaje del escrito del 31 de marzo de 1992 y en la
declaración de un experto a la relación conflictiva que habría entre el Cobíerno JI los saramacas, no se
ha probado ionestas actuaciones que en el asesinato del 31 die diciembre de ]987 el factor racial haya
sido un móvil del crimen, Es cierto que 'las víctimas del asesinato pertenecían todas a la tribu
saramaca po¡:ro esa circunstancia por sí sola no permite llegar a la conclusión de que hubo en el crimen
un factor racial.

lB. En su escrito explica la Comisión que en la sociedad rnaroon tradicional, una persona no sólo es,
miembro die su grupo familiar sino, también, de su comunidad aldeana y del gnJpo tribal, Los aldeanos
constituyen, según ella una familia en el sentido amplio. razón por la cual el perjuicio causado a uno
diesus miembros constituiría también un daño a la comunidad, que tendría que ser indemnizado.

La Corte considera, respecto del argumento que funda la reclamación de una indemnización por
daño moral en la particular estructura social de los sararnacas qwo' se habrían perjudicado en general
por los asesinatos, que todo individuo, además de ser miembro de su familia y ciudadano die un Estado,
pertenece generalmente a comunidades intermedias. En la práctica, la obligación de pagar una
indemnización moral no SIC' extiende a favor de ellas ni al favor del Estado en que la víctima
participaba, los cuales quedan satisfechos con la realización di el ordcn jurtdico. Si en algún caso
excepcional se ha otorgado UI1ll11 indcrnmzacíón en esta hipótesis, se ha tratado de una comunidad que
ha sufrido un daño directo.

84, SE~gün la Comisión el tercer fundamento del pago de la indemnización moral a favor de los
sararnacas concierne a 10:50 derechos que esta tribu tendría sobre el territorio que ocupa y la violación
que habría cometido el Ejército surinamés al haber ingresado en él. La Comisión ha expresado que la
autonomía adquirida por los sararnacas. si bien tendría su fundamento en un tratado, se referiría
actualmente sólo al derecho público interno pues no se reclama para la tribu ningún tipo de
personalidad internacional (cfr. ';l~I""'a,, párr.. SIH. La Comisión, pues, funda la procedencia de la
indemnización moral en la presunta violación de una norma de derecho interno relativa el autonomía
terri torial.

En estas actuaciones, la Comisión ha presentado sólo el tratado de 1'762. La Corte ya ha
expresado su opinión sobre este presunto tratado internacional (cfr. SUP1'¡l,. párr. S:7li. Ninguna otra
disposición de derecho interno escrita o consuetudinaria ha sido presentada para demostrar la
autonomía de los sararnacas.

La Corte ha considerado que iEII móvil racial propuesto por la Comisión no ha sido
debidamente probado y ha hallado improcedente el argumento de la particular estructura social de
la tribu saramaca. El supuesto de qUE' parla la víolación del derecho a la vida se haya transgredido
una norma interna sobre jurisdicción territorial no fundamentaría por sí sollo la indemnización moral



reclamada en favor de la tribu. Los sararnacas podrían plantear este presunto incumplimiento del
derecho público interno ante la jurisdicción competente.. pero no pueden presentarlo como el elemento
que justificaría ell pago de una índcnmízacíón moral a toda la tribu.

XIV

85. En las sentencias de 21 de julio de '1989, en los casos Vdá.s:qMe:z: Rod¡rl~~~uez y G(Jlj~~[nez CtU,;::, la
Corte expuso su criterio alicerca del cálculo del monto de las indemnizaciones que' deben pagarse ,(CtZStJI

Ve~r I~is ql~: le~.2: J~~t)I'~""~~~'I~rlf~ ':" Ind,e:~,u~~:i :~'4~:CiiÓJ~l e4)' nr,"e'J~~.s:I~1 t'o":i lJ t slI}~t;n~: 2B" Párr, 40 y s iii~~1J.:ientes; ea so G()dú1:e z
C1"u:z'" ,h1:d,f~mJ1:li~~tzd~d" COl~~rpeJ1:;sj~rt'o:t'lf,cr, ~.up;r'a :~~?r párr. 3fl y siguientes).

En esas decisiones la Corte sostuvo q1JllE~ cuando la víctima ha fallecido y los beneficiarios de la
indemnización son sus herederos, los familiares tienen la posibilidad actual o futura de trabajar o de
tener ingresos por símismos. Los hijos, a quienes debe garantizarse 1101 posibilidad de estudiar hasta
cierta edad, pueden luego trabajar A. criterio de L31 Corte "no es procedente, entonces, en estos casos
aj~ene¡rse a criterios "i~~~idos ... sino hace1' tlnl~ apreciac;iórr ~'ruden¡fe de Jos daños, i:J1:sJ'a:s ¡'as circunsl'anCiia.s
de cada caso" '(¡',¡,id, pilr:r.~~EI; n,lid. parr, 46:1.

86. En cuanto a la determinación del monto de la indemnización por dl.aliío moral, la Corte expresó
en sus sentencias del 21 de julio de 1989 que "su lJ'quidación debe aiustarse a los 1n·inClI~'ios de equidad"
(ibüi. párr.. 2,'; l:bid. párr. 25).

87. En el presente caso, 101 Corte ha seguido los precedentes mencionados. Para la indemnización
del lucro cesante ha efectuado "una apreciación prudente de los daños" y para La, del daño moral ha
recurrido a "los principios de" equidad".

Las expresiones "apreciación prudente de los daños" y "principios de equidad" no significan
que la Corte puede actuar discrectonalmente al fijar los montos índernnizatorios. En este terna, la
Corte se ha ajustado en la presente sentencia a métodos seguidos regularmente por la jurisprudencia y
ha actuado con prudencia y razonabilidad al haber verificado in ,,¡'¡tu, a tra vés de su Secretaria
adjunta, las cifras que sirvieron de base a sus cálculos.

88. Para la determinación del monto die la reparación por daños ma terialcs que percibirán los
sucesores de las víctimas. se siguió el criterio de relacionarlo con los Ingresos que éstas habrían
obtenido a lo largo die su vida laboral si no hubiera ocurrido su asesinato, Con ese objeto. la Corte
decidió efectuar averiguaciones palra estimar los ingresos que habrían obtenido las víctimas en el mes
de junio de 11993,. de acuerdo con las actividades económicas que cada una desarrollaba La elección de
esta fecha obedeció al hecho de que coincidió con el establecimiento del: mercado libre de cambio en
Suriname. De este modo, pudieron salvarse las distorsiones que producía, en la determinación del
monte de las reparaciones, el sistema de cambios fijos frente al proceso inflacionario en que se
desenvuelve la economía del país. En efecto, esta situación restaba con fiabilidad a las proyecciones
de largo plazo. Por otra parte, los datos sobre los ingresos de las vfctirnas aportados por ]1,31 Comisión
no contaban con suficiente respaldo documental como para adoptarlos corno base del cálculo sin una
verificación in situ.

89. La Corte calculó el monto anual de los ingresos, de cada víctima en florines surinarnescs y luego
los convirtió en dólares al tipo de cambio vigente en el mercado libre.
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En la denuncia del lS de enero de 1988.. efectuada ante la Comisión, se afirma:

Más dile 20 cimarrones (J~~bL~~tLn~~J~~[nJ~J~) fueron golpeados severamente y torturados len
Atjcni. Todos eran varones e iban desarmados, PI2'r'O Jos militares sospechaban que eran
miembros del Comando do la S421va.

La memoria de L31 Comisión del 1 de abril die 11991 hizo suya esta denuncia y la incluyó como
parte Integrante de ella, En todo el curso dell procedimiento, 1031 afirmación de que los militares
actuaron sospechando que los saramacas eran miembros del Comando de la Selva no fue modificada ni
desvirtuada, Por lo tanto, el origen de los hechos, tal corno apa¡-,¡~ce en la memoria del 1 de abril. de
1991, no se halla vinculado con una cuestión racial sino con una situación de subversión entonces
imperante. Si bien se hace referencia en algún pasaje del escrito del 31 de marzo de 1992 y en la
declaración de un experto a la relación conflictiva <:(11<,' habría entre el Cobierno JI los sararnacas, no se
ha probado en estas actuaciones que en el: asesinato del 311 de diciembre die 1987 el factor racial haya
sido un móvil. del crimen. Es cierto que las víctimas del asesina to pertenecían todas a la tribu
sararnaca, pero esa circunstancia por si" sola no permite llegar a la conclusión de que hubo en el crimen
un factor racial.

83. En su escrito explica la Comisión que en la sociedad maroon tradicional, una persona no s610 es
miembro de su grupo farniliar sino, también, de su comunidad aldeana y del grupo tribal, Los aldeanos
constituyen, según ella una familia en <el sentido amplio, razón por la cual el perjuicio causado a uno
de sus miembros constituiría también un daño a la comunidad, qu,2' tendría que ser indemnizado.

[,3' Corte considera, respecto del argumento que funda la reclamación de una indemnización Ix.r
daño moral 'en la particular estructura social de los sararnacas que se habrtan perjudicado en general
por los asesinatos, que todo individuo, además de S'E~r miembro de su familia y ciudadano de un Estado"
pertenece generalmente a comunidades intermedias, En la práctica, la obligación de pagar una
indemnización moral no se extiende a favor de ellas ni a favor del Estado en que la víctima
participaba, los cuales quedan satisfechos con la realización del orden [urfdico. Si en algún caso
excepcional se ha otorgado una indemnización en esta hipótesis, se ha tratado de una comunidad que
ha sufrido un daño directo.

84. Sel~;(ín la Comisión el tercer fundamento del pago de la indemnización moral a favor de 10:5,

sararnacas concierne a los derechos que esta tribu tendría sobre' el territorio que ocupa y ita violación
que habría cometido el Ejército surinarnés al haber ingresado en él. La Comisión ha expresado que la
autonomía adquirida por los sararnacas, si bien tendría su fundamento en un tratado. se referida
actualmente 56110 al derecho público interno pues no se reclama para la tribu mngún npo de
personalidad internacional (cfr. SMp'¡ra, párr.. S8,1. La Comisión, pues, funda la procedencia de la
indemnización moral en la presunta violación de una norma de derecho interno relativa a autonomía
terrrtoríal.

En estas actuaciones, la Comisión ha presentado sólo ell tratado de 1'762. La Corte ya ha
expresado su opinión sobre este presunto tratado internacional (cfr. s:up¡ra" párr. S:/). Ninguna otra
disposición de derecho interno escrita o consuetudinaria ha sido presentada, para demostrar la
autonornía de los saramacas

La Corte ha considerado que el móvil racial propuesto por la Comisión no ha sido
debidamente probado y ha hallado improcedente el argumento <Jl,E~ la particular estructurasocial de
la tribu saramaca, El supuesto de que para 1;.31 violación de] derecho a la vida se hayal transgredido
una norma interna sobre jurisdicción territorial no fundamentaría por si solo la indemnización moral
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EII haber anual se utilizó pam determinar los ingresos caídos en el período transcurrido en tre
los años 1985 JI' 1993, ambos tncluídos. A Ia suma obtenida pal'al cada una de las víctimas se le adicionó
un interés con carácter resarcitorio, qlJl1e está en relación con las taS~JS vigentes en el mercado
internacional. A este monto se sumó el valor presente neto de los ingresos correspondientes al resto de
la vida laboral de cada individuo. En 12'11 caso del adolescente Mikuwendje Alocboetoe, se supuso que
cornenzaría a percibir ingresos a la "dad de 18 años por un monto similar al de aquellos que trabajaban
como obreros de la construcción,

90. Los cálculos realizados de acuerdo con lo indicado en los párrafos anteriores arrojan las cifras
siguientes:

Daison Aloeboetoe
Deede-Manoe Aloeboetoe
Mikuwendjc Alocboetoc
Richenel Voola
Indie Hcndrik Banal
Bernard Tiopo
Asipee Adame

US$ 29.1?3.··
26.S04 ..
35.988 ..
19.986.··
55,.99:1."
22.7116 ...
42,.060."

91. En cuanto a, la reparación por daño moral. la Corte considera que,. habida consideración die la
situación económica JI social de los beneficiarios, debe otorgarse en una suma de dinero que debe ser
igual para todas las víctimas. con excepción de Richenel Voola, a quien se le asignó una reparación
que superal (~11l un tercio él la de los otros, Corno ya se ha señalado esta pelrsona estuvo sometida a
l1nayores padecimientos derivados dile su agonía. No existen en cambio elementos palra suponer que
haya habido diferencias entre las, injurias JI malos tratos de que fueron objeto 'las demás víctimas.

92, A falita de otros elementos JI' Ix,r considerarlo equitativo la Corte ha tornado el monto total
reclamado por la Comisión por dañomoral.

Los montos reclamados Pi'll'al cada víctima por la Cornisión en Sf fueron ajustados por un
coeñciente representativo de la evolución de los precios internos en Suriname en el período. El monto
obtenido en florines file convertido a dólares al tipo de cambio del mercado libre e incrementado con
losintereses resarcitorios calculados a la lasa vigente en ",11 mercado internacional. Luego se procedió
a distribuir el total entre las víctimas en la forma indicada en el párrafo anterior.

93" Los cálculos realizados dan el resultado siguiente:

Daison Aloeboetoe
Deede-Manoe Aloeboetoe
Mikuwendje Aloeboetoe
Richenel Voola
lndie Hendrik Banaí
Bernard Tiopo
Asipec Adame

IlJIS$ 29.,O'¡'O...
29,070.·,
29,0'i'O ..
38J'5S ..
29.0'i'O.-·
29.1)'i'O."
29.1)'i'D...

94. Los gastos, incurridos por las familias en razón de la desaparicíón de las víctimas fueron
determinados a partir de los montos reclamados por la Comisión excepto en el. GllSO de los hermanos
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Daison y Deede-Manoe Alocboetoe según :S~,' explicó precedentemente. Para determinar su valor
actualizado se aplicó idéntico procedimiento al ya descripto para la reparación por daño moral.

95. Los resultados de 1~~5e cálculo son 'los siguientes:

Daison Aloeboetoe
De".de-·MaITlOI'· Aloeboctoe
Mikuwendje Alocboetoe
Ríchenel Voola
Indie Hendrik Banai
Bernard Ti.oPQ
Asipee Adame

US$ 1.030 ...
1.030.··

242 ..
15~1~; .
1.453
1,453

96. En la Indemnización fijada para los herederos de las víctimas se ha previsto una suma para
que los menores puedan estudiar hasta una determinada edad. Sin embargo, estos objetivos no se
logran s610 otorgando una mdernnización. sino que es preciso también que se ofrezca a los niños una
escuela donde puedan recibir una enseñanza adecuada y una asistencia médica básica. En el momento
actual, ello no ocurre en varias aldeas saramacas,

Los hijos de las víctimas viven, en su mayoría, en Cujaba .. donde la escuela y el dispensario
están cerrados La Corte considera que,. corno parte de la indemnización. Surinarne está obligado a
reabrir la escuela de Cujaba y a dotarla de persona 11 docente y administrativo para que íuncíone
permanentcrnente a partir die 1994. Igualmerue, se ordenará que el dispensario all! existente sea
puesto en condiciones operativas y reabierto en el curso de ese año.

xv

9:7• En cuanto a la distribución de los montos determinados palIa 'los diferentes conceptos, la Corte
estima equitativo adoptar los criterios siguientes:

a, de la reparación del daño material correspondiente a cada víctima se adjudica un
tercio a las esposas, que S~2' lo dividirán ¡por partes iguales entre ellas si hubiere más de una, y dos
tercios a los hijos, que también se dividirá por igual entre ellos si hubiere más de uno.

b. la reparación del daño moral correspondiente i3I cada víctima será dividida así: una
mitad se adjudica a los hijos: un cuarto para las esposas y el otro cuarto para los padres, Si, hubiere
más de U11l beneficiario en alguna de estas categorfas, el monto se dtvidira entre ellos P(H igua JI.

c.
efectu Ó.

el reintegro de gastos será p<3lgado a la persona que, según el escrito de la Comisión lo

98. De acuerdo con estas reglas, la distribución de las reparaciones y del reintegro de gastos da el
resultado sigu ien te:



a sus esposas

\/I1enke Asodanoe " " " " IlJIS$
Aiingifesie Aloeboetoe " " .

Podini Asodanoe".............................. US$.
Maradona Asodanoe.. .
Leona Alooboctoe .

a sus padres

8.496.-·
8.496.··

11.328.­
111.328.­
1:1.328.-

Abinotoe Banai (fallecido) .
Ajong Aloeboetoe .

a sus esposas

CS$ 3.634.-
·~1.664··

él sus hijos

Asoídarnoeje T¡opo........................... US$
Norma Aloeboetoe .

S.O!;O.­
S.O!;O.-

a sus padres

Klucion Tiopo .
Moi tia Foto .

Abinotoe Banai (fallecido) .
Ajong Alneboetoe .

US$ 1l6.1 (J'L­
1,6.1041.-

US$ 3.633.-
4.663.-

a SlJISpadres

Andcja Aloeboetoe " .
Masatin Koedcmoesoo " " .

IlJIS$ 32.7TI··
32529..~



Mangoemaw Adjako (fallecida). .
Senda Palestina Esje Lugard .

a sus hijos

Stefan Ad [ako .
Bertholina Adjako .
[ohn Adjako .
Codfried Frankltn Adjako " .
Pamela [aja Adjako .
Baba Tiopo .

a su madre

US$

US$

8.1:1'3.­
8.173.-

5.451.­
5.451.­
5.451.­
5.451.­
5.4!il.­
5.451.-

Dadda Asido .

él su C~SpO:5~31

Adelia Koedemoesoe .

US$ 11.263.-

US$ 25.935,.·

a sus padres

a sus espo~~als

ElbE~S Koedemoesoe .
Chris Enoí Vorswijk .
Aike Kan) Vorswijk. .
Robert Vorswijk .
Ellty Vorswijk .
Etrnelia Adipi .
[enny Alfonsoewa .

Eketo Tíopo .
Coensikondc Baria¡ .

Dina Abauna .
Ajernoe Sampi .
Glenda Lita Toy .

US$

US$

US$

:l'AI08··
:1'.408 -
7... 408 ··
7AI08.··
704108.··
704108.··
704108.·-

3.635.··
5.088.··

4.9·~16.··

'1.9·~16.··

4.9·~16.··
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El sus hijos

Bakapina Abauna............................ US$
Seneja Sarnpi. .
Arisin Sampi. .
Mar'itia Vivían Sampi .
Anthea Vorswijk .
Apintimorue Vorswíjk .

Angaloernoeje Tiopo.......................... US$

Pagai Amolidal................................. US$
Aoedoc Adame (fallecida) ..

XV ..I

4.947.·
4.947.··
4.947 ..
4.947 ··
4.947 ..
4.947 ..

ll.?1'9.··

35"S6~).··

36.2911.··

99. A fin de dar cumplimiento a la indemnización pecuniaria filiada en esta sentencia, 121]1 Gobierno
debe depositar antes del 1 die abril de 1994 el monto de US$453.1l02 ... (cuatrocientos cincuenta)' tres
mil ciento dos dólares) en el Surinaamse Trustmaatschappi] N.V. {Sud trust), Cravenstraat 32, de la
ciudad de Pararnaribo.

E]I Gobierne podrá también cumplir con esta obligación depositando una suma cqulvalcnte en
florines holandeses, Para determinar esa equivalencia se utilizará 'el tipo de cambio vendedor del
dólar estadounidense y del florín holandés en la plaza de Nueva York 'el día anterior al del pago.

11 (JO.. Con los fondos recibidos... Suritrust mantendrá fideicomisos en dólares en las condiciones más
favorables de acuerdo con la práctica bancaria a favor de los beneficiarios indicados... Los que
hubieren fallecido serán sustituidos por sus herederos.

Se constituirán dos fideicomisos, UnD a favor de los beneñciarios menores de edad y otro en
favor de los beneficiarios rnal)'oIes.

Una fundación (en adelante "la Fundación") a 11.21 que se refieren los párrafosHíS y siguientes
de esta sentencia actuará corno fideicomitcnte.

1011. El fideicorniso de los menores se constituirá con las indemnizaciones que deben recibir todos
aquellos beneficiarios que no hayan cumplido :2:1 años de edad )1 que 1110 hubieren contraído matrimonio.
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Este fideicorniso de los menores operará el tiempo q1l42' resulte necesario para que el último de
los beneficiarios alcance la mayoría die edad o contraiga matrimonio. A medida que cada uno de ellos
reúna esta condición, sus aportes pasarán a ser regidos por las disposiciones sobre el ñdeicomiso para
los mayolres (infra, párr, 102).

"102. Los beneficiarios l~nayo['e:s podrán retirar hasta e11 veinticinco ]por ciento (25/~t¡) de lo que les
corresponde en el momento en que el Gobierno de Surinarne efectúe el depósito .. Con la suma restante se
constituirá el fideicomiso pal'al los maY0l'es,. Tendrá un plazo mínimo de tres años y un máximo de l:i'
años y podrán hacerse retiros semestrales. La Fundación podra establecer por razones especiales un
régímen distinto.

"VII

103. Con el propósito de brindar a los beneficiados la posibilidad de obtener los mejores resultados
de la aplicación dile los montos recibidos por reparaciones, la Corte dispone ]131 creación de una
Fundación. Esta entidad, sin fines die lucro, se constituirá en la ciudad de Paramaribo, capital de
Suriname, y estará integrada por las siguientes personas, quienes ya han maní ícstado su aceptación y
se desempeñarán ad honórern:

Albert JOZ'2'lf Brahirn
llse Labadie
[ohn C. de Miranda
Antonius H. te Dorsthorst
lohn Kent
Rodney IR. Vrede
Armand Ronal!d Tjong A Hung.

110,1-. La Corte testimonia su agradecimícnto a las per~,[H1as que han aceptado integrar la Fundación,
como un modo de contribuir a una real y eficaz protección de los derechos humanos en América.

1106" Los miembros de L,¡ Fundación, en reunión plcnaría, definirán, con la colaboración de la
Secretaría ejecutiva de la Corte, su organizacíón, estatuto y reglamento asi corno Lal forma de
operación die los ñdeicomisos. La Fundación comunicará a la Corte los textos definitivamente
aprobados.

La Fundación estará destinada a actuar como fideiccmitente de los fondos depositados en
Suritrust y a asesorar a 'los beneficiarios len la aplicación de las reparaciones recibidas o de las rentas
que perciban del fideicorniso.

1106. La Fundación prestará asesoramiento a los beneficiarios. Si bien los hijos de las víctimas se
cuentan entre los principales beneficiarios, sus madres () los tutores que 'los tienen a su cargo no quedan
relevados de la obligación de prestarles gratuitamente asistencia, alimento, vestido y educación. La
Fundación tratará que las indemnizaciones percibidas por los hijos menores de las víctimas sean
utilízadas para gastos posteriores de estudio () para formal' un pequeño capital cuando comiencen a
trabajar (]I se casen y que sólo se inviertan en gastos comunes cuando razones serias de economía
íarniliar o de salud así lo exigieren.
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110T, Para sus operaciones, di Gobierno de Suriname ,enllregar.í, a la Fundación. dentro de 11m. treinta
días de :SiIlI constitución, un aporte único de US$4.000 (cuatro mil dólares) o Sil equivalente en moneda
local al tipo de cambio vendedor vigente en el mercado libre al momento de efectuarse el pago.

108" Surinarne no podrá restringir o gralvar las actividades de la Fundación o la operación de los
ñdeicornisos mas alllá de lo actualmente existente ni modificar las condiciones vigentes hoy, salvo en
lo que pudiere ser favorable, ni intervenir en las decisiones de aquélla.

XVl[][

10~I. Tal corno lo expresó la Corte en los casos lldl~¡:S:j~ue:~ Rodn~s~;~lt~z: y Godbu~z C"i~t2: "el del~echo de Jos
[amiliares de la V{Canul de conocer., dónde se encuenU'aJ1. sus restos, representa una fusta eXJ'eci~ahi~'j~~

que el Estado debe satisiucer con fos medios: a su a/cclllce" (CtlSO \I'eI'dsl¡I~le¡: Il:odn(!rlle:¡" supra 46" parr,
181,; Ctuo G,¡tjjI1Íll'~:¡' Cnr::, sUi~""cl 'Ui" párr, 1911J',: esta obligación tiene particular importancia en el caso
presente en consideración a la relación familiar imperante entre los saramacas,

XIX

110. La Comisión solicita se condene al Suriname él p,algaJr las cositas relativas a las gestiones
realizadas ante le] Gobierno y las devengadas pOlr el procedimiento llevado a cabo ante ella misma y
ante la Corte,

11L La Corte ya decídíó q¡ue 'el Cobierno debe reintegrar los gastos efectuados por las familias die
las víctimas por gesríones hechas ante las autoridades Sil rinamesa 15", tal como lo solicitó la Comisión
(slIjn'lll" párrs, 94 y '51S).

In. En el presente caso, los hechos ocurrieron el 311 de diciembre de 1987 y la denuncia fue recibida
po:r la Secretaría de ]1.21 Comisión el 1S de enero de 1988, osea, quince días después. A partir de esa
fecha estuvo en conocimiento de la Comisión primeramente y luego de la Corte. Los familiares die las
víctimas no necesitaron elfectu2lr prolongadas tramitaciones para someterlo él la Comisión, pues ella se
ocupó de inmediato. Por esta razón no. ~~e vieron obligados a requerir el asesoramiento de un
profesional y, por ello, no 110 designaron. El doctor Claudío Crossrnan. que la Comisión hace filgulrar
C011rIO abogado de los familiares de las víctimas, actuó como su asesor legal cuando el caso fue
presentado a la Corte «:,¡':50 Aloei¡,odoe y oh·m., SI4¡~''''¡! párrafo inicial, párr, ~7 y cfr. supra, párr. :316}.

1113. La Convención Americana ha instituido 11111. sistema para la protección de los derechos
humanos en el continente y ha atríbuído funciones principalmente a dios órganos" la Comisión yla
Corte, cuyos costos se financian dentro del presupuesto de la Organización die los Estados Americanos,

11114. La Comisión ha preferido, en este pro()e~,[),cumplir las funciones que la Convención Americana
le impone recurriendo a 11./1 contratación de profesionales en lugar die hacerlo con su personal propio.
Esta modalidad de trabajo de la Comisión es una cuestión de organizacíón interna en 'la cual la Corte
no debe intervenir. Pero la Comisión no puede exigir el reintegro de los gastos que le exige su
modalidad interna de trabajo a través de 'la imposición de costas. El funcionarnicuto de los órganos
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del sistema americano de derechos humanos es pagado por los Estados Miembros mediante su cuota
anual.

La Corte tampoco podría imponer como costas los gastos de vi aje de su Secretaria adjunta a
Suriname, ni el asesoramiento requerido en materia económica o actuarial, pues se trata de gastos que
el Tribunal debe hacer como órgano del sistema pa1r<l cumplir debidamente con las funciones que la
Convención Americana le impone.

115. Habida consideración de lo anterior y de que Suriname ha reconocido expresamente S1JI

responsabihdad ínternacional y no ha dificultado el procedimiento para determinar 1.3lS
reparaciones, la Corte desestima la solicitud de condenación en COSt,3lS pedida por la Comisión.

xx

116. POR TANTO,.

lLA COR'n¡" por unanimidad

1) Fija en US$45i3.HJ2 (cuatrocientos cincuenta y tres mil ciento dos dólares} o su
equivalente en florines holandeses el monto que el Estado de Suriname debe pagar
antes del II de abril de 1994, en carácter de reparación a las personas indicadas en el
párrafo 98 Ó el sus herederos, en los términos indicados en el párrafo 99.

2) Dispone el establecimiento de dos fideicomisos y la creación de una Fundación según lo
previsto en los párrafos 100 a 108.

3) Decide que Suriname no podrá restringir o l~~ravar las actividades de la Fundación o la
operación de los ñdeicomisos más allá de lo actualmente existente, ni modificar las
condiciones vigentes hoy, salvo en lo que pudiere serles favorable, ni intervenir en las
decisiones de aquélla

·4D Ordena al Estado de Suriname q¡ue entregue él la Fundación para sus operaciones,
dentro de los :lO días siguientes a su constitución, un aporte único de US$4.(0) (cuatro
mil dólares) o su equivalente 12'1rl moneda local al tipo de cambio vigente en el. mercado
libre l311 momento die efectuarse el p31g0,

5} Ordena al Estado de Surinamc igualrnente, con carácter de reparación, reabrir la
escuela sita en Cujaba JI dotarla die personal docente y administrativo par,3[ que
funcione permanentemente él partir de I994 Yponer en operación en el curso de ese año
él dispensado existente en ese 'lugar.

6} Resuelve que supervisará el cumplimiento die las reparaciones acordadas y que s610
después archivará el expediente.

'7) Decide que no hay condena en cositas.
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Redactada en castellano y en inglés, haciendo fe el texto en castellano, en San José" Costa
Ríca, el día lO die septiembre de 1:993.

(1) Rafael Nieto Navia
Presidente

{f) Sonia Picado Sotela

(f) [ulio A. Barberis

(O Manuel E Ventura Robles
Secretario

(O António A. Caneado Trindade

O) Manuel E. Ventura Robles
Secretario

(f) Héctor Fix-Zarnudio

(O A¡,c1I-Lil;~lJ Agutar-Aranguren

(1) Rafael Nieto Navia
Presidente

E'I Juez Thomas Buergenthal, mediante nota de 4 die junio de 1993 dirigida al Presidente de la
COlrt12~" :S~~I excusó por razones de salud de seguir participando en este caso"

E'I Juez Asdrúbal Aguiar-Aranguren. elegido por 10:5i Estados Partes durante la Asamblea
Ceneral de 'la OEA celebrada en Nassau, Bahamas. en mayo de 1992, participa en este caso desde las
audiencias sobre reparaciones y costas.



AlNEXOJX

20 de octubre die 1993

Señor Presidente:

Tengo el honor de dirigirme a usted a fin de presentar a la Corte Interarnericana el 1" Derechos
Humanos la solicitud de medidas provisionales con respecto a la integridad psíquica de los menores
Gonzalo Xavier y Matías Angel)' ciudadanos argentinos, cuyo caso No. 10.959 está en trámite ante esta
Comisión.

En virtud die ]10 díspnesto por el artículo 63.2 ele la Convención Americana sobre Derechos
Humanos" mucho agradeceré al señor Presidente dela Corte se sirva conceder a esta solicitud el trámite
previsto pOlr ell artículo 24 del Reglamento die la Corte, acordando especial atención al inciso 4 de dicho
artículo en lo referido a la adopción de medidas urgentes respecto ,¡¡ la situación que se detalla en el
texto adjunto.

En base al lo anterior, solícito a la Honorable Corte tenga a bien informar a esta Comisión de la
decisión adoptada y de las medidas efectuadas en relación al mismo,

Aprovecho la oportunidad para renovar al señor Presidente el testimonio die mi mayolr
consideración,

(O Michael Reisman
Primer Vicepresidente

Dr. Rafael Nieto Navia
Presidente die la Corte Interamericana

de Derechos Humanos
San José" Costa Rica
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SOLICITUD DE MIED.lDASI'IROVlSIIONALES

Caso 10.959
Octubre de 1993

11. lfllECBOS DIENUNiCIADOS

1. El día 23 de [unio de 19911 la Comisión Interarnericana de Derechos Humanos {la
"Comisión") recibió la denuncia presentada por la organizaciónno I~;ul)l['lrnarne][ltallAbuelas die Plaza de
Mayo con motivo de la no entrega a su familia biológica de los menores Gonzalo Xavier y Matías
Angel, híjos del matrtmonío desaparecido integrado por [uan Enrique RECGIARDO y Maria Rosa Ana
TOLOSA.

2, El agr"lllio fundamental de la denuncia consiste en que la familia legítima reclama la
entrega die los menores en guarda provisoria, que hasta el momento no SI" ha efectivizado con gmve
riesgo p<llI'a la integridad psíquica die los menores.

3.. En fecha del 12 die febrero de 11987 el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo
Crrminal JI Correccional Federal No, 2., tras un largo trámite que incluyó la extradición de los
procesados desde la República de Paraguay donde se habían refugiado con los menores, estableció que
los menores que elmatrímonio MIARA tenía en su poder eran hijos de los desaparecidos Juan Enrique
REGGIARDO y María Rosa Ana TOLOSA. La identrftcación se efectuó mediante 'la pericia
hernogenética prevista por la Ley 235'11 de creación del Banco Nacional die Datos Genéticos. Los
menores nacieron durante la detención ill,egal de su madre.

111. ANTlEiCEDENTES DE LOS MENORES

.t, Los menores nacieron el abril de 19;1;1 durante el cau tiverio de su madre y fueron
apropiados inmediatamente por Samuel MIARA, ex sub comisario die la Policía Federal y su esposa
Beatriz Alicia CASTIIl.LO, quienes lbs inscribieron como hijos propios.

5.. Es importante destacar que al los once años los menores tornaron conocimiento qu~~ el
matrimonio MIARA no eran sus padres verdaderos, Además, en 198~¡ fueron llevados a Paraguay
donde vivieron cuatro años con reclusión domiciliaria, y en 1989 fueron traídos a 1:.21 Argenltina y
puestos con familia sustituta 1"01' IJm tiempo hasta la obtención de los resultados de los exámenes
inmunogenéticos. Pese a elementos probatorios del legítimo origen de estos menores, :s.j¡glJllt~n en poder
de II,lIS personas que los sustrajeron y falsificaron su verdadera identidad.

IIlI. '1['IRAMITEANTE 1.11. COMISIION

6. El 21 de agosto de 1992" la Comisión recibió unasolicitud de medidas cautelares por los
peticionantes, argumentando que los menores se encontraban en una situación de grave riesgo
psícológíco que se prolonga indefinidamente, como consecuencia de la supresión de su identidad,
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su no restitución a su familia" y SIJI permanencia en peder de las pE~rsonas procesadas como autores de
delitos en su contra. Esta solicitud fue transrnttída ,811 Cobierno.

7. En nota de 16 die septiembre de 1992, el. Cobierno argumentó que LlI denuncia no era
admisible porque restaba aún decidir importantes cuestiones en el seno del Poder [udicial. Informó a ][,,1

Comisión qlJliE~ en fecha ? de septiembre del mismo año, el Ministerio Público solicitó al Juez de la Causa
que se declarase la nulidad de las partidas de nacimiento de los menores JI se ordene la anotación de los
niños en forma provísoría-hasta tanto se resuelva la cuestión familiar-bajo el apellido HEGGI[ARDO·,
T01.06A o bajo un apellido supuesto, También informó que la prisión preventiva de lbs MIAIRA había
sido confirmada pOI' la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal JI Correccional Federal de la
Capital Federal pOI' encontrarlos ¡¡1!:lmªLJjª~¡j~¡~penalmente responsables de los delitos de ocultamiento,
retención d12' menores y falsedad de documentación pública acredítante de Ia identidad de las personas.

8. En nota del 11l de marzo de 1993, la Comisión informó que declaraba admisible el caso
tornando en consideración qlJli2: 10:5, menores fueron identificados como pertenecientes al matrimonio
IREGGIIAIRDO·T01.OSA y la imposibilidad de SIJ:s. familiares de interponer reClHSOS, y,a que son
considerados partes en los expedientes en los que dispone SIJI guarda, De conformidad con el artículo
46..2.c. de la Convención, la Comisión consideró que el retardo injusto en la decisión del caso eximía la
denuncia d4:~ la regla del previo agotarniento de 'los recursos internos. Asimismo, la Comisión solicitó,
die acuerdo con el artícuío 29 de SUI Reglamento, que el Gobierno de Argentina tomara medidas
cautelares que consistieran 12,n adoptar sin dilación las disposiciones patra que los menores fueran
puestos en guardia provisorta en un hogar sustituto y sometidos a un adecuado tratamiento
psicológico" con el control de un profesional designado pÜl' su familia, hasta tanto se resuelva su
entrega a su familia, legiíltima.

9, En nota del 2 de junio de 1993, el Gobierno de Argentina respondió a la solicitud de
medidas cautelares informando «1112' el liS de abril, la [ueza Federal que entiende en e] incidente de
Disposición Tutelar die Menores, ordenó la realización de dos audiencias que tendrían corno ñnalídad
poner él los menores en guardia provlsoria en un hogar sustituto, También informó que fue ordenada
la nulidad de las partidas de inscripción de los 11nenOI'l,'S MIARA, los que fueron anotados como
REGGIAIRDOTOLO:;A.

110. Sin embargo, el 19 de agosto de '1993., la Comisión recibió una comunicación de la
Asociación Abuelas de Plaza de Mayo, en 11.'1 cual informaron que 110 se había tomado medida alguna
para transferir los menores a un hogar sustituto, Como consecuencia, pidieron q¡ue la Comisión
solicite, die acuerdo con el artículo 63 de la Convención" que la Corte Interarnerícana ordene medidas
provisícuales para que el Cobicrno argentino pongil a los menores en un hogar sustituto,

IV., lLAGRAVH:lAD DE LA SITllJACION DENUNCIADA

11. Con la prolongación injustificada de la situación denunciada se agrav'31 la situación
psíquica de los menores. Su situación es exacerbada corno consecuencia de la supresión de su
identidad mientras siguen sin ser restituidos a SlJI familia 'legHilna o transferidos a un hogar sustituto en
guarda provisoria.

12. EII retardo de la justicia es injustificado, ya que desde septiembre de 1989" mediante las
correspondientes pericias hemogenéticas, se identificó a los menores ~CO[11l0 pertenecientes a la familia
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IREGGIAlRDO·TOLOSA, continuando desde entonces en poder de las pE!rSOnas que están siendo
juzgadas como autores de ilicitos en su contra.

V. CONSIDERACIONES

13. Los antecedentes de los menores presentan J;~[ln:~~LJ~~~~~l~~ lJIJl caso gravl2~ de riesgo
inminente a su salud psíquica,

114. Los antecedentes [udiciales revelan que las garantías normales contenidas en la
legislación argentina n050n suficientes para proteger la integridad psíquica de los menores.

115. El artículo 63,:2: de ]1,31 Convención Americana autoriza a la Comisión a solicitar medidas
provisionales a la Corte, en aqueltos Gl,,"OS que aún no hayan sido sometidos a la Corte, en
circunstancias de "extrema gravedad! y urgencia, y cuando se haga necesario evitar daños irreparables él

las personas.'

1:6. El Gobierno de Argentina ha rarificado la Convención Americana sobre Derechos
Humanos, y ha reconocido la jurisdicción contenciosa de la Corte, conforme a lo dispuesto en el
artículo 62 de la Convención.

V]I.MEDIDAS 1"ROVISIONAL1EiS

Ti'. Por las consideraciones precedentes L31 Comisión Interarnericana de Derechos
Humanos, conforme a lo dispuesto en el articulo 63.2 de L31 Convención, se dirige a la corte
lnteramerícana de Derechos Humanos a fin de solicitarle que requiera al Gobierno de Argentina la
transferencia mmediata de los menores palra que los mismos sean puestos en guarda provisoria en un
lugar sustituto y sometidos a un adecuado tratamiento psicológico hasta tanto se resuelva la entrega al
ISU familia legíti ma.
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JRESOLUCION DE LA II'RIE:SIlDIEiNTE DE LA
CORTE IN'][,ERAM:ERIICANA DE DERECHOS IfUJ!l1ANOS

DIEi 19 DE NOV]II~M:lIR]EDiE 11993

MIE]DIDASI'ROVJlSIIONALIiS SOLICITADAS lP'OR lLA
COMIISION IN]['IiRAMIElRIICANA D]E DIERECHOS IfIUM,llNOS

RiESII'IEiC']['O D:E 1.A REII'UIEILICA ARG]ENTIINA

CASO RIiGGJIARDO TOLOSA

VISTO:

1. El escrito de 20 de octubre de 1993.. recibido vía facsfrnil en "1 Secretaría de la Corte el 8 de
noviembre siguiente, mediante el cual la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante
"la Comisión" o "la Comisión Interamericana") somete él la Corte Interamerícana de Derechos Humanos
{en adelante "la Corte"), en vírtud die los artículos 63.2 de la Convención Americana sobre Derecho:"
Humanos (en adelante "la Convención" o "la Convención Arncricana") y 24 del Reglamento de la Corte
(en adelante "el Reglamento"). una solicitud de medidas provisionales relativa al caso 10.959 ','n trámite
ante la Comisión. "con respecto a la integridad psíquica ele los menores Conzalo Xavier y Matías Angel,
ciudadanos argentinos" los cuales :S~2'¡§~lílil la denuncia presentada a tal Comisión el! 23 de junio de 1. 99~l
por la organízactón no gubernamentall Abuelas de Plaza de Mayo, son "hijos del matrimonio
desaparecido integrado por [uan Enrique Reggiiardo y María Rosa Ana Tolosa":

2. Que ]1<11 denuncia presentada ante la Comisión obedece a la no entrega a la familia legitima de
los menores antes citados, la que redama su entrega en guarda provisoría. lo que hasta el momento no
ha ocurrido con grave riesgo para la integridad psíquica die los menores:

3. La identificación que.. según la denuncia, efectuó el 12 de febrero de 1987 el Juzgado Nacional
de Primera Instancia en Jo Criminal .Y Correccional Federal No. 2, mediante la pericia hemogenética
prevista por la Ley 23.5'11 de creación del Banco Nacional de Datos Cenéncos. de acuerdo con la cual
los citados menores, quienes nacieron durante la detención ilegal de su madre, son hijos de los
desaparecidos Juan Enrique Reggiardc y Maria Rosa Ana Tolosa:

4.. Que segün la solicitud de medidas provisionales Gonzalo Xavier y Matías Angel nacieron en
abril de 11977 durante el cautiverio de su madre y fueroninmediatamente apropiados y luego inscritos
como hijos propios de Sarnuel Miara ex sub comisario die la Policía Federal l' de su esposa Beatriz
Alicia Castillo. P.l los once años die edad los menores se enteraron de que los espo~~DS Miara no eran sus
padres verdaderos. En 1.985 fueron llevados a Paraguay donde vivieron con reclusión domiciliaria
hasta 11989" año en que fueron llevados de vuelta a la Argentina "y puestos con familia sustituta por un
tiempo hasta la obtención de los resultados de los exámenes inmunogenéticos. Pese a elementos
probatorios del legínmo origen de estos menores, siguen en poder die las personas que los sustrajeron y
falsificaron su verdadera identidad";
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~i" EII trámite de la denuncia ante la Comisión que" según la solicitud de medidas provisionales,
se desarrolló de la siguiente manera:

6. El 21 (Ü:~ ag;o:sto de 1992.. la C0J11dsi.6n recibió una snlicitud dile medidas cautelares
por los pencíonantes argumentando que los JnI2'110T(~S se encontraba n en una situación de,' grave
riesgo psicológico qUE~ SIE! prolonga índefinidamente, corno consecuencia de la supresión de su
identidad, S1L:1 no restitución él su familia, y Su permanencia en poder d12: las pel"SOlni31S procesadas
COIllO autores de delitos en su contra. Esta solicitud fUE~ transmitida al Gobierno

~7. En nota de Jl6 de septiembre de lS~~'2, el Gobierno argumentó qlue~ la denuncia no
eral admisible porqll:lle restaban aún decidir importantes cuestiones enel seno del Poder judicial.
Informó a la Comisión que en fecha 7 de septiembre del mismo ano, el Ministerio Público solicité
al JUE!Z de la Causa qUiE~ SE~ declarase la nulidad de las partidas dile nacimiento de los menores y se
ordene la anotación diE! los niños en forma provisoria-shas-a tanto se resuelva la cuestión familiar­
-bajo el apellido l;:EGGIARD[).·TOL.OSA o bajo un apellido s.upuesto. También informó qUE' la
prislón preventiva de los IMIARA había sido confirmada pOlr 1,¡:, Cámara Nacional d12' Apelaciones
en lo Criminal y Correccional Federal de la Capital Feder-al por encontrarlos .~~CLnHLJ~ª~~j~~t

penalrnente responsables de los delitos de ocultamiento, retención de menores y falsedad de
documentación pública acreditante de la identidad de las personas

8. En nota del 11 de marzo de 1993, la Comisión informó q[tle declaraba admisible el
caso tornando en consideración que los menores fueron identificados corno pertenecientes al
matrimonio lRI~GGIAIRI)C)-T(JilL,C~SAy la imposibilidad die sus familiares de interponer recursos,
ya que son considerados p,'lrbE~s en los expedientes en los (~1":le dispone :SUI 8uarda. De
conformidad con el artículo '~,6.2.c. de tal Convención, la Comisión consideró que el retardo injusto
en la decisión del caso eximía la denuncia de la regla del previo agotamiento de 10:5 recursos
internos. Asimismo, la Comisión solicitó, de acuerdo con el artículo 29 desu Reglamento que el
Gobierno de Argentina tornara medidas cautelares que consistieran en adoptar sin dilación las
disposiciones para qlW los menores fueran puestos en guardia provisoria en un hogar :51JSti:1tUto y
sometidos a un adecuado tratamiento psicológico, con E!.1 control. d'E! un profesional designado p<H
su fal11IiH'I" hasta tanto se resuelva su entrega a su familia legítil11l<3.

9. En nota del 2 de junio de 1993, el Gobierno de Argentina respondió a la solicitud
de medidas cautelares informando qUlE~ el 1.5 die abril, la [ueza Federal q¡ue entiende en el
incidente die Disposición Tutelar de los Menores, ordenó la realización de (los audiencias que
tendrían COlmo finalidad pOl~IIE~Jr a los rnenorcs en guardia provísoria en un hogar sustituto.
También informó qU12' fue ordenada la nulidad de las partidas l:IE~ inscripción dE~ los menores
MIARA" los que fueron anotados como HEGGIAIRDOTOLOSA.

ID. Sin embargo, e] ]9 de agosto dile 1993, la Comisión recibió una comunicación de la
Asociación Abuelas de Plaza de Mayo, len la cual informaron qUle no se habfa tornado medida
alg1LU1Cl para transferir los TnEmOJ"IE~S a un hogar sustituto. Corno consecuencia, pidieron q1Jle la
Comisión solicita de acuerdo con 1:'] artículo 63 de la COIl.\i'I::n(i.6JrI,. que la Corte Interarncrícana
ordene medidas provisionales palia que el Gobierno arg:l~ntin() ponga alos menores (!I\ un hogar
sustituto.

6" Que pam la Comisión la situación denunciada es glrave porque por su "prolongación
ínjustificada. .." :S~2~ agrava la situación psíquica de los menores", la cual se exacerba debido al la supresión
de su identidad sin que se los restituya a su familia legítima o se los transfiera él un hogar sustituto en:
guarda pmvi!,[)J~ia;
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'7. Considera además la Comisión que hay un retardo injustificado de justicia ya que desde 1989 se
identíficó a los 1l111E~nOres, pe~~e a lb cual continúan en poder die las personas que estén siendo juzgadas
corno autores de ilícitos en su C011lt]',r:L. Los antecedentes de los menores presentan UI1I caso prima facíe
de riesgo inminente a su salud psíquica y no se cuenta, :~¡~:i~;lÍn ella, con suficientes gamntias normales
en la legislación argentma para proteger la identidad psíquica de ellos:

8. Que por ]10 tanto. 1I.3l Comisión solicita a la Corte que.. en aplicación del artículo 6:L2 de Ia
Convención, "requiera al Cobiernc de Argentina la transferencia inmediata de los menores para que lbs
mismos sean puestos en guarda provisoria en un lugar sustituto JI sometidos a un adecuado
tratamiento psicológico hasta tanto se resuelva la entrega a su familia legítima", JI

9. El Presidente de ILa Corte, Juez Rafael Nieto Navia. se inhibió de conocer la presente solicitud de
medidas provisionales por ser "miembro y presidente del Tribunal Arbitral Argentino..Chileno para la
determinación de la tm;I<31 del límite entre el Hilo 62 y el Mon te Fii tz Roy'', En consecuencia. la
Presidencia es ejercida por la Juez Sonia Picado Sotcla, Vicepresidente del Tribunal,

CONSIDIE!RANDO::

1. Que la Argentina es Estado Parte en la Convención Americana desde el 5 de noviembre de
1913-1". fechaen qu.,: también aceptó la competencia obligatoria de ILa Corte, de acuerdo con el artículo 62
de la Convención:

2. Que el artículo 1:.3:,2 de 11031 Convención dispone que

En casos dile extrema gravedad y urgencia, y cuando se haga necesario levitar daños irreparables él

las pelrsonas,. ]la Corte, en los asuntos que esté conociendo, podrá tornar las medidas provisionales
qUE~ considere pertinentes. Si se tratare de asuntos qw~' aúr, no estén sometidos a S,[[ conocimiento,
podrá actuar él solicitud die la COI11.iisi<5n.

3. Que di artículo 24.4 del Reglamento establece que

Sil la Corte no estuviere reunida, 121 presidente, 12~11: consulta con la comisión permanente y. de ser
posible.. con los demás jueces, requerirá dl'E~]1 gobierno interesado (~lue torne las medidas l.xrggnbes
necesarias y 'llU'E! ,'I¡(tÜE~ de manera tal que las medidas provisionales que después pueda tOI11,ar la
Corte IE~Jrl :SUI próximo periodo de sesiones, tengan los efectos pertinentes

4.. QUl~ .1 pesar de que e11 asunto no ha sido aún sometido a ita Corte por la Comisión, está en juego
la integridad psíquica de dos menores y que es necesario evitar qlH:~' éstos sufran daños irreparables
derivados de la situación alegada en la solicitud d." medidas provisionales. Esta situación configura el.
carácter de gr,alledad y urgencia necesario para la procedencia de esta solicitud:

5. Que la Argentina este], obligada a adoptar las medidas que sean necesarias para pn~~~er'var la
integridad psíquíca y evitar daños irreparables de aquellas personas, cuyos derechos pueden estar
amenazados, en este caso los de los menores Gonzalo Xavier y Marias Angel:
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IP'ORTANTO:

Il.A lP'RESIDIENTE DIE! LA CORTEIN1['ERAIM:ERIICANA DIE D:ERECHOS HU!V['!\]'IrOS,

habida cuenta de'! artículo 6:1.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humamos y en uso de las
atrtbuciones que 1,,: confiere el artículo 24.4 del Reglamento.. previa consulta con los [ueces de 1.1 Corte..

RESUEL'V1E:

l, Requerir al Gobierno de la República Argentina a que adopte sin dilación cuantas medidas sean
necesarias para proteger la integridad psíquica de los menores Conzalo Xavíer y Matías Angel
Reg¡;ialrdo Tolosa y evitarles daños irreparables, en estricto cumplimiento de la obligación de respeto y
garantía de los derechos humanos que tiene contraída en virtud del artículo 1.1 de la Convención, con
121 propósito de que las medidas provisionales que después la Corte pudiera tomar en su próximo
período ordinario de sesiones" que se celebrará del 1{) al 2] de enero de 199,~1. tengan los efectos
pertinentes,

2. Solicitar al Cobierno de la República Argentina que presente a la Presidente die la Corte" él más
tardar el 20 die diciembre de 1.993, un informe sobre las medidas que hubiere tornado en virtud de esta
resolución para, ponerlas en conocimiento del Tribunal,

3. Instruir a la Secretaría para que el informe que presente el Cobierno de la República Argentina
SIE~ transmita sin dilación él la Comisión Interarnericana de Derechos Humanos,

(O Sonia Pícado Sotela
Presidente

(f) Manl1,,:1I E.. Ventura Robles
Secretario



lEiMBAJAlDA D1Ei LA REPUBIJCA ARCENTINA

San José, 20 de Diciembre de 11993

AL 326/93

Al señor
Lic. 1\l[IIl1lLU~l ]E. Ventura
Secretario
COrIiIE! Interarnericana de Derechos Humanos
(j~b!!j~ª~¡!,

Tengo el agrado de dirigirme a Usted en relación a su nota
CDI-[/S··~62-93 referida al caso No" 'W9S!l (sic) "REC;GlARDO TOL.OSA", por la cual se solicita al
Cobierno de la República Argentina un informe sobre lasmedidas q1Jlo~ se hubieran lomado respecto al
caso citado,

Esta Representación cumple en informar que ya existe fallo del
Poder [udicial sobre el terna y que el mismo ha sido remitido a esta Representación por Correo
Diplomático, ,d cual una vez recibído será enviado a esa Corte.

No obstante 110 anterior, 5,~ anticipa que II,al sentencia ordena
"hacer cesar la guarda pro\lisolria de los rnenores.;", "poniendo dicha situación en ca1J<":¡,31 de una familia
sustituta" y "...estableciendo el tratar de lograr un acercamiento de los menores con su familia de
origen",

Eso fue lo solicitado originalrnente p()r la Corte, entendiéndose
que el citado fallo dará pür concluido el caso.

Asimismo se informa que en conversación telefónica de la
Dirección General de Derechos Humanos y di" la Mujer de la Cancillería Argentina con "Abuelas de
Plaza de Mayo", estas. últimas manifestaron estar conforme con la familia sustituta designada a 10:5­

mellizos y que esta conformidad 1.:31 habrían transmitido :31 la Corte Interamerícana de Derechos
Humanos,



Cabe agregar que en la fecha" la Dirección General die Derechos
Humanos y de la Mujer de la Cancillería Argentina, informó a esta Representación que los menores
Gonzalo )(,3n/jIIE'r y Matías Angel' Reggiardo Tolosa actualmente están COI1l miembros de su familia
leg:ítima, SlJlS tíos Tolosa.

Aprovecho la oportunidad para renovar a Usted las
seguridades de mí consideración más distinguida.

{O I-Iayd'2'2' V" OSlm'31

Encargado de Negocios a.i.

I-IVO/el:

ce: Arch.



8 de noviembre de 1993

Señor Secretario:

Tengo el agrado de dirigirme a usted con el objeao de remitirle el texto de la solicitud die una
Opinión Consultiva que la Comisión Interamericana de Derechos 1-[1JlI11lilIIlO:S'" en su 134" período de
sesiones, acordó solicitar a la ilustre Corte Interamerícana de Derechos Humanos. respecto a la
Interpretación del artículo 4,. párrafosZ y 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos,

Sin otro particular aprovecho la oportunidad para expresarle el sentimiento de mi más alta y
distinguida consideración.

(O Edilb Márquez Rodríguez
Secretaria Ejecutiva

Lic. Manuel Ventura Robles
Secretario
Corte Interamericana de Derechos Humanos
SanJosé, COSilla Rica
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SOLICITUD DE OPJlNION CONSULTIVA

COMISION INTERAMERICANA DE DERECI-IOS HIJMANOS

'Washington, D.C.

La Comisión lnteramericana de Derechos I-IlJIInaIllOS" en su condición de órgano de la
Organización de los Estados Americanos encargado de fomentar la observancia y protección de los
derechos humanos, solícita a la Corte Interarnericana de derechos Humanos, en ejercicio de las
facultades que le concede el artículo 64(1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, una
opinión consultiva sobre la interpretación del artículo '1 párrafo 2 (in fine) l' párrafo :3 de la
Convención.

ESl:iE~ tema fue tratado por la Comisión en diferentes contextos pero la necesidad de su
consideración en esta oportunidad se ha 'lg:lHJ.izadlo con motivo de la incorporación de una disposición,
en el Artfculo Ltü de 1101 nueva, Constitución del Perú, mediante la cual se amplian los casos de
aplicación de la penal de muerte a delitos exentos de la aplicación de esa pena en la Constitución
Política vigente desde el año 1979" en contradicción con lo previsto en el Artículo 4" párrafos 2 y 3, de la
Convención Americana.

La Comisión estima que se tirata de un problema de carácter genérico" qm> puede surgir con
respecto a varios artículos de la Convención. Sin embargo, de conformidad con el artículo 51,. párrafos
]1 y 2" del Reglamento de la Corte Interamerícana de Derechos Humanos, la Comisión presenta esta
solicitud de opinión consultiva respecto de las disposiciones específicas que se mencionan a
continuación:

De acuerdo con la Constitución Política die 1979, en el Perú la penal de muerte se aplicaba
exclusivamente al delito de traición a la patria en caso de guerra exterior,

En vista de la ampliación de los casos de aplicación de la pena de muerte que autoriza el
artículo 140 die la nueva Constitución peruana" la Comisión Interarnericana de Derechos Humanos
solicita una opinión consultiva respecto al artículo 4 párrafo 2 Un fine) y párrafo 3 de la Convención
Americana de Derechos Humanos. Las disposiciones pertinentes establecen:

No hay pena de muerte, sino por traicíón a 'la patria en caso de guerra exterior.

La penal de muerte sólo puede aplicarse por el delito de traición a 'la patria en caso de guerra, y
el de terrorismo, conforme a las leyes ya los tratados ele los que el Perú es parte obligada.
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2. En los países que no han abolido la po-na de muerte, ésta sólo podrá imponerse P[lI' los
delitos más I~;ral"es, en cumplimiento de sentencia ejecutoriada de tribunal competente y de
conformidad con una ley qWE' establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión del
delito. Tampoco se extenderá su aplicación a delitos de los cuales no se la aplique actualmente,

3. Nose restablecerá la pena die muerte en los Estados q¡ue la han abolido.

La Comisión desea señalar que su solicitud de opinión consultiva se refiere a dos situaciones
específicas distintas.

La primera se relaciona con el efecto jurfdico qUE! tendría, en términos de las obligaciones
internacionales de un Estado parte en la Convención, la sanción die una disposición maniñcstamentc
víolatoria de sus obligaciones según la Convencí "[) corno es, por ejemplo. el de una l¡'E~Y u otra norma
juríd.ica que amplía la aplicación de la pena de muerte a casos no contemplados previamente en la
legislación del Esltado.

La segunda situación tiene que ver con las obligaciones y responsabilidades de los agentes o
funcionarios de un Estado" cuando éste dicta una ley cuyo cumplimiento se traduce en una violación
manifiesta de la Convención Americana sobre Derechos Humanos

1. Respecto a la primera situación, la Comisión plantea la siguiente pregunta:

Cuando un Estado parl:e en la Convención Americana sobre Derechos Humanos dicta una ley
I[IW,' viola manifiestamente las obligaciones qw" el Estado ha contraído al ratificar la Convención, cuáles
serían en ese caso los efectos jurídicos de esa ley en vista de las obligaciones internacionales de ese
Estado?

2.. Respecto a la segunda situación:

Cuando un Estadio parte en la Convención dicta una ley cuyo cumplimiento por parte de los
agentes o funcionarios de ese Estado se traduce en una violación manifiesta de la Convención, cuáles
son las obligaciones y responsabilidades de dichos agenn-s o funcionarios?

"El. Jl,LI;~¡~t!J;jj;~[uj~L¡lRl!!j~;t!L!;jl~[~~~~!JJt¡~¿]U~~~lC!~!i!j;jgniU;¡11[U~Li!!:r!!2H¡u;l!~ __mmll~~Jt¡~!!j;jjU;l!~.Jj!.
!;;j;~mj12j~;t!!,

Conforme al artículo 33 de la Convención Americana. sobre Derechos Humanos, la Comisión es
uno de los órganos que tiene competencia respecto de los asuntos relacionados con el cumplimiento de
los compromisos adquirídos por los Estados Partes en la Convención.

Además, de acuerdo con el artículo 411 de la Convención Americana, la Comisión tiene la
función principal de promover 11,31 observancia )1 la defensa de los derechos humanos. EII artículo 64.1 de
la misma Convención dispone, pOlr su parte, que la Comisión es uno die los órganos de 'la OEA que,
dentro de su esfera de competencia podrá consultar a la Corte sobre la interpretación de 'la
Convención,
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c. t~!j;~m];~!]¡~j~X!¡!jJ[!~!;!;¡!lj[~§~§u!j¡J~;~§~I~§~h~l¡1ª~;!!l~j~jm_l¡U;;!lj[[!i!!jj;~[L.t[~!j¡j[¡!lJ[~§~[]~¡~miu;l§~J;1g]:;~¡~t~!l~j

!:h!!nª-!!jl~j:

A todos los efectos relativos a esta petición, la Comisión Interamericana die Derechos Humanos
designa como delegado al Profesor W. Michacl Reísman, Las notificaciones, convocatorias, y demás
comunicaciones deben enviarse a 11a Secretaría de 1la Comisión, situada en 1889 F Street, ]\f.'iV....
W'ashinglon, D,C. 20006,. E.U.A.



1"ARECIER

CJ/ICI6,r

Pedido de Opinión Consultiva
a la Corte Intcramericana de
Derechos Humanos sobre la
interpretación del articulo
'~I, mi 2" y 3" de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos

La Comisión Interarnerícana de Derechos HUIIlliUIOS, con base en el artículo MI, § 1" de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos, pidió a la Corte Interarnericana die Derechos
Humanos una opinión consultiva sobre la interpretación del artículo 4"" :~j 2"" in fine, y ~¡ 3" de la ciliada
Convención (I), Tal solicitud se desprende del artículo 140 die la llueva Constitución Peruana (:1) que" si
se compara con la anterior Constitución de 1979 (3), amplió las hipótesis de aplicación de la penal de
muerte, contradiciendo los dispositivos arriba mencionados de la Convención citada.

La Comisión resaltó que la formulación de opinión consultiva tiene en mente dos, situaciones
distintas,

Con respecto al efecto jurídico sobre las obligaciones internacíonales die un Estado miembro de
la Convención, a raíz de La, adopción de alguna disposición que viole manifiestamente obligaciones
asumidas a través de esa misma Convención, la Comisión formuló la siguiente pregunta:

(11) Artículo 4" .- Derecho a la vida

2. En 108 países que no han abolido la pE~:na de muerte, ésta sólo podrá imponerse por los
delitos más graves, en cumplimiento de sentencia ejecutoriada, die tribunal competente y de
conformidad con una ley que establezca tal pena,. dictada con anterroridad a la Comisión del delito.
Tampoco se extenderá su aplicación a delitos a los cuales no ~,E' la aplique actualmente.

(2) Artículol-sü diE' la Constitución Peruana die ]1993:
"La pena de muerte sólo puede aplicarse por el delito de traición a la Patria en (,<l,SO (k,

g:lU!rra" y el de terrorismo, conforme a las leyes y a los tratados de los q¡ue l~l Perú es parte obligada".

(3) Artículo :2:3S de la Constitución Política del Perú die ]19?9:
"No hay pena de muerte, sino IX)!' traición a la Patria en caso de gllerr,a exterior",
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"Cuando un Estado parte en la Convención Americana sobre Derechos Humanos dicta una ley
que viola manífiestamente las obligaciones que el Estado ha contraído al ratificar ]101 Con vencíón, cuáles
serían en ese caso los efectos jiurídicos que esa ley en vista de las obligaciones internacionales de ese
Estado'?'"

Relati VD a las obligacíones y responsabilidades de los agentes y funcionarios del Estado 101
pregunta es la síguíente:

"Cuando un Estado parte en la Convención dicta una ley cuyo cumplimiento por parte de los
agentes o funcionarios de ese Estado se traduce en una violación manifiesta de la Convención, cuáles
~~()]111asobligaciones y responsabilidades de dichos agentes o funcionarios?"

Examinando los artículos citados de las dios últimas Constituciones peruanas, no cabe duda de
que hubo un aumento de crímenes penados con la muerte. Mientras que la Constitución de 1979
sostenía corno susceptible de tal p"na únicamente la traición a la patria en ,¡:,aISO de g!Lll!rr.al exterior, la
de 11993 agregó elterrorismo. Son dignos de resaltar dos aspectos en el artículo 140 de la Constitución
vigente hoy día en el Perú. En primer lugar habla de traición a la patria en caso de guerra, sin el
calificativo externa, lo que posibilitaría la pena de muerte incluso en caso de guerra civil. En segundo
lugar, la parte final del mencionado artículo es significativa, pues subordina la aplicación de la pena
capital no solamente a las leyes internas del Perú .. sino también él los tratados internacionales de los
que el país es parte. Así. se supone que, manteniéndose el país corno miembro d1'E~ la Convención
Arnericana sobre Derechos Humanos, con certeza tanto la doctrina interna como la internacional,
levantará la problemática de tal posibilidad die que se aplique en el Perú la pena de muerte" con relación
al terrorismo, en tanto ese país esté obligado por el § 2" del artículo 4" de la ya citada Convención.

Con relación a la primera pn!gunta formulada por la Comisión.. aunque la misma haya sido
planteada como tesis, es necesario precisar que con la sola edición de la Constirución de "1993" no hubo
por parte del Perú violación die las obligaciones contraídas en razón de haber ratificado la Convención
erl cuestión (4). Esto porque), COlmo ya fue observado, aunque haya sido ampliado el espectro de
crímenes pasibles die ;5~2~Jr penados con la muerte, hubo un reenvío no solamente hacia la ley interna.. sino
también, hacia los tratados internacionales a los que el PenJI pertenece. Respondiendo ahora él la
pregunta en tesis.. pienso en lo siguiente. Primero. la simple edición de ley en contraposición no sería
violatoria de obligaciones internacionales.. pues sería necesario. para que tal violación se estableciera, la
concretización de sus disposiciones. En segundo Jugar, el centro del problema se resuelve por la teoría
qu~~ cada Estado siga en materia die jerarquía dI?' leyes .. Si adopta un verdadero monismo, o sea el
monismo con prevalencia del Derecho Internacional, ]Ia norma convencional internacional prcvaleccra.
Si por el contrario. se privilegia el dualismo, 'la norma posterior tendrá prevalencia. -la le)' posterior
revocala anterior- sin que se tome en cuenta su orígen internacional o no. Tal resolución, cuando omite
una norma proveniente de un compromiso internacional, puede dar ocasión para Ila responsabilidad
internacional. No obstante tal inconveniente, la adhesión a tal escuela, que tiene a los Estados Unidos

(4) Corno maximo se diría que el Perú, que firmó, pero aún no ratificó la Convención de Viena
sobre el Derecho de los Tratados de 1969, no estarfa observando lo dispuesto en los artículos 26, qUl2'
asevera que todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido P(H ellas de buena fe, y 27,
que impide que una parte pueda invocar las disposiciones de su derecho interno para justificar el
incumplirntento de un tratado. Recuérdese que, además de que esas normas no poseen sanción en caso
de incumplimiento, ",1 artículo 2'7, de nítido cuño internacionalista" se encuentra contemplado en el
artículo 46 de 11.2l misma Convención, que admite salvedades de contenido consñtucionalista.
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de América como líder, es corriente en los días actuales. Como última observación con referencia a la
Primera pregunta planteada por la Comisión, recuérdese que Iosmodernos Estad os soberanos,
teniendo la Constitución como fundamento del ordenamíento jurídico nacional, generalmente no
aceptan que una norma, anterior o posterior.. aún originada en una convención internacional, pueda
derogaJr una norma constitucional.

La respuestaa I¡¡ segunda parte forrnulada por la Comisión varía según ]I'aI perspectiva en que se
coloque el interlocutor, Constitucionalmente hablando.. los agentes y funcionarios del Estado están
Hgados a 11,,1 Constitución, no pudiendo buscar fundamento incluso en convenciones internacionales en
que 12'11 Estado sea parte, para, incurrrplirla. Examinando la P roblernátlca bajo la óptica internacional, la
visión sería inversa, Ilustrando la efectividad práctica de tel distinción, recuérdense los crímenes contra
la humanidad tipificados en alguna convención internacional o consagrados por la costumbre. El
hecho hipotético de que un agente o funcionario de un Estado ose base en ]1.'1 Constitución de ese mismo
Estado p¡¡ra cometerlos, no 11'2' servirfa de excusa delante de una Corte internacional. En todo caso.. el
asunto COnCI'iE~to puesto por la Constitución peruana vigente no se encuadra pe ríectamente 'en el
ejemplo arriba citado, 4~(~~uién y cómo respondería Perú, si ese país sin denunciar 1I.a, Convención
Americana sobre Derechos Humanos, condenara y ejecutara a alguien en virtud de terrorismo? .¡Los
constituyentes que establecieron el artículo 1140 de la Constitución vigente (recuérdese que la misma
terminó siendo aprobada en referendum popular), los jueces que pronunciaron la sentencia o quién
efectivamente la IE~.i'E~C~lltÓ¡'

Es lo que me pan,,:e s.m.j,

Brasilia, 23 de diciembre de 11 993.

(1) Oo.aio Grandíno Rodas)
Consultor [urídico



A,NEXOI Xn,·B

IRIEiI'UULICA DE COSTA RICA
Mínísterlo de Relaciones Exteríures y Culito

20 de diciembre de 1i 993

Doctor
Rafa,d Ni.ell:o Navía
l"RESIDI~NTE

Corte II~lteramerícana
de Derechos H1UIIl1l"lIW:s,

San JOl¡4!, Costa JRik,al

Señor Presidente:

Tengo él honor en dirigirme a Vuestra Excelencia con ocasión de aCUS,é31r recibo de la
nota del día Jl1 di! noviembre de 11993" referente a la Opinión Consultiva 14/00'7-93 presentada p<n la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, relativa a la in terpretación del artículo 4" párrafos :1 y
3, de la Convención Americana de Derechos Humanos,

Al respecto el Gobierno de Costa Rica expone las siguientes observaciones:

1",· ADII¡[][SnnLIDAD DE LA I"ETICION DE OI'INION CONSULTIIVA"

Hay qlele tener presente que al momento de presentarse la petición por parte de la
CIDH la nueva Constitución del Perú no había entrado en vigor, ya qw,' los resultados oficiales del
referéndum no han sido dados" y por ello no se ha podido promulgar la misma" por lo tanto, dicha
Coustitución se tiene que tomar como el "Proyecto de Constitución",

En tal sentido" la petición presentada P(H la C[DH sobre la compatibilidad entre el
Proyecto de Constítución del. Perú y los mencionados artículos de la Convención Americana de
Derechos Humanos, es perfectamente admisible.

Dicha admisibilidad se desprende de la misma decisión de la Corte lnterarnericana de
Derechos Humanos, cuando afirma que:

"~~2," Fueren L~lS consíderaclones antecedentes las que 1I.Ie~Ví:U·Ol1l a la COI'b~, en esa ocaaién,
'jl absolver Ia consulta formulada y a. decidir que, en determinadas circunstancias, la Corte. en
ejercicio di! la facuttad contemplada <!111 el artículo 64l.:1. )HI'1'd,! contestar consultas "'Oh:I"1'

Compatfbiltdad entre "IHOYI!(:I:mi di! ley' Y la Convencién (Opinión Consultiva 01c,·1I21'9'l del 6 d11'

diciembre de 1'519JD,,"
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z- H1EiCHOS QUE I"RODUJIERON LA SOLIC][TUD][)IE OI"INION CONSUL']['JVA.

El Gobierno de Costa Rica estima que el problema en su fondo" sin menoscabo de las
preguntas qu<,~ presenta la CIID1HI a la Corte, es idéntico al decidido por la Corte en la Opinión
Consultiva OC-J/!!3 del 8 de setiembre de 1983" pOI' 110 tanto" las respuestas que diera la Corte en dicha
instancia son valederas y aplicables en su fondo ti los hechos de los cuales se deriva la petición actual,
es decir:

""I.A CORTE"

2.:- Por unanimidad,

decide qu<,~ es, competente pua rendir esta opinión consultiva, JI

;31.,.- en cuanto l31 las preguntas contenidas en la consulta formulada por la
Comisión sobre la interpretación de los articulos 4.2 y 4,4 de la
Convención,

ES DIE OI'liN1ION

a .. ) En respuesta él la pregunta

1.·· ¿Puede un Cobiemo aplicar la pena de muerte a delitos pal'a los cuales
no estuviese contemplada dicha pena en su Jegü;lación interna. al momento de entrar en vigor para ese
Estado la Convención Americana sobre Derechos IHI urnanos?

1"01' unanimidad

que la: Convención prohíbe absolutamente la extensión de la pena de muerte y
q1Jll,~" en consecuencia, no puede e] Gobierno de un Estado Parte aplicar la penll de muerte a delitos paral
'los cuales no estaba contemplada anteriormente en su Iegislación interna" y

2,- ,¡T'IHde un Cobíerno, sobre la base de una reserva hecha al momento de
la ratificación al arrículo ,t inciso 4 de la Convención, legislar con posterioridad a la entrada en vigor de
la Convención imponiendo la pen.al de muerte a delitos que no tenían esa sanción cuando :5,10' efectuó la
ra tificación?

Por unanimidad

que una reserva ilimitada por SIl propio texto al artículo 4,4 de la Convención,
no permite al Gobierno de un Estado Parte legislar con posterioridad para extender la aplicación de la
pena de muerte respecto de delitos para los cuales no estaba contemplada anteriormente."

a- I"RIMERA lf'H:EGUNTA l'ORMIUll,ADA I'OH: LA CIDH:

Cuándo un Estado parte en la Convención Americana sobre Derechos Humanos dicta
una ley que viola manifiestamente las obhgacroncs que el Estado ha contraído al ratificar la
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Convención, cuáles serían en ese caso 'los efectos jurídicos de esa ley en vista de las obligaciones
internacionales de ese Estado?

Es importante tener presente a 11.21 hora de externar opinión sobre este terna, los
siguientes factores:

Lo dispuesto en la actual Constitución del Perú respecto al valor que tienen los tratados internacionales
sobre et derecho in temo" incluyendo la misma Constitución vigente. Lo anterior, para determinar si la
nueva Constitución del Perú en cuanto ley, puede ir en contra de ]0 acordado internacionalmente en
un tratadomultilateral como es la Convención Americana sobre Derechos Humanos..

~L·, SIE!GUNDA I"REGUNTAFORM:ULADA ]f'OR LA C][[)H;

Cuándo un Estado parte en la Convención dicta una ley cuyo cumplimiento por parte
de los agentes o funcionarios de ese Estado se traduce en una violación manifiesta de la Convención,
cuáles son las obligaciones y responsabilidades de dichos agentes 1] funcionarios?

Consideramos que este terna es el más delicado por resolver! y que la ]pregunl:a corno
está formulada deja muchas dudas sobre su fondo y alcance" pDr 110 tanto" se hada necesario una
aclaración mayolr del sentido en que se plantea la misma.

El Gobierno (Ü~ Costa Rica otorga gnll1l importancia a esta petición de Opinión
Consultiva presentada por la CIDH a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, pues como 110 dijo
la misma Corte:

"abstenerse ..... de atender la snllcitud de un Gobíemo porque S'!! trate de "proyectos di! 112')"" Y
no de 1'2')'1!1¡ formadas y en vigor, podría, en algunos l:iISO!¡, equívalera forzar a dichn Gobierno a la
violacíén de la Cenvención, mediante la adopcién formal y postbtemente la aptícacíén de la medida
legil¡],llti.vil..para luego acudir a 11,/1 Corte 12,n busca de ],1' opíníén (Opinirin Consultiva OC",·JI2/'3'1" párr.
:~() d,!!16 de diciembre de 1991)."

Le reitero al señor Presidente. 'las segu:irdades de [ni más alta y dtsnnguída
consideración y estima.

(1) DI', Bernd 1-\,. Niehaus Q,
MIIN]iS']['RO

e.e.. :: Lic. Herrnes Navarro dell Valle
MIINISTRO CONSEJIERO DE C .. H.. OIE~A

Lic. Melvin Sáenz Biolley
DIRECTORI'OLJiTlCA EXTERIOR

DI. Jorge A Corrales UlIoa
DIRECTOR DIIRECC][ON JIUIUD][CA

RRlllMIO""



A.lVEXOIXll·C

REI'llHI1LICA DELl'lERlJ
MINIS'][1El'lIO DE RELACIONES IDeTERIORES

Lima, 29 de Diciembre de 19~'3

Señor
Presidente de la
Honorable Corte Interamericana de
Derechos Humanos.
San José, Costa Rica.

Señor Presidente:

La Comisión Interamerícana de Derechos Humanos I[ClDI-I)i,. órgano especializado del sistema
de la Organización de los Estados Americanos (OEA} se dlngió recientemente a la Honorable Corte
solícitándole una Opinión Consultiva (CC,·114)1 sobrela interpretación del artículo {, párrafo 2 (in íme) y
párrafo :3 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en aplicación -segün la CIDI-I·· (J<:' las
facultad es que le confiere el artículo 6~1 (I) de dicha Convención.

Los díspositivos sobre los cuales ~~e solicita una opinión consultiva estén referidos al artículo j~~

de la Convención, derecho a ]1031 vida, en el cual se establecen 'las condiciones en las que se puede admitir
la aplicación de la pen'31 capital y el cual señala, asimisrno.. la prohibición de extender su aplicación a
delitos a los cuales no se le aplique actualmente (artículo 4" parrafo :0 y a no restablecer la pena en los
Estados que ya Ila han abolido.

D,,: conformidad con lo establecido en el arttculo 54.2, de'! Reglamento de la Corte
Interamericana de Derechos Humanos, el Gobierno del Perú somete al consideración de esa Honorable
Corte sus observaciones escritas sobre la solicitud de opinión consultiva formulada por la CIIDHI,

Para proceder a un análisis adecuado de la solicitud de la CIDI-I y determinar su legalídad y
viabilidad jurfdica.. :5",' ha efectuado un análisis jurídico de dicha solicitud. a partir de tres factores:

.31" Capacidad de la parte.
b. Requisltos formales de presentación
c. Cuestiones de fondo.

Este aspecto se encuentra previsto en el articulo 6~, de la Convención.
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El mencionado artículo establece dos procedímientos paral acceder a lo:" mecanismos
consultivos de la Corte. Un primer mecanismo 12'15 ,,:11 contemplado en ,,:11 párrafo 1 del artículo 64 de la
Convención, que S(~ refiere a 'la capacidad de los Estados miembros de la Organizacíón así corno a otros
órganos "en lo que 1112'S compete". Este es el mecanismo que ha invocado la CJIDB en la comunicación en
la que ha solicitado opinión consultiva a la Honorable COlrI:iE:.. ],,21 misma que hace en su calidad die
órganos del sistema de la OEA "encargado de fomentar 11,21 observancia y protección de los derechos
humanos".

El p..irrafo 2, del mismo artículo 64~ establece' un segundo mecanismo que confiere una
capacidad exclusiva, en favor de ]!OS Estados miembros de la Organización para solicitar opiniones
consultivas cuando se trate de situaciones "acerca de la compatiblidad entre cualquiera de sus leyes
internas" y la Convención lJI otros instrumentos internacionales de carácter regional en materia de
derechos humanos.

La C1DI-I,. como entidad especializada de la Organízaclén, invoca el procedimiento que le
posibilita el párrafo 1 del artículo 64, pero incide en un:" materia que esta reservada exclusivamente a
los Estados de cuyas leyes nacionales se trata, lo q1JllE~ esta contemplado de un dispositivo diferente,
-párrafo 2 del: mismo artículo 6I- qw,~ prevé una situación completamente distinta y que constituye,
asimismo, un mecanismo que tiene diferentes alcances a 'los que pretende la CI DB en su solicitud de
opinión consultiva, En dicho artfculo claramente se seña!a qUE~ "la Corte a solicitud de un Estadn
miembro di! la Org¡lI1Ii¡!¡1d!6111 podrá darle opiniones acerca de la compatibilidad entre cualquiera de
!;1JI:5i lc~Y'E~:S' internas y los mencionados instrumentos ínternacíonales".

El hecho q¡ue la Convención haya establecido dos mecanismos separados obedece a la intención
legislativa del tratado de dejar claramente establecido en qué casos y quiénes estéjn facultados a
solicitar opiniones consultivas a la Corte. El artículo 64, párrafo 2 de la Convención tiene su ratio legís
en precisar, sin lugar él ninguna duda" que solamente compete a los Estados, de cuyas leyes internas se
trata, el poder recurrir en vía de opinión consultiva a la Corte cuando exista una presunta
incompatibilidad entre una norma interna de ese Estado y la Convención.

Es manifiestamente clarosbesta leer el: texto de la solicitud de la C:lDH.. patra apreciar como se
ha forzado la Ilóg.ica procesal en la solicitud de la ClDH. Este órganos del sistema interamericano hace
referencia expresa a una situación interna peruana, pretendiendo cuestionar indirectamente una ley
nacional, este es .. la nueva norma contenida en ('1 artículo 140 de la nueva Constitución del Perú. La
CIDH pretende que la Honorable Corte se pronuncie sobre los alcances de dicha dísposícíón
constitucional peruana y las consiguientes obligaciones del Estado peruano estando a 10que establece
I,~II artículo .41, párrafo 2 {in fine) JI párrafo .3 de la Convención. La ClDH olvida que cuando se trata de
asuntos que inciden en aspectos relacionados a la compatibilidad entre una ley interna JI las
obligaciones internacionales que establece la Convención y los demás instrumentos n:gionaJes sobre
derechos humanos, el mecanismo de consulta es el: previsto en di párrafo 2,. del: artículo ,f,4, el mismo
que es una :f'I':lJIH.2ld exclusiva d'~'11 Estado '~11I'1' requiere de un" ínterpretacién sobre el alcance de SI¡IS

leyes internas y sus correspondientes obligaciones internacionales que emanan de un tratado, en este
caso la Convención. La CIDH no PU'E,(J¡, inVOGH ni acogerSE'a dicho mecanismo.

En ese sentido, es manifiestamente claro que la C[DJ~[ no está facultada para solicitar este tipo
de interpretaciones IIf", opinión consultiva a la Honorable Corte. Carece de leg;itimidadl pa:ra recurrir a
la Corte por tratarse de un asunto previsto pOlr la Convención en una norma distinta y específica a la
que invoca la C1DI-I. Admitir la solicitud de opinión consultiva en esas condiciones sería sentar un
desafortunado precedente en la medida que se propiciaría una injerencia desproporcionada de un
órgano que forrna parte del sistema de la Organización dile los Estados Americanos en los mecanismos
legislativos internos de los Estados miembros, facultad que la Convención ha reservado exclusivamente
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él los Estados para los casos de interpretación de sus propias leyes nacionales, En consecuencia, la
solicitud de la CI])H es inadmisible por no contar con legitimidad pal',al dirigirse a la Honorable Corte,
por tratarse die una materia que es die exclusi va competencia die los Estados, conforme lo señala el
párrafo 2, del artículo 64 de la Convención, que es el dispositivo aplicable al Ci3"5ü,

Sobre este aspecto, el Gobierno del Perú desea hacer especial énfasis sobre su enorme
preocupación, dado ILa forma como está formulada la solicitud, respecto a una presunta intención de la
C]DH die pretender que la Honorable Corte emita un pronunciamiento en forma indirecta sobre una ley
nacional p,:::ruani31 a través de una solicitud die opinión consultiva formulada por una entidad del
sistema regional -la (:IDI-¡..que no está facultada palIa efectuar este tipo de consultas, IX)!' impedírselo el
párrafo 2, del artículo 64 de la Convención, Solamente de esa manera se explica la forma tan genél-ica
como han sido planteadas las preguntas que no aluden al Perú ni a su legislación interna" pues la ClDH
no tiene facultad para ello. Sin embargo, en La parte introductoria de la solicitud sií hay referencias
directas y leXpir'es<ls a la situación peruana y a la nueva disposición constitucional contenida en el
artículo l~I(). Es decir, es evidente que la CIIDH pretende obtener en forma indirecta lo que no puede
hacer en forma directa por impedírselo 11.31 mencionada disposición de I.JI Convención.

El Gobierno del Perú considera su deber de alertar a la Honorable Corte sobre esta particular
manera como ha sido planteada II a solicitud de opinión consultiva para evitar más tarde -cn el supuesto
negado que se examine el fondo del asunto- que 11031 CIIDH pueda deducir q¡ue los alcances de una
eventual respuesta a su solicitud se aplican al la situación particular del Perú, sobre lo cual desde ahora
el gobierno peru43mo formula reserva por no ser materia expresa de la consulta..

La solicitud die la C][[)lH[ no cumple con los Presupuestos Procesales que son requisitos
indispensables para que se produzca una rclación juridica valida entre la parte que invoca L31
interpretación o aplicación del derecho, la parte que deviene obligada en virtud de dicha determinación
y el órgano jurisdiccional que aplica o interpreta -corno se pretende en el presente caso- el derecho.

Die acuerdo a la Teoría del Proceso la legitimidad o capacidad procesal es 11031 aptitud en que se
halla investida una parte para efectuar 'los actos procesales válidos por parte de los sujetos activos de la
relación procesal'. La CIDHI carece de esa legitimidad pDr cuanto pretende ejercer una acción para la
cual no tiene capacidad normativa ni funcional.

El aspecto de 11.21 legit:irniidad de la CIDHI es de una naturaleza fundamental para determinar 1131
admisibilidad de la consulta formulada. En ese sentido, el Gobierno del: Perú glosa a continuación un
listado de las partes pertinentes de diferentes Opiniones Consultivas emitidas por esa Honorable Corte
en donde claramente S~E~ establecen los criterios que sobre este aspecto se ha aplicado en anteriores
casos.

en En la Opinión Consultiva I'Jo Oll/82, la Corte lnterarnericana Sl2 pronunció sobre el marco
genc~Jral sigrnficado por el artículo 64'"' de la C0I1'v(~nC'i6n Americana. en los ténninos
siguienbes: "'l,t el Articulo 64" de la Convención confiere a esta Corre la 1111.3S amplia función
consultiva q¡ue se haya confiado a tribunal internacional alguno hasta el presente. Están
legiitil1:1latdos para solicitar opiniones consultivas la totalidad de los 6Jrgan()s de la
Organización de los Estados Americanos que numera el Capítulo X de ],31 Carta, e igualmel1.l:e
todo Estado Miembro de la misma, sea () no parte de la Convención. El objeto de la consulta
no es tú limitado a la Convención, sino que alcanza a otros tratados concernientes el Ita
protección de los derechos humanos en los Estadios amcrrcanos sin que niJr'gul1a parlte o
aspecto de dichos instrumentos esté, en principio, excluido del ámbito de esa función asesora:
Por último, se concede a todos los miembros de la ()IEA la posibilidad de solicitar opiniones>
acerca ele la cornpatibilidad entre cualquiera de sus leyes internas )' los mencionados
instrumentos internaciona les".
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En otro apartado, "Los Tratados Objeto de Opiniones Consultivas". la Corte afirma: '''39. La
conclusión anterior se p()ne especialmente de relieve al examinar lo dispuesto por If~l articulo
64.2 diE' la Convención.. qUt2~ autoriza él los Estados Miembros de la ()EA para solicitar una
opinión consultiva sobre la compatibilidad entre cualquiera de' sus leyes internas y tratados
concernientes a 11a protección d[(~ los. derechos humanos en los Estados Americanos. Se tr¡31It,81 .•

en este caso, de un servicio que la Corte está en capacidad de prestar a todos los integrantes
die] sistema interamericano, con el propósito de C(J21dYl...:lVar a '1 curnnlimicnto ele sus
compromisos internacionales referentes a dicha materia. En esta perspectiva. habida cuenta
dile qUE~ un Estado americano no está menos obligado a cumplir con un tratado internacional
po:r 12~1 hecho de que sean o puedan SI;']" partes del mismo Estados no americanos no se "le

ninguna razón par;a. que no pueda solicitar consultas sobre la compatibilidad entre cualqu icra
de sus 1:12'YI2~S internas y tratados concernientes a la proteccirin di::! los derechos humanos" que
hayan sido adoptados fuera del marco del sistema inrerarnericano..."

en En la Opinión Consultiva N" 03/83, la Corte procedió a examinar aspectos procesales C[ue
"deben resotverse desde ell principio", 12n razón de la objeción alegada por el Cobicrno (le
Cuaterna!a cuestionando 'la compcrcnc¡a de la Comisión para solicitar esta opinión
consultiva:

"23. e.. > Es rnuy claro más bien, 9ue elejercicio de la competencia consultiva de la Corte está
sometido él sus propios prcrrcquisitos, que se refieren a la identidad y a la h:'gi.timación
reconocidas a los entes ('011. derecho a solicitar una opinión, es decir, él los Estados Miembros y
los órganos de la 'OEA, éstos últimos, "en lo que les compete..."

(3)

1(4)

En la Opinión Consultiva N" OS/El:; .. la Corte hizo 1.8, siguiente distinción:

"'6. En virtud de que la consulta combina cuestiones que deben responderse tanto de acuerdo
con el artículo 64.] corno con (·11 artículo 64.2 de la Convención, la Corte rcsolviri separar
ambos proccdirnienros dado que, mientras 42:1 primero interesa a todos los E5LJc1os Miembros
>' órganos principales de la OE,I\" el segundo i nvolucra aspc'ctos legalc~s rolacionados
especialmente con la República de Costa Rica".

En virtud de tal distinción se celebraron dos audiencias: La primera, el :::' de setiembre de
1985, para la aplicación del arrículo 64.2 de la Convención, a la cual no participó la Comisión;
la 5,egunda, el8 de noviembre de 1,985, para la aplicación del artículo f::4,1 de la Convención, a
la cual sí' participó la C",H111sión (Ver: r...Jum. 7 a 10 de la 0(,··,:;/85), por lo que al tratar la
"Admisibilidad" la Corte tUVO,a1 hi(~n explicitar que:

"]6. Como ya se ha observado, la competencia consultiva de la. Corre ha sido invocada
n2Sp(~cto del arncu!o 6,4.1 de la Convencicn, por k.. que toca a la cuestión general,. y del
artículo 64 .. 2, en lo refcrcn:e a la compatibilidad entre 11'1 Ley r...jC 4420 y la Convención. Corno
Costa Rica es miembro de la OEA, está legibmad21 para solicitar opiniones consultivas según
cualquiera de las dos disposiciunes mcnc.onadas...".

En la Opinión Consultiva 1\1" 06/86, la Corte tuvo a bien precisar:

"lO. La presente solicitud de opinión consultiva debe considerarse dentro delmarco de lo
dispuesto en el párrafo ~I del artículo 64 de tal Convención" aún cuando no se IE~ invoque
especialmente, Esta conclusión es evidente ya qtle lo que se solicita es la interpretación de un
artículo de la Convención y no se plantea ninguna rucstión relativa él la "compatibilidad entre
cualquiera de sus leyes internas y los mencionados instrumentos internacionales" (art 6-4.2)".

De manera semejante, en la Opinión Consultiva N° ()7/B~;, la Corte dejó asentado qt':IC:
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"'10. El Cobierno solicita una opullon consultiva en el ámbito del artículo 64.'1 die 11.31
Convención, no 12~1rl el del artículo 64.2. Esta conclusión SI!:! desprende! del hecho de que la
solicitud S1E~ refiere expresamente al artículo 49() del RE~gJal11l2nlto, qW2~ trata de las consultas
fundadas en el artículo 64.1 y no al artículo SI delmismo que' corresponde él las previstas en
el artículo 64.2 de la Convención Aderr.ás, el Cobierno no requiere :1<31 opinión de la Corte
respecto de la compatibilidad entre alguna de sus leyes internas y la Convencíón.,".

En esta opinión consultiva corre la Opinión Disidente Conjunta de los jueces Rafael Nieto
Navia y Pedro Nikken, qluE~ sostienen: "Nuestro disentimiento se limita estrictamente él la
cuestión de la admisibilidad )' S12~ funda en las siguientes razones: L La función de la Corte es
la de interpretar noel derecho interno sino el derecho internacional (...) 3. También en el
,camnpo de su competencia consultiva, SjE~gún el artículo 64.2 de 'la Convención, la Corte está
llamada.. si así' lo solicita cualquier Estado Miembro de la ()EA, a pronunciarse sobre la
cornpatíbilidad entre una determinada ley de (~SI2~ Estado y la Convonción..". 16" (,,,.) Por esas
razones estimarnos qlJll2~ la reformulación hecha por la Corte y quele permitió evitar' todo
prorumciarniento sobre di derecho interno costarricunse no resultaba necesar ia (m esta

ocasión, sino que lo procedente habría sido declarar inad misib!e la consulta planteada }'
abstenerse d12~ responder C..) -[7.c Aún cuando hemos discrepado, por las razones antes
mencionadas, sobre el ejercicio qlue la Corte ha hecho (le S1..:tS facultades para la refOrT111J1;1¡~ld6n

de las consultas que le SiI2~.H1l sornetidas. reconocernos q1.JiE~ en el prcscarc caso dicha
reformulación no condujo a que la Corte entrara a considerar materias" como 'la interpretación
del derecho interno, que están fuera de' su competencia y qLH::~ se' limitara el análisis de 1103
Convención.. para lo cual sí está plenamente facultada"

(6) En la C)C:"9/87, la Corte expuso una consideración pertinente a la "Admisibilidad":

"16. Los términos en que está formulada la consulta y :L81S consideracrones que, según él
Cobíerno, la han originado, ponen en evidencia que lo sometido a la Corte es una cuestión
jurídica qtle no estaría referida, específica y concretamente. a ningún contexto particular. La
CO]~tE~ reconoce que circunstancias de esa naturaleza pudieran, en ciertos casos, conducirte a
hacer 'LIS() de sus facultados permisivas, implícitas en su competencia consultiva, para
abstenerse de responder U11a consulta formulada entales términos ...".

O) En la 0C-·I0/89" cuya materia fW2' interpretar el articulo 64.1 ele la Convención, quedó
claramente establecida la sola competencia de la. Comisión.. como dieotros órganos de la ()EA,
para solicitar opinión consultiva exclusivamente en materia de tratados internacionales, no
mencionándose el derecho interno ele 'los Estados como parte de esa competencia.

(8)1 En la C>C,·ll /90, la solicitud presentada por la COIl1 isión, no menciona 12'1 derecho interno dile
ningún Estado Miembro de la OEA, al e:~:poner sus consideraciones para fundar la petición dile
interpretación.

1J¡" Requisitos furmales di! La, solicitud de opíníón consultiva.

El artículo SI del Reglamento de la Honorable Corte señala taxativamente los requisitos 'jlllC~

debe reunir un pedido de opinión consultiva para el caso del artículo 64.1 de la Convención,
mecanismo que pretende invocar y acogerse la CIIDH.

Ell artículo citado del Reglamento de la Corte señala tres requisitos fundamentales que deben
estar manifiestamente claros en la solicitud.

L Formular con precisión las preguntas específicas sobre las cuales se pretende la
opinión de la Corte.
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ii. Las disposiciones a ser interpretadas.

iii . Consideraciones qlJle originan la consulta.

i. Respecto al primer requisito señalado, las dos preguntas que hace la C(DH en su
solicitud ¡,DI', de tipo genérico, no se refieren en forma especifica a ninguno de los derechos protegidos
pOlr la Convención. De la manera como están planteadas.. ambas pregunllas de la ClII)H pueden
aplicarse a cualquier tipo de situación en las cualles pueda haber una presunta contradicción entre una
le)' interna y las obligaciones que lenmateria de derechos humanos impone 1.1 Convención a los Estados
partes, No guardan ninguna relación directa con las disposiciones específicas del artículo 4.. párrafo 2
(in fine) y párrafo 3 de la Convención. derecho a la vida.

En ese scntido.Ja solicitud de opinión consultiva de la CIDH plantea dos preguntas de carácter
totalmente g~~né[':ic() a la Honorable Corte que estrictu sensu no contribuyen a aclarar ninguna
inquietud jurídia en materia die derechos humanos a nivel regional. La consulta esta redactada de una
forma suí génerís -pretendiendo orientar el petitorio hacia el caso específico del Perú y sus leyes
internas- de manera tal que los alcances interpretativos de una eventual respuesta puedan ser aplicados
de manera extensiva a la situación interna del Perú" siendo que el contenido de las preguntas -su
lectura simple no deja ningún lugar a dudas- no están referidas ni a] Perú, ni a la pena capital, ni
mucho menos a las medidas que ha adoptado el Poder Legislativo nacional, en su calidad de órgano
Constituyente. sobre esta materia. Si la Honorable Corte se centra exclusivamente en el contenido de
las dos preguntas forrnuladas no encontrará forma de emitir un pronunciamiento dado la gcnr'ralidad
con que han sido formuladas, En términos procesales, a'1 no haberse determinado con claridad el objeto
de la litis la Corte esta imposibilüada de emitir un pronunciamiento.

En consecuencia, existe una clara deficiencia de carácter forma" que hace inadmisible la
solicitud die opinión consultiva formulada por la CIDIH, al no haber cumplido con el requisito de la
especificidad en el contenido de las preguntas que dispone el artículo Sll, párrafo l, del "Reglamento de
la Corte.

De acuerdo a la TeorL3I del Proceso, '1'1 generallidlad de las preguntas formuladas a LJI Honorable
Corte por ll,al ClDH no permiten que estemos ante lo que se denomina un caso justiciable, por cuanto los
supuestos que se pretende someter a interpretación -atcndiendo exclusivamente a la forma como han
sido planteados- no tienen relevancia juridi<:a directa con el artícu ]104, párrafo 2 y ::: de II.J' Convención ni
con la situación interna del Perú a partir de la entrada en vigencia de una nueva Consti tucíón y las
medidas sobre pena capital. En ese sentido, las cuestiones planteadas a 'la Honorable Corte por 'la
CII)H[ no constituyen.. en consecuencia, asuntos que puedan ser factibles de ser llevados a la Corte para
un pronunciamiento.

ii, Respecto al requisito die señalar las disposiciones a ser interpretadas, la petición de la
CIDE ha solicitado se interprete los alcances del artículo 4, párrafo :2' (in fine) y párrafo]. ele la
Convención Americana de Derechos Humanos, y tomando como punto de partida el pctítorio
formulado arremete contra normas internas de'! Estadio peruano, artículos :135 de la Constitución del
Perú del año 11979 y "(,lO dola nueva Constitución. En otras palabras bajo la cobertura de solicitar una
interpretación del artículo 4 de la Convención, lo que pretende ]1.11 CIDH es que la Honorable Corte se
pronuncie sobre una presunta incompatibilidad o contradicción entre dicha d isposición tde la
Convención y leyes internas del Estado peruano, pua 'lo cual -Io repetimos- la CIDH carece de
facultades para recurrir a la Corte Intcrarrcricana de Derechos Humanos.
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En este caso, como ha sido señalado. la falta de capacidad procesal de la CIDH hace que su
petición devenga en inadmisible. La Honorable Corte sin entrar a conocer el fondo del asunto debe
declarar ab initio la inadmisibilidad de la solicitud de opinión consultiva formulada por la CIIDH.

U1. En 110 que concierne a las consideraciones que originan la consulta por mandato
expreso del artículo 6~i, párrafo 2,. de la Convención, está completamente demostrado -de acuerdo a la
forma como ha sido planteado por la CIDIHI- que el asunto es uno de presunta incornpatihilidad entre
las oblígactones que establece 'la Convención y los alcances de leyes internas, situación en la cual, como
ha sido plenamente explicado, la CIDH no tiene legiitimid,a,d ni competencia funcional. Los pedidos de
opinión consultiva, son, en estos casos" facultad exclusiva de los Estados, En consecuencia. esta es,
asimismo, una razón adicional para que se declare la inadmlsibilidad de la solicitud de opinión
consultiva formulada IXII' la CIDH.

De acuerdo a la Teoría del Proceso la falta de observancia en el cumplimiento formal de los
requisitos de la solicitud de opinión consultiva hace que ésta se convierta en un acto procesal
inadmisible.

No es> intención del Cobierno del Perú examinar los aspectos die fondo de la consulta formulada
por la Cl lD1-1 pues estima que las razones expresadas son suficientes palra que se declare su
inadrmsibilidad. No obstante, hay ciertos elementos en dicha solicitud que es necesario enfatizar para
entender con mayor cabalidadla pretensión de la C1D]HI.

La solicitud de la CIDH señala q¡ue al haberse ampliado los casos en los cuales podría aplicarse
la pena capital en el Perú, artículo 140 de la nueva Constitución del Estado, esta norma vscñala
expresamente la CIDI-!-- está "en contradiccion con lo previsto en el artículo ,41, párrafo 2 (in fine) y
párrafo 3 de la Convención", Es decir, la C1DH se erige por sí y ante sí como Fiscal y Juez del Estadio
peruano e invade prerrogativas que son exclusi vas de la Honorable Corte. Sobre este particular
aspecto, será necesario recordar a la CIDIHI que según el artículo l " de su Estatuto, la Corte
Interarnericana de Derechos Humanos es la "institución judicial autónoma cuyo objetivo es 'la
aplicación e interpretación de la Convención Americana de Derechos, Humanos". Por lo tanto" la CIDH
al expresar que una ley interna peruana esta en contradicción con la Convención, adelanta juicio,
prejuzga y asume facultades par'31 las cuales no esta investida. Con el debido respeto" el Cobicrno del
Perú estima que las circunstancias anotadas que están contenidas en la solicitud de la CI[)HI son
indicativas de una actitud no exenta de prejuicios que no tienen cabida en este tipo de procedimientos.

La solici tud de la CIDH debió limitarse a trasladar una inquietud jurídica a la Honorable Corte.
Por el contrario, prejuzga y adelanta liuicio sobre leyes internas del. Estado peruano al señalar en la
sección Interpretación de Disposiciones de su petitorío que la ley adoptada por el Estado peruano a
través de su Congreso Nacional, cumpliendo funciones constituyentes. es "una disposición
manifiestamente violatoria de sus obhgacioncs según la Convención". Esta es una afirmación que
deviene en inaceptable pues con ella la ClIDH se está arrogando facultades de interpretación que son de
competencia exclusiva de la Honorable Corte.

Existen otras razones adicionales por las cuales el Estado peruano considera que la CIDf-) ha
actuado en este caso con precipttación. La solicitud de opinión consultiva fue presentada a la
Honorable Corte. según constancia de recepción, el día '9 de noviembre último, es decir cuando no se
conocían aún los resultados oficiales del referéndum nacional sobre la llueva Consntucrón peruana
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donde :S,,, ha incluido efectivamente una nueva disposición sobre pena capital. Es decir, no se sabía
estrictu sensu si la Constitución sería aprobada o no y lial CIDH ya se había adelantado al efectuar un
pedido di" opinión consultiva sobre un dispositivo contenido en un nuevo cuerpo Ilegal que no tenía
vigencia alguna.

Pero aún hay más ..y para ello no se encuentra ninguna [ustificación- todo el texto de la solicitud
de la CIDH está redactado como si no existiera la última parte del artículo 140 de la nueva Constitución
del Perú q¡ue claramente expresa que la posibilidad di" dictarse nuevas normas en materia de pena
capital esté sujeta a que las mismas se hagan "conforme el las leyes ;)~jtl~~~!jbriªutil~j~~l~~J~~~~J~~~s~..:nJ~L~~J=lJ~J~~nJl

J:ju!m:I!UII¡,!iJi~ild,¡l~:' Indudablemente que esta disposición constitucional no podría excluir de ninguna
manera la Convención Americana sobre Derechos Humanos" instrumento 'internacional del cual ",1 Perú
es Estado parte. Este es un expreso mandato de la entrante Constitución del PerLÍ que la C1IDH ha
ignorado o subestimado por completo. De esta manera la actitud de la CIDH resulta incomprensible
para el Gobierno de] Perú pürque no ha tomado en cuenta para nada la última parte del nuevo articulo
constítucional citado y en una lamentable determinación ha procedido a plantear una solicitud de
opinión consultiva que ,¡'S completamente inadmisible en 'lo formal e improcedente en el fondo -si es
que se llegara a examinar el fondo- solicitud que constituye} además. una pretensión cuya pertinencia
es insostenible y que recaq~;,31 de manera innecesaria las labores. de esa Honorable Corte.

Debe tenerse muy en cuenta, que la disposícíón contenida en el artículo 1140 de la nueva
Constitución es una norma marco -conforme a ]1", naturaleza constitucional de la misma.. y que habrá
que esperar si el Congreso Nacional dentro del ejercicio de sus facultades legisJativ,as estima
conveniente legi.slar mediante leyes cspecíñcas dicha nueva norma constitucio na l. Dichas leyes
especíñcas ·,:112 ll1egar a plantearse. discutirse y aprobarse- deberán tener en consideración, por mandato
expreso de la nueva Constitución, 110s tratados de los que el Perú es parte obligada.

El citado artículo 1140 de la nueva Constitución del Perú no obliga al legislador ordinario a
dictar una ley que legisle sobre esta materia dentro del nuevo marco constitucional adoptado Esto que
es una consideración elemental de derecho constitucional ha sido, en forma sorprendente. ignolrado por
la CIDH ensu solicitud de opinión consultiva a esa Honorable Corte.

Las leyes penales -lo que incluye a la pena capital- en cumplimiento del principio de legalidad
requieren definir la conducta concreta merecedora de 'la sanción. En tal sentido el pedido de la ClDH
carece de mérito pata habilitar desde ya o pan1 constituir base causal de la emisión de una opinión
consultiva, pues se basa en una consideración de hecho y juridica aún no presentada.

Finalmente, señor Presidente, par.al el Gobierno del Perú así corno para toda la comunidad
internecíonal regional, es muy importante la decisión que adopte la Honorable Corte ante este pcd ido
die la CIDH. Debe tenerse plena consideración que los procedimientos ante la Corte son en instancia
única ]10 que no permite revisar o enmendar un fallo, dictámen u opinión consultiva una vez que estos
son emitidos. De allí que se debe extremar la cautela sobre la admisibilidad de los pedidos desde ",]1
inicio mismo de la litis o procedimiento no contencioso y. superada la etapa de la admisibilidad, ejercer
o redoblar aún más esa cautela sobre la procedencia de las acciones mismas cuando ls.e trate de
examinar el fondo de la cuestión. Ello contribuirá a promover, desarrollar y fortalecer un vigoroso
sistema judicial internacional die carácter regional que es la mejor garantía contra gestiones o potitorios
que no han sido suficientemente madurados y que se plantean, desafortunadamente die una manera
precipitada, yendo contra el texto expreso de la Convención y lesionando irmecosariarnentc los
derechos y obligaciones de los Estados ante la misma.



EL GOIH1EiRNO DEL I'lEiRU:

En atención a todas les consideraciones contenidas en las presentes Observaciones Escritas a la
solicitud dile Opinión Consultiva I[OC··114)1 promovida por la C0ll1,iÍSlíÓI11 Interamericana de Derechos
Humanos pide qU42: la Honorable Corte desestime pronunciarse SObI'iE: dicha solicitud aplicando el
precedente de sus propiasOpiniones Consultivas: o, en su defecto, sea declarada inadmisible por
razones de falta de legitirnided de la CIDIHI.• defectos de fOlrma en su posmlación o improcedente -de ser
el caso- len cuanto al fondo del asunto, pOlr cuanto IE:I petitorio de Ia CIDH constituye un pedido de
lnterpretación de una norma interna del derecho peruano para lo cual no tiene legitinudad.

eK!JliUD3U::)[][!liD~¡ll: En el (¡1:SO que la Corte L D. H. decida la realización del procedimiento
oral, ,,:]1 Gobierno del Perú solicita SIE:i31 notificado con oportunidad, para
c:ompalrecer ,al la audiencia respectiva.



iI.NEX()1 XIII

POR CUANTO la Convención Americana sobre Derechos Humanos quedó abierta a la firma y a la
ratificación o adhesión de cualquier esrado miembro de la Organización de los Estados Americanos,

y POR CUANTO la ratífícación o adhesión ,1 la Convención se efectuará mediante el depósito de un
instrumento de ratificación o de adhesión en la Secretaria General de Ila Organizacíón de los Estados
Americanos.

y POR CUANTO el Artículo 75 de dicha Convención dispone que la Convención sólo puede ser objeto
de reservas conforme a las disposiciones de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados
suscrita el 23 die rna yo de 1969,

POR TANTO la Comunidad die Dominica ratifica la Convención Americana sobre Derechos Humanos
sujeto alas siguientes reservas:

"1. Artículo 5, No debe leerse como una prohíbíción del castigo corporal administrado de
conformidad con la Ley de Castigo Corporal de Dominica o la Ley de Castigo de Delincuentes
Iuveniles..

2. Artículo 4.4. Se hace una reserva respecto de las. palabras "comunes conexos con los políticos.'

3. Artículo 8.2(c). Este Artículo no se aplicará en el case de Dominica.

4. Artículo 21..2, Debe interpretarse ala luz delas disposiciones de la Constitución de Dominica y
no amplifica o limi ta los derechos reconocidos por la Constitución,

5. Articulo 2'7.1. También debe leerse a 'la luz de nuestra Constitución y no amplifica (Ji limita los
derechos reconocidos ¡Xli' la Constitución,

6. Artículo 62. La Comunidad de Dominica no reconoce la jurisdicción de 'la Corte."

EN FE DE LO CUAL, vo. BRIAN GEORGE KEITH ALLEYNE, MIN'ISTRD DE RELACIONES
EXTERIORES Y UNIDAD DE elECS, firrno hoy este Instrumento de Ratificación y pongo el sello de la
Comunidad de Dominica.

Dado en Roseau este tercer día de junio dile mil novecientos novenIta JI tres.



ANEXO XJr1V

A TODOS VDS QllJ]E E'L lP'RESENTI: '1/IIEiRI:N,.

HAGO SAJEIER:

Que habiendo sido promulgado el Decreto N"
16.078 de lechal8 de enero de 1993, )xlr e] cual: se reconoce la competencia de la Corte lnteramericana de
Derechos Humanos para 11"1 interpretación y aplicación de ]1"1 Convención Americana sobre Derechos
Humanos o Pacto de San José de Costa Rica.

[,OH TANTO,.

el presente reeonoclmiento es por tiempo indefinido, JI debe interpretarse de contormidad a tos
principios que guían el Derechos Internacional, en el sentido de qlll,' este reconocimiento se refiere
expresamente a los hechos ocurridos con posterioridad ,1 este acto y sólo para, aquellos casos IE,n que
exista reciprocidad,

EN FE DE LO CUAL,. firmo IE::I presente que va
sellado con el Sello de Armas de ]101 República y refrendado por el Ministro Secretario de Estado en el
Departamento de Relaciones Exteriores, Doctor AIL.ID(]IS FRUTOS VAESKEN,. IE'n ]1"1 ciudad de
Asunción, Capital de 11"1 República del Paraguay, a los 11 días del mes de marzo del año mil novecientos
noventa y tres"



JAIME PAZ ZAMORA

P'IRESIDEN1['E CONSTITUCIONAL. DE LA HEPllJIBLICA DE BOLIVIA

PORCUANro:

El Gobierno Constitucional de la República, die conformidad con el articulo S'l'" inciso 12, de la
Constitución Política del Estado, medianil,' Leyl.BO die 111 die febrero, dispuso I¡I aprobación y
ratificación die la Convención Americana sobre Derechos Humanos, "P"I'¡:ltO de S,UI Jo~,É~ di,'Costa Rica",
suscrita en San José, Costa Rica, el 22 de noviembre de 11969 y el reconocírmento de 11", competencia de la
Comisión y de la Corte Interamerícana de Derechos Humanos" de conformidad con los artículos 45 y 62
die [a Convención.

lf'ORTANTO:

En uso de lill facultad que me confiere el inciso 2, del artfculo 96 de la Constitución Politica del Estado,
expido el presente Instrumento de Hatificación de la Convención Americana :SObI'lE: Derechos Humanos,
"Pacto de San José de Cosita Rica", asf como el reconocimiento de la competencia de la Cormsión
Interamericana de Derechos Humanos y el reconocimiento como obligatoria de pleno derecho,
incondicionalmente y por plazo indefinido de la [urisdícción y competencia de" la Corte Interarnericana
de Derechos Humanos, conforme al Artículo 62 de 'laConvención.

Firmado de mi mano. impreso el Giran Sello del Estado y refrendado por el Ministro de Relaciones
Exteriores y Culto, a objeto de que sea depositado en la Secretaria General de la Organización de los
Estados Americanos.• Washilnglton,

Es dado en Id Palado de Gobierno de la, ciudad de La Paz, a los veinte días del mes de mayo de mili
novecientos noventa y tres años.



AN'EXOXVI'

IEiSTADO DE RA'1[,[1f'ICACIONES y ADI'IJE¡SIONES

CONVENCION AMERICANA SOlEIREDERECHOS HUM[ANOS
""JI'ACTO D1Ei SAN ]IOSE DE COSTA RICA'"

Suscrita en SiU' [osé, Costa Rica el 22 de noviembre de 11969"
en la Conferencia Especíaltzada Interarnericana sobre Derechos Humanos

EN'1[1RADA EN VIGOR:

DElf'OSITARIO:

TElero:

lREGISTUO ONU:

18 de julio de 1978" conforme al artículo '7<L2 die la Convención

Secretaría General ()E~~" (Instrumento original y ra tlñcacíonesj

27 die agosto de 1979, No, 1179~j5

País .~'S

]:tÍJI;lIlIJllb1jillli

Argentina
Barbados
Bolivia
Brasil
Colombia
Costa Rica
Chile
Dominica
Ecuador
lE1 S,311v.1do]"
Estados Unidos
G:renada
Guatemala
Haití
Honduras
Jamaica
México
Nicaragua
Panamá
Paraguay
Perú
Rep,Dominicana
("' .
,~ll1nn.alme

Trinidad y 'Iobago
Uruguay
Venezuela

I'l!l:h,ll de
,1:iJ[J~tL¡1

02/Il/84
;!O/'11'1/ '78

;!2/XI/69
n/XI/69
22/XI/69

22/X1/69
22/)([/69
01/VI/?7
114/'11'11/78
22/XI/69

22/X1/69
16/IX/?7

22/X'[/69
22/K[/69
22/K1/69
2:1'/VIII/n'

07/IX/?7

22/XI/6S.
22/X!/6S.

Fecha die Depósito
del Instrumento de
l¡,¡Ij;ilk¡II~¡Jí~tU¡cAdhl:~liJí~tL

05/1X/84
27/XI/81
19/Vlli/79
2S/IX/92
31/VIII/73
08/1'11/70
21/VIIII/90
10/VI/93
213/XI1/n
:n/VI/?8

18/1,'111/78
25,/V/'78
27/1)(/'77
08/1)(/77
O:?/VIII/78
24/1111/81
25/1X/79
22/1,'1/:18
24/VIH/89
28/V11/:78
19/1'11'/78
1:2/XI/8?
29/'11/91
19/rV/8~;

1)9/'111111/:17

Fecha de Aceptación
¡JIe ComP'1: ti!ncia d e
Jlil:l::m:lJ:

05/IX/84

2:?/VU/93

21/V1/85
02/Vrl/:~~[1

21/\/111/90

24/VI'I/8~i

1)9/11)(/81

12/1[1/91
9/'11/90
26/11H/93
21/11/8'1

12/)(li/87
29/V/91
19/IV /85
24/VI/81
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l'lROTOCOLO ADIClIONAll, A lA CONVENCIION AMERICANA
SOBRE DER'ECHOS HIllIMANOS EN ]M:ATElRIIA DE

DIllR1EiCHOS ECONOMIICOS. SOCIAI.ES y ClJll,TURALES
"'JI'Ir,tOTOCOI.ODE SAN SALVADOR''''

Suscrito en San Salvador" El Salvador, e11? de noviembre de 1988,
en el Décimo Octavo Poríodo Ordinario die Sesiones

de la Asamblea Cenera!

Ell,TIRADAEN VIGOR:

D EI'OSIITARIO:

T1EiJ(]['O:

JRIEGIS'1['RO ONU::

Tan pronto como once Estados hayan depositado los respectivos
instrumentos die ratificación o adhesión.

Secretaría General (JEA (Instrumento original y ratificaciones).

PAISES
~;~!!(j~!~¡~!\JLi\,R!!¡;!S,

Argentina
Bolivia
Costa Rica
Ecuador
El Salvador
Cuatemala
Ha:itf
México
Nicaragua
Panamá
Perú

Rep. Dominicana
Suriname
Uruguay
Venezuela

H~CHADE

H!J~M!~~

17/X][/88
17/X][/88
17/XI[/88
17/XI/88
17/XI/88
17/XI/88
17/XI/88
17/XI/88
1'7/XI/88
17/XI/88
17/XI/88
17/XI/88

17/XI /88
27/1/89

Ir'ECHA DE DEPOSITO
DElINST1RUMIENTO DE
]~,!~~T]lEK~il,l;;]lD]~~l:CUU;!]:U;S,!!;;!r~¡

25/111/93

18/11/93

10/VII/90
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lf'ROTOCO][.O A tA CONVENCION AMERICANA
SOl3iRE DERECHOS HllJMll\.NOS

RE:LAT]IVO A LA AI3101.liCION DE ][.11.

)"'ENA DJE MUJERTE

Suscrita en ASU1111:'i¡ón" Paraguay el 9 de junio de 1990.,
en el: Vigésimo Período Ordinario de Sesiones

de la Asamblea Ceneral

ENTRADA EN VIGOR::

DEI'OSITAlRlIO::

']['IEXll'O:

R'EGISTRO ONU:

Para los Estados que lo ratiñquen o adhieran a él. a partir del
depósito del correspondiente instrumento de ratificación o adhesión.

Secretaría Ceneral OEA (Instrumento original y ratificaciones).

I'AISI¡S
:~!Jl!:;J~i[ll~:[I!~J~m:!~:i

]FECHA DE
]¡U~M~II.

:FEiCHA DE DElf'OS)TO
DEI. ]INSTRIJM1ENTO DE

!!W;][!Jm;;j~~!¡;]!l:l~~~U:UI,!;WU;~:iK!N

Costa Rica 28/X/91

Ecuador 27/VIIII/90

Nicaragua :!O/VIIII/90

Panamá 26/XI/90 28/'1'111/9]
'.ti

Uruguay 2/X/90

Venezuela 25/IX/90 6/X/93
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Ell ISBN incluldo en la cubierta del:", leerse correctamente como está en la siguiente ficha catalográflca.

341..245
C827"lí C0I1be Interamerícana ele Derechos Humanos.

Informe anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos/ Corte:
Interamericana de Derechos Humanos...· San José, C.R. : C0I1): Interameri­
cana de Derechos Humanos, 11994.
1135 p.,; 27 cm.... (Serie: OEA/SER, L/V/III. 29 doc. 4).

Texto disponible en idioma inglés
ISBN: 9977·36·{liD8-1

1. Corte lnteramericana do: Derechos Humanos. 2. Derechos humanos.
]. Derechos humanos-América Latina. L Título, U. Serie,

En último párrafo de la cubierta, dentro de Los Estados Miembros, en lugar de "San Vicentes", léase.
ItS;aLJl Vicente".



!LA (JIRGANIZACIIDN D][[)DS ESTADIDS )!UliIERICANOS

Los propósitos de la Organización de los Estados Americanos (OEA) son los siguientes: afianzar la paz
y ta seguridad del Continente: prevenirlas posibles causas de diñcultades y asegurar la solución
pacíñca de las controversias que surjan entre los Estados Miembros: organizar la acción solidaria de
éstos en caso de agresión;: procurar la solución de los problemas políticos, jurídicos y económicos que se
susciten entre ellos.. y promover, por medio de la acción cooperativa, su desarrollo económico, social JI
cultural ..

Para, el logro de sus finalidades la OE./\. actúa por medio de la Asamblea General: la Reunión de
Consulta de Ministros de Rolarioncs Exteriores.. los tres Consejos (el Consejo Permanente, el Consejo
Interamericano Económico y Social JI el Consejo lnterarnericaho para la Educación, la Ciencia JI la
Cultura); el Comité [urídico Interamericano; la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos: la
Secretaría General: las Conferencias Especializadas, y los Organismos Especializados.

La Asamblea Cencral se reúne ordinariamente una vez por año y cxtraordinariamente en circunstancias
especiales. La Reunión de Consulta se convoca con el fin de considerar asuntos de carácter urgente y
de interés común, y para servir de Organo de Consulta en la aplicación del Tratado Interamericano de
Asistencia Recíproca (TIAR), q¡ue es el principal instrumento para la acción solidaria en caso de
agresión. El Consejo Permanente conoce de los asuntos que le encomienda la Asamblea Ccneral ola
Reunión die Consulta y ejecuta las decisiones de ambas cuando su cumplimiento no haya sido
encomendado a otra entidad .. vela por el' mantenimiento de las relaciones de amistad entre los Estados
Miembros así' como por la observancia de las normas que regulan e] funcionarniento de la Secretaría
General y además. en determinadas circunstancias previstas en la Carta de la Organización, actúa
provisionalmente corno Órgano de Consulta para, la aplicación del TIAR Los otros dos Consejos, que
tienen sendas Comisiones Ejecutivas Permanentes, organizan la acción interamericana en sus campos
respectivos y se reúnen ordinariamente una vez por año. La SecretarfaCeneral es el órgano central y
permanente de la ()EA. La sede tanto del Consejo Permanente corno de la Secretaria Ceneral está
ubicada en Washington,. D. C.

La Organización die los Estados Americanos es la asociación lreg:ional de naciones más antigua del
mundo, pues su origen se remonta a la Primera Conferencia lntemacional Americana, celebrada en
'Washinglton, D. c., la cual creó, el 114 de abril de 1890, la Unión Internacional de las Repúblicas
Americanas. Cuando se estableció ]1.11 Organización de las Naciones Unidas se lintegró a ella con e]
carácter de organismo regional'. La Carta que la nge fue suscrita IE'n Bogotá en 11948 y entró en vigor e]
13 de diciembre de 19511. Fue reformada por el Protocolo de Buenos Aires suscrito en 1967 y en vigor
desde ell 2~7 de febrero de 1970, y también por el Protocolo die Cartagena de Indias suscrito en 1985 y en
vigor desde el: 16de noviembre de 1988 Hoy la OEA tiene treinta y cinco Estados Miembros.

:ESTADOS J\i!JIEM1EIROS:: Anfigua JI Barbuda, Argentina, Baharnas '¡Coml11ollweaHh de las!'"
uarbad o 1>,. Belice, Bolivia, Brasíl, Canadá, Cnlornbia, Costa. Rica, Cuba, Chile, Dominica
IICommonweaUh dc),Ec:uadul',. El Salvador, Estados Unidos, Crenada, Guatemala, Guyana, -Haití,
Honduras, J,"II1i1ka, México, Nicaragua, Panamá. Paraguay, Perú, República Dominicana, SI:.. Kitts y
Nevis, Santa Lucía, Sal1L Vicentes y las Granadinas, Suriname, Trinidad y Tobago, Uruguay,
Venezuela..
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